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El tema de la protección de los resultados de la inventiva humana bien sea bajo la forma 
de derechos de autor o industriales, ha sido una inquietud desde épocas ya remotas, que guarda 
una íntima relación con el comercio transfronterizo y que obliga a la aplicación de una 
estrategia de protección de tales, bajo disposiciones supranacionales en armonía con 
disposiciones internas. 
 
Precisamente bajo tal conciencia y muy acorde con el desarrollo de las sociedades, fue 
siendo cada vez más evidente la necesidad de generación de instrumentos jurídicos que 
reconocieran tal realidad, desde una época en que los mismos eran considerados privilegios 
hasta épocas más recientes en las cuales el concepto de derecho surge como expresión de 
reconocimiento en favor de una persona quien podía denominarse titular de una determinada 
patente. 
 
Este proceso de generación jurídica indefectiblemente requiere un escenario de consenso 
internacional, con la finalidad de generar un espectro de protección uniforme y más allá de las 
propias fronteras, de tal suerte que la inventiva encontrara el respaldo  jurídico que acompasara 
la voluntad y estimulo en la generación de avances, con un escenario normativo claro y 
oponible, y el escenario propicio actual para ello nace de la mano de la Organización Mundial 
de Comercio y específicamente con el anexo relativo a los Aspectos de los Derechos de 
Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio (ADPIC), que se constituye en la más 
elaborada materialización y conciencia de voluntades internacionales de tal protección, desde 
el punto de vista específico de la actividad comercial y su correspondiente inserto en la 
legislación regional y nacional en la materia, que nos evidencian la presencia de competencias 
administrativas y judiciales en la administración y defensa de los derechos que surgen como 
resultado de un producto del intelecto humano. 
 
En Colombia, en donde la actividad comercial internacional, nos obliga cada día a 
enfrentarnos a múltiples escenarios de protección de las fronteras, no podemos dejar de lado 
nuestra vulnerabilidad a situaciones negociales en las que la ilegalidad puede estar presente, 
a través de la utilización de las mercaderías como vehículo propicio de rompimiento de las 
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garantías que se instituyen en cabeza de un titular de marca o similar, y es ahí donde el tema 
de vigencia actual lleva a su consideración como tema investigativo visto desde la óptica 
regulatoria nacional. 
 
El factor coercitivo preponderante en esta clase de situaciones pasa por la egida de la 
autoridad penal como reacción primordial al fenómeno del ingreso de productos de naturaleza 
extranjera y afectos de falsedad marcaria, sin que las acciones administrativas aduaneras de 
investigación, sea un asunto de relevancia operacional protagónica autónoma, lo que ocasiona 
que el ejercicio aduanero no lo tenga como un aspecto más de sus competencias, impidiendo 
muchas veces un efectivo ejercicio de control y represión de estas irregulares prácticas de 
comercio. 
 
Bajo tal realidad, las fronteras nacionales no han sido ajenas a ser permeadas por 
conductas de ingreso de mercancías de naturaleza extranjera con las características de la 
irregularidad anotada, que bajo la formalidad del cumplimiento de las exigencias de tipo 
aduanero pueden eventualmente ingresar al territorio nacional, sin que sea una competencia 
directa y autónoma de control la detección del hecho por parte de la autoridad administrativa.    
 
La protección de las marcas o patentes, se constituye en un escenario de salvaguarda no 
solo de la creación intelectual, sino en elemento de garantía para el consumidor, no obstante 
hoy en día la usurpación de tales intangibles ocasiona un alto flujo de comercio exterior de 
productos espurios, que generan distorsiones que deben ser objeto de control y seguimiento 
bajo los parámetros normativos supranacionales y con criterios de acción claros en el territorio 
nacional respecto de los bienes y las personas responsables de estas conductas. 
 
Se hace necesario que los Estados, de la mano de los instrumentos internacionales, 
cuenten con estructuras solidas de blindaje de sus fronteras para evitar que sus territorios sean 
utilizados para indebidas prácticas comerciales, y así mismo contar con claros procedimientos 
de verificación que garanticen una acción gubernamental armónica que tenga en cuenta a la 




El control efectivo de la legitimidad de las operaciones comerciales demanda un 
componente técnico respecto de aquellos bienes que trasgreden los criterios de originalidad, 
que determina la necesidad de analizar si lo hoy existente en la normatividad aduanera resulta 
ser suficiente para el control en frontera y preservación del orden económico y seguridad 
nacional principios de los cuales la autoridad aduanera colombiana es garante.    
 
A través del presente trabajo de investigación se hará un recorrido histórico por toda la 
evolución de la figura en sus aspectos regulatorios, las disposiciones de los Aspectos de los 
Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio (ADPIC), y como en 
Colombia es afrontado el tema a través de las disposiciones del marco jurídico nacional en 
consonancia con el regional y supranacional, para finalmente determinar la suficiencia del 
papel de la autoridad aduanera en este tipo de asuntos.
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1.1. Evolución Normativa Internacional en la Protección de los Derechos de Autor y de 
Propiedad Intelectual 
La efectividad de un sistema normativo está representada por la capacidad que tenga de 
responder a los aspectos facticos originados en el contexto social y con un debido interés 
regulatorio, precisamente por ello en la medida en que el intelecto humano empezó a generar 
respuestas a las necesidades sociales, surgió la necesidad de establecer criterios de 
reconocimiento en cabeza del titular de la creación, de los beneficios que se produjeran por la 
inventiva. 
 
Es así como no resulta casual que precisamente en la Europa del siglo XV: 
Cuando se consolidaron tanto el humanismo como las nuevas técnicas que 
favorecieron los descubrimientos geográficos. Pero también cumplieron un papel 
fundamental en el proceso la aparición del capitalismo mercantil, la Reforma y la 
crisis de la cristiandad. Por primera vez se establecieron conexiones permanentes 
entre las diversas partes del mundo que hasta entonces habían permanecido aislado. 
(Borja, s.f, párr.1) 
 
Surgieran nuevas técnicas fruto de esa avidez que impulsaron a la humanidad hacia un 
escenario en donde las demandas de infraestructura obligaron a forzar lo hasta ese momento 
conocido, precisamente por ello en el año 1421 en Florencia, se encuentra como referente 
histórico el caso del arquitecto Filippo Brunelleschi1,  quien como resultado de haber sido el 
seleccionado para la construcción de la cúpula de la catedral de Florencia, diseñó una barcaza 
que permitiría el transporte del mármol de carrara por el río Arno, por ello y ante su solicitud 
el Consejo de Florencia le concedió el privilegio2 Vidaurreta (2010) sobre tal invención el 19 
de junio de dicho año durante un periodo de 3 años. Tal referente histórico se documenta con 
                                                 
1 Información extractada de http://www.cornisa.net/historia_olvidada/la-primera-patente-de-la-historia  
 
2 Al respecto se podría considerar que durante largo tiempo se manejó el concepto de privilegios exclusivos entendiendo 
que estos “… consistían en otorgar al inventor de un nuevo producto o proceso de fabricación o al introductor de un desconocido 
producto o proceso de fabricación, aunque no sea su inventor, la exclusiva de fabricación y comercialización por un tiempo 
limitado.” De cómo el criterio utilitarista de justificación primó en los albores del sistema de patentes. Estudio de casos: Inglaterra, 




mayor unanimidad como el primer caso en la historia3 Long (1991),  en que un desarrollo del 
intelecto humano trasciende hacia una esfera jurídica de protección en cabeza de su creador; 
esto teniendo en cuenta que los registros históricos de las primeras manifestaciones de la figura 
en momentos anteriores, dan cuenta de una protección abstracta más que en función de una 
persona a la que se pudiese considerar con legitimidad para reclamar protección o derechos, 
tal vez porque “Frías Collao Federico (1898) Era menester que la humanidad llegara a tener 
un concepto más claro y preciso de la personalidad individual para que se llegase a consagrar 
como institución jurídica la propiedad del autor o del inventor” (Melendez, 2009, p.10), 
concepto que en la época medieval y anteriores resultaba difuso o inexistente. 
1.1.1. Ley de Patentes Venecia 1474. 
Es hasta el año de 1474 cuando surge en Venecia la que se conoce como la primera ley de 
patentes, cuyo texto aprobado por el senado de Venecia era del siguiente tenor literal: 
Moreno (1957) MCDLXXIV. Marzo XVIII. Hay en esta ciudad y sus 
alrededores, atraídos por su excelencia y grandeza, muchos hombres de diversos 
orígenes, que tienen sutilísimas mentes y aptos para imaginar y descubrir diversos 
artificios e ingenios. Y si se dispusiera que otros no puedan hacer ni tomar para sí, 
para aumentar sus honores, los trabajos y artificios descubiertos por tales hombres 
que los otros pudieran ver, tales hombres descubrirían y harían cosas de no pequeña 
utilidad y ventaja para nuestro Estado. Por lo tanto: Se decreta por autoridad de este 
Consejo que cualquiera que haga en esta Ciudad un nuevo e ingenioso artificio, 
estará obligado a registrarlo en la oficina de los Proveditori de la Comuna tan pronto 
como haya sido perfeccionado en forma que sea posible usarlo y aplicarlo. Quedará 
prohibida a cualquier otro, en cualquier parte de nuestra tierra y lugar, hacer 
cualquier otro artificio a la imagen y semejanza de aquel sin el consentimiento del 
autor, durante el término de diez años. Y si a pesar de esto alguno lo hiciera, el 
dicho autor podrá citarlo ante cualquier Oficial de la Ciudad y aquel que haya 
imitado será compelido a pagar cien ducados y el artificio será inmediatamente 
                                                 
3 J. patricio Saenz González en su obra Invención, Patentes e innovación en la España contemporánea cita a P.O. Long “ 
Invention, Authorship, Intellectual Property and the origin of patents: Notes toward a conceptual History ; quien en su investigación 
cita el caso de Franciscus Petri; “ de la isla de Rhodas, pidió al Consejo de Venecia una concesión monopolística exclusiva por 
máquinas para majar y abatanar tejidos, que se le concedió por 50 años para que nadie, excepto él y sus herederos, pudiese construir 
los citados dispositivos”.    
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destruido. Pero nuestro Gobierno tendrá la libertad, a su entera discreción, de tomar 
y usar para sus necesidades cualquiera de dichos artificios e instrumentos, bajo la 
condición, sin embargo, de que nadie, aparte del autor, pueda emplearlo. ( 
Vidaurreta, 2010, p.49) 
 
Tal desarrollo regulatorio es entendible cuando se tiene en cuenta la importancia comercial 
que para la época tenía este territorio en el que: 
 Hace ya años que en esta Ciudad-Estado se dominan las más refinadas técnicas 
de decoración, se fabrican gafas o relojes de arena con la técnica del soplado de 
vidrio, se producen brocados de terciopelo multicolor con hilos de oro y plata, se 
ha creado un auténtico mercado de títulos públicos y, en particular, de préstamos 
obligatorios con pago regular de intereses. Entre la ciudad de Venecia, Creta, 
Chipre, Jonia, Dalmacia y otros territorios de tierra firme e islas, el imperio 
veneciano superaba los dos millones de personas y se mantenía como una gran 
potencia económica de finales del siglo XV, aunque se enfrentaba a una 
competencia creciente en las rutas marítimas occidentales hacia Inglaterra o 
Flandes. (Pulido, s.f, p.5) 
 
Desarrollo social muy acorde con el empuje del intelecto humano capaz de desarrollar 
técnicas de elaboración de múltiples y codiciados productos que incluso subsisten en la 
actualidad y que generaban la necesidad de establecer derechos a favor del creador y así 
mismo dar incentivos para seguir en la dinámica de la innovación, siendo esto la esencia de la 
existencia de dicha disposición, cuyas características fundamentales son condensadas así: 
- “Exigían a las invenciones ser nuevas y útiles 
- Confería derechos exclusivos en un período limitado y 
- Juzgaba a los infractores exigiendo que los dispositivos infractores fueran incautados 
y destruidos” (Naranjo, s.f, párr 3).  
Sucintamente se podrían indicar como elementos fundantes de dicha disposición la 
innovación-ya mencionado líneas arriba- la utilidad de la pretendida innovación, la 
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protección de esta y la represión como elemento coercitivo de reacción frente a la trasgresión 
del derecho reconocido. Sáiz (1999)4  
 
El impacto del desarrollo de la imprenta aporta un elemento al presente recuento histórico, 
que así sea brevemente no se puede dejar de lado como aspecto fundamental en el desarrollo 
de la figura analizada, tal como lo menciona Sáiz (1999):  
 
Sin embargo, después del invento de Gutenberg, una pequeña imprenta manual 
era capaz de realizar infinitas copias a partir de un solo original y con la misma 
calidad. Las posibilidades de difusión son enormes. Además, la imprenta va a ser 
un invento que, dada su funcionalidad, se extiende rápidamente por Occidente. En 
1464, dos operarios de Gutenberg, Sweynheim y Pannartz, se establecen en Italia, 
en Subiaco, en Roma, y por fin en Venecia (donde Aldo Manucio funda la famosa 
dinastía de impresores). ¿Fue una casualidad que la primera legislación sobre 
privilegios apareciera en Venecia en estas fechas (1474)? A partir de la 
promulgación de esta norma y hasta 1550 se llegaron a conceder más de 100 
privilegios sobre inventos industriales. (p.55)  
 
Este desarrollo teórico legislativo no fue exclusivo de esta zona de Europa, toda vez que 
en la medida en que avanzaba el desarrollo industrial en el continente cada región iba 
presentando necesidades específicas en la materia, que obligaban a los gobernantes a tener 
una reacción legitima a esa creciente generación de elementos industriales novedosos y que 
ya no podían manejarse como simples concesiones subjetivas Ana Carabias (1994).5 
 
                                                 
4 Además de la destrucción del objeto se imponía una multa de 100 ducados al contraventor. Invención, patentes e 
innovación en la España contemporánea, J. Patricio Sáiz González, pag.53  
5 Ilustrativo resulta lo afirmado por Carabias Torres sobre la forma de otorgamiento de patentes al decir “En un principio, 
las patentes o privilegios por invención eran concedidas por el rey, asesorado por el consejo Real que consultaba a personas 
relevantes en conocimientos científicos y técnicos, capaces, por tanto, de poder opinar sobre la invención. Las patentes se concedían 
generalmente en función de intereses de la monarquía y con el criterio de una minoría influyente y restrictiva. Esto fue así a lo 
largo de los siglos XVI y XVII y durante la época del despotismo ilustrado del siglo XVIII. Las nuevas ideas enciclopedistas en 
Francia y el pragmatismo burgués en Inglaterra, hicieron cambiar las cosas, pasando el poder de refrendar las patentes del Rey a 
las Oficinas de patentes”. Las relaciones entre Portugal y Castilla en la época de los descubrimientos y la expansión colonial. 
Ediciones Universidad Salamanca. Pág.168  
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1.1.2.  Estatuto de Monopolios de 1623. 
En el contexto histórico analizado es relevante como siguiente etapa de evolución el tener 
en cuenta lo acaecido para el momento en el Reino Unido en donde las presiones por la manera 
unilateral en que el monarca actuaba en la materia, bajo la figura de los monopolios, 
determinaba la necesidad de contar con una disposición que estableciera ciertos parámetros 
de acción y de control, toda vez que por vía de monopolios se generó un escenario recaudatorio 
expedito que el monarca usaba a su voluntad y que ocasionó malestar entre los comerciantes 
de la época6 Guillermo Vidaurreta (2010), y que no resultaba bien visto por el parlamento que 
persiguió restringir las facultades monárquicas; es así como aparece el denominado estatuto 
de monopolios de 1623, mismo que en forma general determinó acciones frente a todos esos 
monopolios existentes, específicamente relacionada con declararlos ilegales bajo el supuesto 
de su obtención indebida y generando un verdadero régimen de transición en la materia. 
 
A partir de la vigencia del estatuto, la protección era a favor del que se catalogara, según 
el texto literal de lo analizado, como “to the true and first inventor” (English Statute of 
Monopolies,1623)7, criticas existen sobre la suficiencia del estatuto de monopolio de 1623 
para el efectivo reconocimiento de tal condición8 y el interés en Reino Unido en considerarlo, 
no obstante dicha situación no le resta méritos a la norma analizada, teniendo en cuenta que 
las conductas desprovistas de buena fe son desviaciones del contenido literal del texto 
regulatorio que en principio deberían tener otro instrumento legal que los considerara, la 
protección en cabeza de tal persona se otorgaba por un periodo de catorce años, tiempo durante 
el cual se daba una garantía legal de respeto de aquello reconocido en cabeza del inventor. 
 
Llama la atención igualmente que con dicha disposición y pese a la motivación de la 
misma que hacía referencia a ilegalidad generada por lo indebido en la obtención de lo 
genéricamente denominado como monopolio, se salvaguardaba el derecho de indemnización 
a quienes acreditaran los perjuicios mediante los mecanismos jurídicos señalados, igualmente 
                                                 
6 Al respecto Vidaurreta cita como ejemplo de esto el que se concedieron privilegios exclusivos para la comercialización de 
sustancias conocidas como la sal y el aceite; “De cómo el criterio utilitarista de justificación primó en los albores del sistema de 
patentes. Estudio de casos: Inglaterra, Estados Unidos y Francia (desde el medioevo a la primera revolución industrial, Guillermo 
Esteban, pág. 62 
7 Verdadero y primer inventor, traducción libre del idioma inglés. 
8 Al respecto es ilustrativo el caso de Jhon Lombe quien copió un diseño en Italia y su hermano lo patentó en Londres. 
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se indicaba el monto que correspondería en esos casos; circunstancia que de una forma u otra 
reconocía la legalidad de los actos del monarca e impedía una eventual aparición temprana de 
lo que posteriormente se denominaría como responsabilidad del Estado por el hecho de la ley, 
figura reservada para un momento posterior de la historia jurídica y que no es objeto de análisis 
en el presente trabajo, y que en esencia consistiría en la  generación de una responsabilidad a 
favor de un particular por lo válidamente otorgado bajo el imperio de una ley y que 
posteriormente por misma naturaleza regulatoria ya no lo es. 
 
Con el estatuto de 1623 igualmente se buscó proteger esas patentes, como especie 
consideradas, dentro del género de monopolios, ya concedidas, cuya motivación podría estar 
relacionada con la protección de la incipiente industria del Reino y de las fuentes generadoras 
de ingreso y por ende de tributación. 
 
1.1.3. Licensing of the Press Act of 1662. 
Como se mencionó anteriormente, la existencia de la imprenta generaba todo un nuevo 
escenario que hacía mucho más fácil la reproducción de textos originales y por ende se 
convertía en un espacio propicio para el irrespeto del derecho del autor de una determinada 
obra, adicionalmente se constituía en un perfecto mecanismo de difusión de ideas que en 
algunos casos podrían no ser compartidas por el establecimiento; por esta razón y bajo el 
argumento objetivo de regulación de la imprenta, se expide la denominada Licensing of the 
Press Act of 1662 misma que en su contenido establecía como elemento justificante de su 
expedición el ser “An Act for preventing the frequent Abuses in printing seditious treasonable 
and unlicensed Bookes and Pamphlets and for regulating of Printing and Printing Presses.', in 
Statutes of the Realm” (Charles, 1662, pp. 428-435), lo cual inequívocamente estructura los 
dos elementos mencionados de justificación de existencia de esta disposición legal en el que 
el componente subjetivo de tasación del contenido de aquello a imprimir resulta irrefutable, 
en este aspecto Nipps explica el contexto de creación de esta norma así: “Charles II had 
returned to the English throne in 1660 and was appalled at the state of printing in his realm. 
Seditious, irreligious, pernicious, and scandalous books and pamphlets flooded the streets of 
London…” (Nipss, 2014, p.494) Por ende, más allá de establecer unas precisiones a la forma 
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y condiciones de la impresión si se perseguía el establecimiento de limites sustanciales al 
producto de un autor, lo cual se concretaba a través de lo siguiente: 
- Necesidad de registro previo, el cual se surtía ante quien el gobierno designaba 
- Restricción del número de impresores autorizados (20) 
- Posibilidad de confiscación de lo que se catalogara como ilegal por parte de los agentes 
del Rey 
- Señalamiento punitivo en contra de las personas identificadas como infractoras lo cual 
se materializaba a través de multas y cárcel, y,  
- Control a las importaciones de textos. 
Esta ley estuvo vigente hasta el año de 1695, dando paso a una libertad en cuanto a lo que 
podía ser impreso o publicado. 
1.1.4.  Estatuto de la Reina Ana de 1709. 
El denominado “An Act for the Encouragement of Learning, by vesting the Copies of 
Printed Books in the Authors or purchasers of such Copies, during the Times therein 
mentioned” ( Renginfo, s.f, p.19) 9o Estatuto de la Reina Ana fue aprobado por el parlamento 
inglés el 10 de abril de 1709, iniciando su vigencia el 10 de abril de 1710, bajo el siguiente 
texto:  
Una Ley para el enriquecimiento en el aprendizaje, al otorgar la protección a 
los ejemplares de libros impresos, a los autores o a los compradores de dichas 
copias, durante la vigencia mencionada en la misma. Considerando que, impresores, 
bibliotecarios, y otras personas, con frecuencia en los últimos tiempos han tomado 
la libertad de imprimir, reimprimir, y publicar, o hacer que se imprima y reimprima, 
y han publicado libros y otros escritos, sin el consentimiento de los autores o 
propietarios de esos libros y escritos, en grave perjuicio para el autor, y muy a 
menudo en detrimento de ellos y sus familias; para la prevención de estas prácticas 
en el futuro, y para alentar al hombre culto a componer y escribir libros útiles; 
podría ser por Usted Su Majestad, aprobado y decretado por la excelencia de su 
Real Majestad y con el consejo y consentimiento de los señores creyentes y 
                                                 
9 Un acta para el estímulo del saber, atribuyendo los ejemplares de sus libros impresos a los autores o cesionarios de tales 
ejemplares, durante el tiempo en ella mencionado, traducción tomada de El derecho de autor en el derecho romano, Ernesto Rengifo 
García, pág.19.  recuperado de https://dialnet.unirioja.es/descarga/articulo/3052663.pdf  
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transitorios, y las tradiciones de este Parlamento constituido, y por la autoridad de 
la misma, que a partir del décimo día de abril de mil setecientos diez, el autor de un 
libro o libros ya impresos, que no ha transferido a ninguna otra persona la 
autorización de copia o copias del libro o libros, parte o partes del mismo, o la 
autorización de venta o ventas, la impresión o impresiones, a otra persona o 
personas, que ha o han comprado o adquirido la copia o copias de cualquier libro o 
libros, a fin de imprimir o reimprimir la misma, tendrán el derecho exclusivo y la 
libertad de impresión de dichos libros o libro por el termino de uno a veinte años 
improrrogables, comenzando a partir del décimo día de abril, y que cada autor de 
cualquier libro o libros compuestos y no impresos ni publicados, o que apenas se 
habrán de crear, y su cesionario o cesionarios, tendrán el derecho exclusivo de 
imprimir y reimprimir tal libro o libros por el término de 14 años. (El estatuto de la 
Reina Ana, 1709, párr. 1) 
 
Esta ley fue un gran avance a tal punto de ser considerada como el nacimiento de las normas 
de protección de derechos de autor, al incluir un cambio en la titularidad del derecho, que a 
diferencia de lo hasta ese momento conocido, centraba el derecho no en cabeza del impresor 
sino del verdadero autor, marcando desde el titulo mismo la esencia de dicha disposición en 
la que claramente se distinguen dos elementos cruciales, a saber, reconocimiento de existencia 
de un autor con todo derecho sobre su obra y un periodo de tiempo determinado de protección. 
 
Tal disposición propugnaba por un altruista fin, el estímulo del saber, reconociendo a los 
libros impresos como fuente de conocimiento y directamente a sus autores como génesis del 
saber, siendo retribuidos estos con una protección de su obra que se extendía por un período 
de 14 años, sin perjuicio del reconocimiento de un período de tiempo diferente para aquello 
ya existente al momento de entrada en vigencia de la ley.  
 
Por ello con dicha norma, no solamente se daba el nacimiento de un derecho, sino el 
establecimiento de un efecto retroactivo con la finalidad de amparar lo ya existente y de esta 
manera no generar un escenario de injusticia o mejor derecho de lo nuevo frente a lo anterior.  
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El estatuto de la Reina Ana vino a solventar una situación de inconsistencia fáctica de 
incapacidad regulatoria del régimen jurídico existente, por cuanto las férreas restricciones 
dadas para la divulgación y reproducción de obras, había generado un gran escenario para la 
ilegalidad y el desarrollo de toda una industria de la informalidad en torno a las obras a ese 
momento conocidas, que en ultimas terminaban afectando al creador de la obra como legitimo 
interesado en ella, de cuya producción no resultaba beneficiado. 
 
Con esta ley se produce el empoderamiento del intelecto humano y la generación de los 
debidos incentivos en favor de este, de tal forma que resultaba muy acertado el contenido 
motivacional del texto legislativo según el cual este surgía “para alentar al hombre culto a 
componer y escribir libros útiles” (El estatuto de la Reina Ana,1709,párr. 1); a partir de tal 
momento ya podemos hablar de una estructura jurídica con rasgos de definición que resultó 
siendo acogida no solamente en el Reino Unido sino como fuente orientativa para otras 
latitudes, en el que el reconocimiento de la grandeza de la capacidad humana ya trasciende de 
una manera definida al concepto colectivo y de desconocimiento de la inventiva, útil resulta 
para ilustración de esto lo afirmado por Hauser según el cual:  
 
Wolf (1997) El elemento fundamentalmente nuevo en la concepción artística 
del renacimiento es el descubrimiento de la idea de genio, de que la obra de arte es 
creación de una personalidad autónoma, que está por encima de la tradición, la 
teoría y las reglas, e, incluso, de la propia obra, que es más rica y profunda que la 
forma objetiva… La idea de genio como don de Dios, como fuerza creadora, innata 
e intransferible, la doctrina de la ley personal y excepcional que puede y debe seguir 
el genio; la justificación de la individualidad e intención del artista genial: esta línea 
de pensamiento surge por primera vez en la sociedad del Renacimiento que, debido 
a su naturaleza dinámica y penetrada de la idea de competencia, ofrece al individuo 





1.1.5.  Caso de Estados Unidos de América.  
1.1.5.1. Ley Norteamericana de Patentes de 1790.   
Mientras en Inglaterra se daban esta serie de acontecimientos, al otro lado del mundo en 
la otra colonia inglesa, se daba para el año de 1787 la promulgación de la Constitución de los 
Estados Unidos de América, que afianzaba la existencia independiente del país, luego de la 
declaratoria del 04 de Julio de 1776, y formulaba su disposición de organización y 
conformación bajo los principios autónomamente definidos; dentro de dicho texto 
constitucional es de resaltar el contenido del artículo primero, octava sección, numeral 8, 
según el cual una de las funciones del congreso de los Estados Unidos, es: “Para fomentar el 
progreso de la ciencia y las artes útiles, asegurando a los autores e inventores, por un tiempo 
limitado, el derecho exclusivo sobre sus respectivos escritos y descubrimientos”(Const, 
EE.UU.,1787). Criterios básicos que reconocían la existencia de un derecho en cabeza de un 
inventor o autor, dando pie a la diferenciación entre las obras literarias y las innovaciones 
tecnológicas que se produjeran, siempre con la finalidad de impulsar el desarrollo de la nueva 
e independiente nación. 
 
Disposición constitucional que encuentra su concreción en al año de 1790 con la 
denominada “An Act to promote the progress of useful Arts” (Cullen, 1791, p.361), cuyas 
características principales a mencionar serían:  
- Generación de un derecho a favor de quien se reconociera como inventor o innovador.  
- Condicionamiento de titularidad del derecho de lo creado en forma exclusiva en cabeza 
del inventor como requisito para su reconocimiento. 
- Imposición de una tarifa administrativa como requisito para acceder al trámite de 
registro de la invención.  
- Establecimiento de competencia de dicho trámite en la Secretaría de Estado, secretario 
para el departamento de guerra, y el Fiscal General, según Jefferson, Thomas (1971).10 
                                                 
10 Thomas Jefferson, en su papel como Secretario de Estado, lamentaba tener esta responsabilidad a su cargo toda vez que  
"corta su tiempo en los fragmentos más inútiles y de vez en cuando le da la mortificación más conmovedora" porque lo obligó a 
"dar opiniones rudimentarias y desinformadas sobre derechos a menudo valiosos, y siempre considerados así por los autores" ( TJ 
a Hugh Williamson, 1 de abril de 1792 ; PJ Federico, "Operación de la Ley de Patentes de 1790", Revista de la Patente Office 
Society , xviii [1936], 237-51).recuperado de https://founders.archives.gov/documents/Jefferson/01-22-02-0322  
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- Temporalidad del reconocimiento, el cual se estableció en el término de catorce (14) 
años. 
-  Consideración como transaccional del derecho reconocido, de tal suerte que este 
podría ser objeto de cesión por el inventor, quien una vez negociado era sustituido en 
el registro público por el cesionario. 
- Defensa jurídica del derecho reconocido en cabeza del inventor, quien podría solicitar 
la protección del Estado a través de los mecanismos y la represión de la ilegal 
reproducción del invento o creación. 
 
1.1.5.2. Ley de Patentes de 1793. 
La forma original de la Ley de patentes norteamericana subsistió hasta la promulgación 
del Patent Act of 1793, específicamente 21 de febrero de dicha anualidad, mediante esta ley 
se efectuaron ajustes con la finalidad de responder a ciertas necesidades ya evidenciadas en el 
proceso de aplicación de la regulación en materia de patentes, siendo lo principal de tal 
modificación el ajustar el procedimiento que implicaba el acceder a esta, toda vez que como 
lo afirma Malavota (2007): 
 La crítica que se hacía al estatuto se basaba en la no aceptación de la 
intervención del Estado en el proceso de concesión de patentes. El examen previo 
de las invenciones era considerado indeseable por abrir margen para acciones 
abusivas y arbitrarias del poder estatal. (p. 5)  
Esto teniendo en cuenta que para acceder a la patente bajo la fórmula de 1790 la triada de 
autoridades con competencia en el asunto, determinaban el criterio de utilidad de lo sometido 
a consideración para obtención de patentes, que, bajo la nueva estructura regulatoria, no se 
presentaba, sino que por el contrario el interesado en obtenerla presentaba su solicitud en los 
términos de lo indicado en la sección 3 del Patent Act of 1793, manifestando bajo juramento 
que “is the true inventor or discoverer of the art, machine or improvement” (Patent Act, 1793), 
siendo suficiente como refrendación de dicha afirmación la firma de dos testigos, documento 




El juicio de valor de la autoridad solamente se presenta en vigencia de esta ley, cuando se 
presentaban conflictos entre personas que alegaban derecho sobre una determinada creación, 
caso en el cual bajo la figura de arbitramento se dirimía la controversia por quienes resultaran 
designados como árbitros por las partes y la Secretaría de Estado, bajo tal circunstancia si 
había un proceso valorativo no en esencia respecto de la creación o inventiva, sino de lo propio 
de ella con la finalidad de determinar a quién le correspondía el derecho, lo anterior plasmado 
en la sección 9 del Patent Act of 1793 (Patent Act, 1793). 
 
Finalmente, al respecto de la ley de 1793 es del caso mencionar que se estableció un 
régimen de transición (Secc. 8) (Patent Act, 1793) Para aquellas solicitudes en trámite a la 
entrada de su vigencia y una salvaguarda de los derechos adquiridos en vigencia de la ley de 
1790, de tal suerte que lo concedido conservaba la protección que el Estado le había otorgado. 
 
Esta disposición estuvo vigente hasta el año de 1836, (04 de julio) cuando se expide la 
Patent Act of 1836, disposición que se considera como el fundamento del actual sistema de 
patentes de los Estados Unidos, provisto de un componente mucho más técnico dada la 
creación de la Oficina de Patentes, quienes asumieron directamente todo lo relativo a las 
pretensiones de los inventores o autores en territorio estadounidense, así como el registro y 
custodia de las patentes otorgadas. 
 
1.1.6. Casos en Otros Países. 
La tendencia regulatoria de todo lo relacionado con la inventiva humana, igualmente 
presentó manifestaciones incipientes en diversos países del mundo, al respecto Ortiz-Villajos, 





Génesis de la legislación de patentes en diversos países del mundo 




Origen de la 
protección sobre 
los inventos* 
Estados Unidos 1790 1642  
Francia 1791 1762 Siglo XVI 
Holanda 1809  Siglo XVI 
Austria 1810 1794  
Rusia-URSS 1812   
Suecia 1819   
España 1826 1811 Siglo XVI 
Brasil 1830   
México 1832   
Chile 1840   
Gran Bretaña 1852 1623  
Portugal 1852   
Bélgica 1854   
India 1856  Siglo XV 
Italia 1859   
Argentina 1864   
Nueva Zelanda 1865   
Canadá 1869 1823  
Alemania 1877 1842 Siglo XVI 
Luxemburgo 1880 1817  
Turquía 1880   
Japón 1885   
Noruega 1885   
Suiza 1888   
Túnez 1888   
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Dinamarca 1894   
Hungría 1894   
Finlandia 1898 1876  
Australia 1903   
Rumania 1906   
Sudáfrica 1910   
Marruecos 1916   
Checoslovaquia 1919   
Polonia 1919   
Grecia 1920   
Yugoslavia 1921 1884  
Bulgaria 1921   
Liechtenstein 1923   
Israel 1924   
Líbano 1924   
Siria 1924   
Irlanda 1927   
Tánger 1938   
Egipto 1949   
*Primeros documentos donde se muestra la protección dada por los retes o gobernantes a inventos concretos. Aquí se 
identifican algunos países, aunque con mucha probabilidad en otros también deben existir documentos de este tipo y de 
épocas tempranas.  





Dentro de dicha relación vale la pena mencionar el caso de Francia que, en pleno auge de 
la revolución y fruto de todo el cambio en la concepción estatal, en donde los derechos del 
hombre adquirieron un realce significativo, fundante de toda una corriente humanista y 
libertaria, que sin lugar a dudas llevó a la humanidad a un nuevo escenario de garantías y 
reconocimiento del ser, surge el 07 de enero de 1791, la ley de patentes francesa, que reconoce 
la propiedad de la invención en cabeza de su autor o de quien lo introdujera a territorio francés, 
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a través de un proceso de registro en oficina pública, similar a los consagrados en otras de las 
disposiciones ya analizadas, brindándole un periodo de protección al titular de ese título o 
licencia, que variaba entre cinco, diez o quince años, e implicaba no solo la protección y 
reconocimiento como autor o inventor, sino el acceder a la posibilidad de que el Estado 
confiscara las falsificaciones del producto o desarrollo objeto de reconocimiento y al 
otorgamiento de indemnización por vía judicial. De igual forma la inacción por el paso del 
tiempo en la materialización del invento, traía como consecuencia la pérdida del derecho 
reconocido. 
 
1.1.7.  Etapa del Consenso Internacional. 
Todos los escenarios analizados eran el resultado de la necesidad efectiva de actuar frente 
a una realidad que demandaba un ejercicio regulatorio, con la finalidad de ir generando una 
verdadera concepción de derecho frente a lo que antes era solo un privilegio, concepción esta 
que denotaba más la idea de favor estatal que de conciencia jurídica de reconocimiento de 
efectos en cabeza de ese sujeto que desarrollaba o registraba algo novedoso; si analizamos lo 
visto hasta ahora, vemos que la característica principal común, es el ejercicio soberano del 
poder regulatorio, lo que implica el legislar para la propia jurisdicción, que es de la esencia del 
poder legislativo y de la capacidad vinculante de su producto; no obstante el avance de las 
sociedades cada vez generaban más espacios de comunicación entre Estados y por ende de 
vinculaciones jurídicas y económicas, frente a lo cual la propia normatividad podría resultar 
escasa y que ya avizoraban la necesidad de contar con un instrumento mucho más amplio que 
abarcara hechos no advertidos o necesarios hasta ese momento, toda vez que como explica 
Schmitz Vaccaro (2013):  
 La protección solo se extendía a los inventores y autores nacionales en su 
respectivo territorio, y no a territorios ni a personas extranjeras, razón por la cual 
con el tiempo las invenciones y obras de mayor utilización eran las extranjeras, 
dado que al no gozar de protección su utilización se volvía más económica, pues no 
requerían autorización para su uso, ni pago de precio o regalía. (p.68) 
 
Es por ello que se hacía necesario un consenso internacional que permitiera contar con un 
instrumento jurídico trasnacional que se encargara de garantizar una protección de las obras 
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del intelecto humano, aspecto que se hizo palpable en 1873 cuando “con ocasión de la 
Exposición Internacional de Invenciones de Viena, a la que se negaron a asistir algunos 
expositores extranjeros por miedo a que les robaran las ideas para explotarlas comercialmente 
en otros países” (OMPI, 2018, párr 2) y se materializó con la aparición del Convenio de París 
(20 de marzo de 1883). 
 
1.1.7.1. Convenio de París. 
Bajo tal disposición se constituye una unión de naciones con la explicita finalidad de 
proteger a la propiedad industrial, detallando que en esta se incluyen “…las patentes de 
invención, los modelos de utilidad, los dibujos o modelos industriales, las marcas de fábrica 
o de comercio, las marcas de servicio, el nombre comercial, las indicaciones de procedencia 
o denominaciones de origen” (Convenio de París, 1883).11 Obteniendo una protección de los 
derechos que tales generaran más allá del lugar de la propia nacionalidad pero con las mismas 
garantías que se podrían obtener en el propio país, aspecto que satisfacía una de las principales 
inquietudes de los inventores, y que genera toda una serie de disposiciones instituidas para la 
protección efectiva de los derechos de los titulares de las marcas o patentes. 
 
A través de esta disposición igualmente se establece un mecanismo de acción que denota 
la esencia de un instrumento jurídico supranacional y es la posibilidad de actuar respecto de 
importaciones de productos que se identifiquen como portadores ilícitos de una marca o 
nombre comercial, artículo 9 y 10 Convenio de París (1883); de tal forma que el comercio 
internacional ya se identificaba como un escenario apenas propicio para el movimiento 
transfronterizo de mercaderías y eventuales violaciones de los derechos de autor ya 
identificados, que solamente con la legislación nacional podrían ser violentados dada la 
territorialidad de las protecciones existentes, pero que al estar en presencia de un convenio 
internacional, se obtiene en la unión una protección uniforme y efectiva acorde con las 
legislaciones nacionales. 
 
                                                 
11 Artículo 1 numeral 2 convenio de París  
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Con esta disposición se establece la posibilidad de embargo de los bienes espurios al 
momento de la importación, generando una vinculación entre la operación de comercio 
exterior, la existencia de protección de una marca registrada y la actividad estatal en defensa 
del derecho reconocido, todo conforme con los mecanismos jurídicos propios del Estado 
importador. 
 
Igualmente se dispuso la creación de una asamblea como órgano de la unión con 
participación de todos los representantes de los Estados miembros, órgano que igualmente le 
daría instrucciones a la Oficina Internacional de la Propiedad Intelectual, instituida para la 
atención de los asuntos administrativos, investigativos de promoción y difusión de los asuntos 
propios de la Unión.  
 
La convención fue objeto de revisión en Bruselas el 14 de diciembre de 1900, en 
Washington el 2 de junio de 1911, en La Haya el 6 de noviembre de 1925, en Londres el 2 de 
junio de 1934, en Lisboa el 31 de octubre de 1958, en Estocolmo el 14 de julio de 1967 y 
enmendado el 28 de septiembre de 1979 Convenio de París (1883).12 
 
1.1.7.2. Convenio de Berna. 
La protección obtenida bajo las disposiciones del Convenio de París no incluía las obras 
literarias y artísticas, respecto de las cuales igualmente existían las mismas inquietudes de 
protección que en su momento llevaron a la protección supranacional, por esta razón el 09 de 
septiembre de 1886 se firma en Berna, la convención para la protección de las obras literarias 
y artísticas, entendidas estas como: 
 Todas las producciones en el campo literario, científico y artístico, cualquiera 
que sea el modo o forma de expresión, tales como los libros, folletos y otros escritos; 
las conferencias, alocuciones, sermones y otras obras de la misma naturaleza; las 
obras dramáticas o dramático-musicales; las obras coreográficas y las pantomimas; 
las composiciones musicales con o sin letra; las obras cinematográficas, a las cuales 
se asimilan las obras expresadas por procedimiento análogo a la cinematografía; las 
                                                 
12 Información obtenida de OMPI, Organización Mundial de la Propiedad Intelectual, de donde igualmente se detalla que 
el convenio de parís tiene en la actualidad 177 países contratantes; Colombia adhirió el 03 de junio de 1996. 
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obras de dibujo, pintura, arquitectura, escultura, grabado, litografía; las obras 
fotográficas a las cuales se asimilan las expresadas por procedimiento análogo a la 
fotografía; las obras de artes aplicadas; las ilustraciones, mapas, planos, croquis y 
obras plásticas relativos a la geografía, a la topografía, a la arquitectura o a las 
ciencias. (Convenio de Berna, 1971, párr 6)  
 
De tal forma que el autor obtenía protección en términos similares al del inventor bajo 
estas nuevas disposiciones en la Unión de naciones que constituían los signantes del convenio, 
en la que adicionalmente se fijan unos criterios de origen interesantes para determinar la 
procedencia de la protección de una determinada obra que se fijó en el término de vida del 
autor y 50 años más (artículo 7 numeral 1), así como en el caso de las invenciones, en este se 
dispuso la existencia de una estructura administrativa similar a la creada en el caso de la 
propiedad industrial e igualmente la posibilidad de acción cuando se identificaran 
importaciones de grabaciones, obras no autorizadas, artículos 13 y 16 Convenio de Berna 
(1971). 
 
Este convenio fue completado en París el 4 de mayo de 1896, revisado en Berlin el 13 de 
noviembre de 1908, completado en Berna el 20 de marzo de 1914, revisado en Roma el 2 de 
junio de 1928, en Bruselas el 26 de junio de 1948, en Estocolmo el 14 de julio de 1967 en 
París el 24 de julio de 1971 y enmendado el 28 de septiembre de 1979 y a la fecha ha sido 
contratado por 176 países Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI, 2015). 
 
Estas disposiciones se constituyeron en un verdadero reconocimiento de la actividad 
inventiva del ser humano, entronizando la protección efectiva de las obras del intelecto, 
partiendo del reconocimiento de estos verdaderos derechos patrimoniales y oponibles bajo un 
esquema jurídico internacional que zanjaba cualquier disquisición que al respecto pudiera 
existir, creando todo un esquema de protección, divulgación e investigación en torno a las 





1.1.8. Consolidación Institucional. 
La existencia de uno y otro convenio no podía manejarse como asuntos independientes, 
cuando resultaban ser evidentemente complementarios, ya que el objeto, más allá de la 
especialidad, de una y otra disposición supranacional propugnaban precisamente por el 
reconocimiento y efectiva protección de los desarrollos del intelecto humano, bien sea bajo la 
forma de desarrollo industrial o de creación de obra literaria o artística, a tal punto que se hacía 
necesario el contar con toda una estructura de registro de marcas que tuviese un alcance 
internacional y es por ello que con fundamento en el artículo 19 del Convenio de París se da el 
denominado Arreglo de Madrid (1891) y su protocolo (1989) que permite el registro de marca 
y su protección en los países signantes del convenio de parís adelantando un solo tramite y 
accediendo a un sistema centralizado de información al respecto, Convenio de París (1883). 
 
Debemos recordar que tanto en el convenio de París como en el de Berna, se establecieron 
secretarías con la finalidad de administrar los convenios, es por ello que el siguiente paso en 
el indefectible proceso de identificación de acciones en materia de propiedad industrial o de 
obras literarias o artísticas, fue  la fusión de una y otra secretaría, lo cual acaeció en el año de 
1893, año en el cual las denominadas BIRPI (Bureaux internationaux réunis pour la protection 
de la propriété intellectuelle) empezaron a actuar en forma conjunta y se estableció su sede en 
Berna, siendo integrada por siete funcionarios. 
 
Es hasta el año de 1970 en que las BIRPI pasan a convertirse en la OMPI “Organización 
Mundial de la Propiedad Intelectual” esto como consecuencia de la entrada en vigencia del 
Convenio que establece la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual, convenio 
firmado en Estocolmo el 14 de julio de 1967 y que una vez dada su vigencia fue enmendado 
en el año de 1979, momento en el cual se consolida la integración regulatoria de todo lo que 
tiene que ver con la propiedad intelectual para: “i) fomentar la protección de la propiedad 
intelectual en todo el mundo mediante la cooperación de los Estados, en colaboración, cuando 
así proceda, con cualquier otra organización internacional, y  ii) asegurar la cooperación 
administrativa entre las Uniones” (Convenio que establece la Organización Mundial de la 
Propiedad Intelectual [OMPI] ,1967, art 3), y que crea la Oficina Internacional como secretaría 
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de la organización dirigida por un Director General quien es el más alto funcionario de la 
Organización (artículo 9) y con sede en Ginebra (artículo 10). 
 
En el año de 1974 la OMPI ingresa a la Organización de las Naciones Unidas en calidad 
de organismo especializado, figura bajo la cual los Estados miembros de las Naciones Unidas 
están habilitados, mas no obligados a ser miembro de los organismos especializados, 
Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI, 2018). 13 
 
1.1.9.  General Agreement on Trade and Tariffs (GATT). 
Si bien es cierto el objeto del presente trabajo no está enfocado en el contexto histórico de 
surgimiento de los diversos organismos multilaterales con influencia en el asunto, si es del 
caso como aspecto básico de entendimiento del anexo relativo a los Aspectos de los Derechos 
de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio (ADPIC), recordar que este surge al 
interior de la Organización Mundial de Comercio (OMC), misma que surge como evolución 
de lo que inicialmente se conoció como General Agreement on Trade and Tariffs (GATT), por 
sus siglas en inglés y que fue firmado inicialmente en 30 de octubre de 1947 por 23 países: 
 Con el objeto de impulsar un ordenamiento comercial a escala mundial más 
abierto, estable y transparente y luchar contra el proteccionismo y la discriminación, 
de modo que sobre la base de una expansión del comercio se facilite una utilización 
más completa y eficiente de los recursos mundiales que redunde en mayores niveles 
de empleo, ingreso y bienestar de la humanidad. (Banco de la Republica, s.f ,párr 
1) 
 
Esto como resultado de las negociaciones que inicialmente celebraron 15 países en las 
postrimerías de la segunda guerra mundial y con la intencionalidad de reactivar el comercio 
como forma de sacar a flote una economía devastada por los efectos bélicos y luchar, como 
bien se afirmó anteriormente, contra políticas proteccionistas que no resultaban acorde con la 
                                                 
13 Colombia mediante Ley 565 de 2000 aprobó "Tratado de la OMPI -Organización Mundial de la Propiedad Intelectual- 
sobre Derechos de Autor (WCT)", adoptado en Ginebra, el veinte (20) de diciembre de mil novecientos noventa y seis (1996).” 
Recuperado de http://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Leyes/1662698 y el mismo fue debidamente promulgado 
mediante Decreto 1474 de 2002. 
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situación mundial para la época y la urgente necesidad de pasar la página del gran conflicto 
que permitiera encontrar una senda de crecimiento y rehabilitación económica.  
 
En ese escenario se logró concretar “un conjunto de normas sobre el comercio y a 45.000 
concesiones arancelarias, que afectaban aproximadamente a una quinta parte del comercio 
mundial (por valor de 10.000 millones de dólares EE.UU.)” (Organización Mundial del 
Comercio [OMC] , s.f ,párr 6), como paso previo hacia la constitución de  una pretendida 
Organización Internacional de Comercio (OIC), como organismo parte de la Organización de 
Naciones Unidas, y que iría a formar parte de una triada conformada con los ya existentes 
Banco Mundial y Fondo Monetario Internacional14; no obstante, la reunión celebrada para el 
efecto denominada  Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Empleo celebrada 
en 1947 en La Habana, Cuba, no llegó a feliz término, a pesar de haber sido aprobada el día 24 
de marzo de 1948, esto básicamente por falta de ratificación de los países involucrados, siendo 
la negativa del gobierno de Estados Unidos, que en el año de 1950 expresó su intención de no 
solicitar la ratificación a su congreso de dicha carta la que marcó el destino inviable de dicha 
proposición que propugnaba, entre otros, por generar condiciones de acceso a mercado, 
crecimiento económico, reducción de aranceles y barreras comerciales, solución de 
controversias, Comisión Interna de la Organización Internacional De Comercio (1948); 
quedando a medio camino la intención de acción integral que nació con el GATT y que dada 
esta circunstancia no tuvo escenario convencional regulatorio alguno diferente a este, hasta 
momento muy posterior.  
 
1.1.10.  Ronda de Uruguay 
El momento para revisar y avanzar en lo contemplado en el GATT se dio con la 
denominada Ronda de Uruguay, que inicia en septiembre 25 de 1986 en Punta del Este 
Uruguay con un objetivo de: 
Lograr una mayor liberalización y expansión del comercio mundial; reforzar y 
mejorar las normas por las que se rigen las transacciones comerciales 
internacionales, e incrementar la capacidad del sistema para adaptarse a los cambios 
                                                 
14 Conocidas como las instituciones de Bretton Woods 
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en el entorno económico internacional, todo ello para propiciar el uso más pleno y 
más eficiente de los recursos del mundo. Sucintamente, la meta es crear un sistema 
de comercio multilateral liberal, duradero y no discriminatorio. (Finger, 
Olechowski, 1987, p.14) 
 
Objetivo que no buscaba la generación de un sigma entre lo existente hasta el momento y 
una nueva regulación, sino por el contrario afianzar en la voluntad de los diversos Estados de 
contar con un esquema comercial justo y que propugnara por el desarrollo de los países 
participantes, esto lo que permite inferir es que con todas las críticas que se le pudieran 
formular en su momento al GATT, este había cumplido con una importante labor en procura 
de un comercio libre generador de desarrollo y la necesaria conciencia de contar con 
instrumentos supranacionales armónicos, que era necesario ampliar a otros aspectos 
inicialmente no considerados, como lo es el tema de la propiedad intelectual. 
 
Dicha tarea no fue fácil, lo cual se evidencia con la duración de la ronda que fue de siete 
años y medio, cuando finalizó en Marruecos el 15 de diciembre de 1993, siendo firmados los 
acuerdos el 15 de abril de 1994, logrando al final concretar como uno de los elementos 
fundamentales de afianzamiento de la unidad internacional en la materia, la constitución de la 
Organización Mundial del Comercio, cuyo acuerdo de constitución, entre otras 
consideraciones, indica que se da para: 
 Desarrollar un sistema multilateral de comercio integrado, más viable y 
duradero que abarque el Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio, 
los resultados de anteriores esfuerzos de liberalización del comercio y los resultados 
integrales de las Negociaciones Comerciales Multilaterales de la Ronda Uruguay. 
(Organización Mundial del Comercio [OMC], 2008, p. 11)  
 
Sirviendo esto para precisar que a través de la creación de la OMC no se buscaba eliminar 
el GATT ya que este “sigue existiendo como tratado general de la OMC sobre el comercio de 
mercancías, actualizado como consecuencia de las negociaciones de la Ronda Uruguay” 
(Organización Mundial del Comercio [OMC], 2008, párr. 11) y así se acordó y dispuso en el 
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numeral 4 del artículo II del “ACUERDO POR EL QUE SE ESTABLECE LA 
ORGANIZACIÓN MUNDIAL DEL COMERCIO”. 
 
La OMC se instituye entonces, como ese ente rector de las relaciones comerciales que 
trasciendan las propias fronteras y relacionados con los demás acuerdos que se celebraron fruto 
de la Ronda de Uruguay y de todo lo que se generara en ese proceso de interacción comercial 
de lo negociado, estableciéndose en el numeral 5 del artículo IV de dicho acuerdo, que trata 
sobre la estructura de la OMC, entre otros, la creación de: 
  …Un Consejo de los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual 
relacionados con el Comercio (denominado en adelante "Consejo de los ADPIC"), 
que funcionarán bajo la orientación general del Consejo General” y con la 
indicación de que “El Consejo de los ADPIC supervisará el funcionamiento del 
Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados 
con el Comercio (denominado en adelante "Acuerdo sobre los ADPIC"). (OMC, 
2013, p. 341)15 
 
Es este el contexto histórico que ha dado lugar al fortalecimiento de toda una estructura 
jurídica e institucional local e internacional, en torno al reconocimiento y protección de los 
derechos generados con ocasión de la propiedad intelectual, mismo que ha sido analizado en 
el presente capitulo bajo la consideración de los aspectos y momentos más relevantes, como 
ilustración de evolución social y que lleva al análisis de lo generado en el seno de la 
Organización Mundial de Comercio, como elemento supranacional de mayor nivel de avance 
y consolidación de la figura jurídica analizada y que será objeto de tratamiento en detalle en el 
próximo capítulo del presente trabajo. 
 
 
                                                 
15 Anexo 1c  
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1.2. Contenido del anexo relativo a los Aspectos de los Derechos de Propiedad 
Intelectual relacionados con el Comercio (ADPIC) 
Entendido el escenario histórico que lleva a la generación del conglomerado internacional 
en materia comercial y las diversas realizaciones que se obtuvieron de la original Ronda de 
Uruguay, podemos entender que fruto de esta, además de la constitución de la Organización 
Mundial de Comercio, se generaron 4 anexos, algunos desagregados, como el resultado de las 
intensas negociaciones llevadas a cabo para acordar diversos temas del ejercicio comercial 
transnacional; dentro de dichos anexos se encuentra el identificado como ANEXO 1C:  
ACUERDO SOBRE LOS ASPECTOS DE LOS DERECHOS DE PROPIEDAD 
INTELECTUAL RELACIONADOS CON EL COMERCIO, esto teniendo en cuenta que una 
de las preocupaciones de las rondas generadoras de dichos acuerdos fue una política de acción 
y protección en materia de propiedad intelectual; Al respecto considera Zapata,Gabriele 
(1994): 
 Otro saldo innovador de la Ronda de Uruguay es el acuerdo sobre los derechos 
de propiedad intelectual relacionados con el comercio concerniente también a la 
falsificación de mercancías, pues se trata de un primer esfuerzo por concertar una 
reglamentación internacional de esos derechos que han sido objeto de tortuosas 
negociaciones incluso bilaterales. El acuerdo tiene tres aspectos centrales: el 
establecimiento de una protección amplia y uniforme para cada una de las 
categorías principales de derechos sobre la propiedad intelectual; los 
procedimientos que se deben asentar en las distintas legislaciones nacionales para 
el ejercicio efectivo de tales derechos, y los mecanismos de solución de las 
controversias. (p. 533)  
 
 Aspecto que más que constituir un primer intento de regulación, se constituye en un 
instrumento de mayor contenido técnico producido bajo la órbita de este nuevo organismo 
internacional creado específicamente bajo aspectos comerciales. 
 
Este anexo fue firmado en Marruecos el 15 de abril de 1994 y comenzó su vigencia el 01 
de enero de 1995, todo como resultado de la culminación de la Ronda Uruguay, misma que 
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generó la Declaración de Marrakech en la cual los ministros representantes de 124 países 
anunciaban formalmente el inicio de un nuevo escenario de participación de las economías en 
un sistema comercial mundial16; el ADPIC parte de la premisa de ser un instrumento jurídico 
que persigue acompasar la protección a los derechos de propiedad intelectual con el desarrollo 
del comercio legítimo, lo cual constituye de por sí un gran reto cuando observamos la disímil 
conformación de la OMC17 y de los países signantes de este anexo, cuyas economías e 
intereses comerciales pueden distar mucho de un escenario de equilibrio, situación que 
precisamente se intentó balancear con el resultado final integral de todo lo acordado en las 
rondas, en donde se trataron diversos temas que respondían a los disimiles intereses de 
atención comercial de los países acordantes. 
 
El ADPIC está estructurado en siete partes contentivas de asuntos sustanciales, 
procedimentales y de respeto de los derechos de los titulares de marcas y de entendimiento 
entre los Estados, con la finalidad de responder al flagelo del comercio internacional de 
mercancías falsificadas y siempre con la claridad aportada de entender a los derechos de 
propiedad intelectual como derechos privados18 , aspecto que puede ser argumento para 
aquellos que pregonan la necesidad de actuación privada, como elemento contrario a la 
oficiosidad del Estado, en la defensa del legítimo comercio internacional de bienes; este 
aspecto será analizado más adelante con la finalidad de sustentar las conclusiones del presente 
trabajo. 
 
No puede dejar de mencionarse la claridad del texto del anexo analizado, en el sentido de 
no desconocer o pretender remplazar las entidades supranacionales u organismos ya existentes 
en la materia, sino por el contrario la voluntad contenida en este nuevo instrumento de generar 
sinergias con la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI), cuyo proceso de 
formación y finalidad fue antes analizado, y demás organizaciones internacionales que 
pudieran corresponder a esta materia; este aspecto es muy importante de resaltar en el proceso 
evolutivo, por cuanto lo que demuestra es una voluntad constante de avance internacional y 
                                                 
16 Colombia lo  aprobó mediante la Ley 170 de 1994 y al respecto la Corte Constitucional se pronunció mediante la sentencia 
C-137 de 1995 
17 Ilustración de esta realidad la constituyen las disposiciones de los artículos 66 y 67 de ADPIC que consagran esta realidad 
y formulas de reconocimiento de la misma.  
18 Reconocidos como tal claramente desde la parte considerativa del anexo 1c 
26 
 
de clara especialidad, más que de un proceso de imposición de lo nuevo con intencionalidad 
de calificación de vetustez de lo ya existente Beatriz Busaniche (2015) 19; de hecho este anexo 
no solamente se queda en el aspecto de entendimiento institucional, sino que su existencia 
implica respeto, armonía e inserción de las disposiciones preexistentes como elementos 
validos de regulación.  
 
1.2.1. Integración Normativa. 
El texto ADPIC hace especificas remisiones a lo contemplado en otros acuerdos con la 
finalidad de evitar redundancias normativas de lo ya previamente definido, específicamente 
tiene en cuenta el Convenio de París (1967), el Convenio de Berna (1971), la Convención de 
Roma20 y el Tratado sobre la Propiedad Intelectual respecto de los Circuitos Integrados. 21, 
por ello es posible afirmar que aspectos trascendentes sustantivos de ADPIC, son establecidos 
bajo la consideración previa de satisfacción de los postulados de otras disposiciones 
supranacionales anteriores; en ADPIC encontramos, como se mencionaba anteriormente, una 
constante exigencia de acatamiento y armonía regulatoria que sustenta y refuerza el carácter 
integrador de una disposición que rescata aspectos preexistentes de mucha precisión en su 
construcción y validez, esas remisiones son: 
                                                 
19 Beatriz Busaniche explica que “la OMPI nunca contó con mecanismos de observancia de los acuerdos, es decir, con 
herramientas que le permitieran obligar a los países a cumplir con lo establecido en los acuerdos firmados.” Y que esto fue el 
detonante de todo el proceso que llevó a la creación de la OMC, “A 20 años de la firma de los ADPIC. Un debate pendiente sobre 
la propiedad intelectual y el desarrollo en América Latina”, Beatriz Busaniche, recuperado de https://www.vialibre.org.ar/wp-
content/uploads/2015/04/20anios.adpic_..pdf   
20 Convención de Roma sobre la protección de los artistas intérpretes o ejecutantes, los productores de fonogramas y los 
organismos de radiodifusión, La Convención de Roma asegura la protección de las interpretaciones o ejecuciones de los artistas 
intérpretes o ejecutantes, los fonogramas de los productores de fonogramas y las emisiones de los organismos de radiodifusión. La 
OMPI se encarga de administrar la Convención de Roma conjuntamente con la Organización Internacional del Trabajo (OIT) y la 
Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO). Recuperado de 
http://www.wipo.int/treaties/es/ip/rome/  
21 Tratado de Washington sobre la Propiedad Intelectual respecto de los Circuitos Integrados (IPIC), El Tratado de 
Washington, adoptado en 1989, se ocupa de la protección de los esquemas de trazado (topografías) de circuitos integrados. Si bien 
el Tratado no ha entrado en vigor aún, los siguientes Estados lo han ratificado o se han adherido a él: Bosnia y Herzegovina, Egipto 







Remisiones a otros convenios  
ADPIC 
Parte I 
DISPOSICIONES GENERALES Y PRINCIPIOS BASICOS 
 REMISION A OBJETO 
Articulo 1 numeral 
3. 
Convenio de París(1967), 
Convenio de Berna(1971), 
Convención de Roma y Tratado 
sobre la propiedad intelectual 







Convenio de París artículos 
1 al 12 y 19. 
Satisfacción de las 
exigencias del convenio 
para efectos de aplicación 
de la parte II “ NORMAS 
RELATIVAS A LA 
EXISTENCIA, ALCANCE 
Y EJERCICIO DE LOS 
DERECHOS DE 
PROPIEDAD 
INTELECTUAL”, parte III 
“OBSERVANCIA DE LOS 
DERECHOS DE 
PROPIEDAD 
INTELECTUAL” y parte 












Convenio de París, 
Convenio de Berna, Convención 
de Roma y Tratado sobre la 
propiedad intelectual respecto de 
los Circuitos Integrados. 
No detrimento de las 
obligaciones adquiridas por 
las disposiciones de las 
partes I a IV de ADPIC, 
parte I “DISPOSICIONES 
GENERALES Y 
PRINCIPIOS BASICOS”, 
parte II “ NORMAS 
RELATIVAS A LA 
EXISTENCIA, ALCANCE 
Y EJERCICIO DE LOS 
DERECHOS DE 
PROPIEDAD 
INTELECTUAL”, parte III 
“OBSERVANCIA DE LOS 
DERECHOS DE 
PROPIEDAD 
INTELECTUAL” y parte 
IV “ADQUISICIÓN Y 
MANTENIMIENTO DE 










Convenio de París, 
Convenio de Berna, Convención 
de Roma y Tratado sobre la 
propiedad intelectual respecto de 
los Circuitos Integrados. 
Trato nacional. 
Artículo 4 literal 
b. 
Convenio de Berna, 
Convención de Roma 
Trato de la nación 
más favorecida, respeto de 
lo otorgado bajo sus 
disposiciones. 
Artículo 5 Acuerdos multilaterales 
concertados bajo el auspicio de 
OMPI 
Exclusión de 
obligaciones de los artículos 
3 y 4 de ADPIC de lo 
negociado en lo indicado en 
la casilla de remisión 
Parte II NORMAS RELATIVAS A LA EXISTENCIA, ALCANCE Y 
EJERCICIO DE LOS DERECHOS DE PROPIEDAD INTELECTUAL 
SECCION 1: DERECHO DE AUTOR Y DERECHOS CONEXOS 
 REMISION A OBJETO 
Artículo 9 Convenio de Berna(1971), 
artículos 1 a 21 y apéndice del 
mismo 
Observancia de las 
disposiciones con exclusión 
de derechos y obligaciones 
de lo que se hubiera 




Convenio de Berna(1971) Protección a los 
programas de ordenador 
Artículo 14 
numeral 3 
Convenio de Berna(1971) Consideración del 
contenido del convenio para 
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Roma/Convención de Berna, 
articulo 18 
Protección de los 
artistas intérpretes o 
ejecutantes, los productores 
de fonogramas (grabaciones 
de sonido) y los organismos 
de radiodifusión, frente a la 
posibilidad de estos de 
establecer condiciones, 
limitaciones, excepciones y 




SECCION 2: MARCAS DE FABRICA O DE COMERCIO 
 REMISION A OBJETO 
Artículo 15 
numeral 2 
Convenio de París Respeto de las 
disposiciones del Convenio 
en el registro de marcas. 
Artículo 16 
numeral 2 
Convenio de París, articulo 
6bis 
Aplicación mutatis 
mutandis del convenio 
frente a la definición de 
notoriedad de marca. 
Artículo 16 
numeral 3 
Convenio de París, artículo 
6bis 
Aplicación mutatis 
mutandis del convenio 
frente a bienes o servicios 
no similares frente a 
aquellos para los cuales una 
marca de fábrica o de 
comercio ha sido registrada. 
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SECCION 3: INDICACIONES GEOGRAFICAS 
 REMISION A OBJETO 
Artículo 22 
numeral 2 literal b 




SECCION 6: ESQUEMAS DE TRAZADO (TOPOGRAFIAS) DE LOS 
CIRCUITOS INTEGRADOS 
 
 REMISION A OBJETO 
Articulo 35 Tratado IPIC, artículos 2 a 
7 (salvo el párrafo 3 del artículo 
6), el artículo 12 y el párrafo 3 
del artículo 16 
Definiciones, objeto, 
forma jurídica de 
protección, trato nacional, 
ámbito de protección, 
explotación, registro, 
divulgación, salvaguardia 
de los convenios de París y 
Berna y protección. 
Articulo 36 Tratado IPIC Definición de la 
expresión “titular” 
SECCION 7: PROTECCION DE LA INFORMACION NO DIVULGADA 
 REMISION A OBJETO 




PARTE IV ADQUISICIÓN Y MANTENIMIENTO DE LOS DERECHOS DE 
PROPIEDAD INTELECTUAL Y PROCEDIMIENTOS CONTRADICTORIOS 
RELACIONADOS 
 REMISION A OBJETO 
Articulo 62 
numeral 3 
Convenio de París, artículo 
4 
Aplicación de la 
disposición a las marcas de 
servicio 
PARTE V PREVENCION Y SOLUCION DE DIFERENCIAS 
 REMISION A OBJETO 
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Articulo 63 Convenio de París, artículo 
6ter 
Consideración de las 
obligaciones generadas con 
ocasión del artículo al que 
se efectúa la remisión. 
Articulo 64 GATT de 1994, artículos 
XXII y XXIII 
Aplicación de las 
disposiciones en la solución 
de diferencias. 
PARTE VII DISPOSICIONES INSTITUCIONALES; DISPOSICIONES 
FINALES 
 REMISION A OBJETO 
Articulo 70 Convenio de Berna, 
articulo 18 
Reconocimiento de 
protección solo según lo 
dispuesto en ese artículo. 
Nota: elaboración propia. 
1.2.2. Objeto de Protección.  
 La ya evidenciada relación de ADPIC con las anteriores convenciones en la materia, 
necesariamente nos lleva a concluir que el objeto de este guarda una íntima relación con esos 
aspectos previamente analizados, temas que en esta disposición son englobados bajo la 
consideración de propiedad intelectual, de la cual no se establece una definición convencional, 
y que según la Organización Mundial de Propiedad Intelectual (OMPI, 2016) “se relaciona 
con las creaciones de la mente: invenciones, obras literarias y artísticas, así como símbolos, 
nombres e imágenes utilizados en el comercio”(p.2), la Organización Mundial del Comercio 
(OMC, 2013) considera que: 
 Se puede otorgar a los creadores el derecho de impedir que otros utilicen sus 
invenciones, diseños o demás creaciones y de valerse de ese derecho para negociar 
la percepción de un pago por permitir esa utilización. Son los “derechos de 
propiedad intelectual (párr.2).  
 
 Referencias que van más a indicar las especies, que el otorgamiento de un concepto 
genérico que indique el contenido teórico de referenciación de la figura, analizadas tales 
concepciones podría definir a los derechos de propiedad intelectual como aquel 
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reconocimiento jurídico otorgado a la persona que fruto de su actividad intelectual crea 
descubre o desarrolla técnica o un elemento material, respecto de lo cual obtiene la posibilidad 
de protección y retribución a su favor, como legitimo titular del dominio sobre dicha 
realización. 
 
ADPIC si resulta claro y específico al momento de indicar que abarca la expresión de 
propiedad intelectual y para ello nos remite a la parte II secciones 1 a 7, encontrando que son: 
 
1.2.2.1. Derecho de Autor y Derechos Conexos.   
       La consideración teórica de tales derechos se fundamenta en el contenido del 
Convenio de Berna y dentro de dicha construcción convencional se busca la protección de las 
obras literarias y artísticas, siendo incluidas en estas una gran variedad de manifestaciones 
intelectuales, que constituyen especies de esa gran disposición genérica que busca determinar 
todo aquello que es producido por el intelecto humano y se materializa en un documento, 
grabación o puesta en escena, con algunas excepciones, que son reservadas para trato nacional 
regulatorio según las consideraciones propias de cada país de la unión, como lo es el caso de 
los discursos políticos.22; ADPIC incluye bajo la denominación de obras literarias, los 
programas de ordenador.  
 
La existencia del derecho en cabeza del titular al que se le reconoce, implica para ser 
considerado efectivo, una serie de prerrogativas dispositivas sobre la creación; el convenio de 
Berna determina sin equívocos la condición de patrimonial de dicho derecho (artículo 6bis),  
por ende se trata de un derecho con vocación de cesión, aspecto que le otorga una naturaleza 
de privado, por entrar dentro de la órbita del patrimonio particular del titular, no obstante su 
carácter negocial, que implica la eventual trasferencia en el dominio, y teniendo en cuenta que 
no solamente se trata de aspectos materiales, se contempla como uno de los derechos la 
posibilidad de autorización de la traducción y reproducción23 de la obra y algo muy particular 
en caso de cesión del derecho, la  reivindicación de la paternidad de la obra, que permite la 
                                                 
22 El artículo 2 numeral 1 del Convenio de Berna de Berna para la Protección de las Obras Literarias y Artísticas detalla lo 
que se comprende la expresión obra literaria o artística.  
23 Las citas que se efectúen de las obras publicadas siempre deben indicar la fuente y nombre del autor según lo establecido 
en el numeral 3 del artículo 10 del Convenio de Berna. 
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defensa del concepto original de la creación cuando las eventuales modificaciones que se 
efectúen, causen perjuicio a su honor o reputación; aspecto importante por cuanto genera una 
restricción en favor del aspecto singularizante de lo protegido como elemento de valía de lo 
creado originalmente.   
 
La protección prohijada a este derecho tiene una limitante en el tiempo, que en ADPIC es 
establecida de una manera más genérica, partiendo de la excepcionalidad de consideración de 
la protección de la obra no durante la vida del autor y siempre que no se trate de fotográficas 
o arte aplicado24; se indica que la protección del derecho, será de no menos de 50 años, 
contabilizados desde el final del año civil de la publicación autorizada o de realización de la 
obra o del final del año civil de su realización. Esta fórmula de protección en el tiempo se 
constituye en un mínimo convencional factible de modificación en la extensión de la 
protección por parte de las legislaciones nacionales. 
 
1.2.2.2. Marcas de Fábrica o de Comercio. 
 Con indicación mucho más precisa en lo conceptual se encuentra la indicación de aquello 
que puede constituir marca de fábrica o de comercio, al ser definido por ADPIC como  
Organización Mundial del Comercio (OMC, 1994)“cualquier signo o combinación de signos 
que sean capaces de distinguir los bienes o servicios de una empresa de los de otras empresas” 
(p.348), siendo establecido en función de ello la posibilidad de registro de dichas marcas y 
por ende objeto de protección jurídica, como elemento identificante de un producto industrial. 
Al respecto Kinsella (2001), citado por Cristancho Escobar (2017, p. 133) afirma respecto de 
las marcas que “éstas benefician primordialmente a los consumidores al reducir la asimetría 
de información respecto a las características de los bienes y servicios en el mercado”; Por ello 
tienen una naturaleza de intangible de valor patrimonial, toda vez que la existencia de estas 
puede generar un elemento económico importante para aquel que resulte ser su titular y que 
representa el esfuerzo en su concepción y posicionamiento, “El desarrollo de la marca 
dependerá de la capacidad de una empresa de diferenciar los productos y servicios en el 
mercado y utilizará la marca como soporte de estos diferenciales frente a los usuarios, a efectos 
                                                 
24 Convenio de Berna se encarga de indicar el termino de protección de obras fotográficas y para las artes aplicadas, el cual 
no será inferior a un periodo de veinticinco años contados desde la realización de tales obras, artículo 7 numeral 4. 
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de lograr su recordación y posicionamiento en el mercado.” (Pombo, 2015, p. 5), de ahí la 
importancia de establecer mecanismos jurídicos para su protección y defensa. 
 
Ahora bien, ADPIC enlaza la existencia del reconocimiento de la marca, a un 
procedimiento de registro efectivo de la misma, que garantice de manera objetiva y oponible 
la existencia de tal; no se trata de establecer prevalencias procesales sobre lo sustancial, sino 
precisamente de contar con mecanismos de divulgación, certeza y administración de aquello 
que cumple los criterios para ser considerado dentro de la categoría analizada, e igualmente 
el registro se constituye en un mecanismo de publicidad con la finalidad de no afectar derechos 
de terceros, todo dentro de un esquema en el que la existencia del derecho, debe estar 
desprovista de irregularidades o desmedro de garantías anteriores y sujetos diferentes. 
 
El acto de registro presenta entonces características duales, por una parte, legitimidad del 
proceso de existencia de una marca, que le garantiza a quien la obtiene la protección que las 
leyes establezcan en su favor, por haber satisfecho un escrutinio procesal que le otorga la 
titularidad y adicionalmente se constituye en un proceso público de información para todos 
aquellos que crean tener mejor derecho o argumentos de oponibilidad ante quien pretenda el 
registro.  
 
Los derechos se obtienen una vez se satisfacen los mecanismos procedimentales que 
permiten vincular a una marca con una persona que acude a solicitar el registro de aquella, 
siendo el principal atributo del derecho reconocido, la exclusividad, que se materializa en la 
posibilidad de quien se identifica como titular del mismo, de impedir la no autorizada 
utilización de signos idénticos o similares, para bienes o servicios que sean idénticos o 
similares a aquellos para los que se ha registrado la marca. 
 
La esencia de la disposición (artículo 16 ADPIC), permite inferir y vincular el atributo de 
exclusividad con el dominio de lo registrado, es decir, se da por sentado que la marca 
registrada no permite su utilización por parte de nadie diferente a su titular, es por ello que el 
derecho reconocido es concretado más en el refreno de la utilización de signos con 
características de similitud e identidad en productos con iguales consideraciones, para evitar 
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la confusión, aspecto en el cual se concretaría la violación del derecho, por cuanto al estar en 
el mercado productos similares con identificaciones similares, se corre el riesgo de la 
inducción al error al consumidor final, quien en razón del posicionamiento de marca genera 
preferencias particulares, que se ven afectadas de no existir un límite a la indebida 
reproducción de lo registrado, ya que las características de los productos pueden ser 
sensiblemente diferentes, dependiendo del cuidado y tecnificación en su proceso de 
elaboración. 
 
Uno de los aspectos prácticos más importantes del registro de marca, es precisamente la 
identificación del producto y la inversión que hacen los titulares en que este se asocie a 
determinadas condiciones de calidad representadas por ese signo distintivo, aspecto que 
redunda en beneficios económicos para su titular, de ahí que la disposición esté dirigida a 
evitar la indiscriminada e ilegítima proliferación de productos que contengan marcas que 
gozan de protección en función de un registro. 
 
 
Para el caso de marcas, la disposición ADPIC igualmente establece un límite temporal a 
respetar cuando de este derecho se trate, estableciendo la diferenciación de dos aspectos, a 
saber:  a) registro inicial y aa) renovaciones, lo cual permite inferir que el otorgamiento del 
derecho respectivo, está determinado por específicos periodos de tiempo, (no inferior a 7 
años), pero con la salvedad efectuada de que esta será renovable indefinidamente, situación 
que evidencia un componente de voluntariedad del titular de marca en ejercer el derecho de 
renovación de la misma, so  pena de perder el derecho que le otorgaría el legítimo y oportuno 
registro.   
 
Adicionalmente, la existencia del derecho está supeditada no solamente a su oportuno 
registro, sino a la utilización de la marca, de tal forma que la inacción del titular respecto de 
lo registrado puede conllevar la pérdida del reconocimiento efectuado a través de la anulación 
del registro, lo cual según ADPIC solamente puede ocurrir después de un periodo 
ininterrumpido de 3 años, salvo que medie una justa causa para esa no utilización, aspecto que 
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dinamiza la figura de reconocimiento y evita la inocuidad de los derechos otorgados, 
estableciendo directamente la relación entre utilidad y derecho. 
 
La naturaleza del intangible como derecho patrimonial, permite que este sea objeto de 
transacciones comerciales dispositivas por su titular, de tal forma que una marca puede ser 
objeto de disposición por quien detente el derecho, siendo establecido por ADPIC en 
reconocimiento de la autonomía del derecho conferido en función del registro y de la validez 
de las marcas como intangible de valor que estas pueden ser cedidas con o sin la transferencia 
de la empresa a la que pertenezca la marca. Aspecto esencial en el reconocimiento autónomo 
del derecho generado por bienes no corpóreos. 
 
1.2.2.3. Indicaciones Geográficas.  
 
Bajo esta denominación se debe entender según el ADPIC Organización Mundial del 
Comercial (OMC, 1994) “las que identifiquen un producto como originario del territorio de 
un Miembro o de una región o localidad de ese territorio, cuando determinada calidad, 
reputación, u otra característica del producto sea imputable fundamentalmente a su origen 
geográfico”. (p. 350)25, en estos eventos la protección va atada al origen del producto que 
presenta características especiales que permiten su vinculación con un espacio geográfico 
determinado26 y precisamente por esas características especiales, goza de especial reputación 
que debe ser protegida para efectos de evitar la inducción al error al público y actos de 
competencia desleal en función de pretender el beneficio del origen que adquiere reputación 
frente al consumidor.27 
 
                                                 
25 Artículo 22 ADPIC 
26 Es del caso tener en cuenta la precisión que se efectúa por OMPI según la cual “Conviene señalar que existen dos tratados 
especiales, administrados por la OMPI, relativos a las denominaciones de origen y que están abiertos únicamente a los países parte 
en el Convenio de París. Éstos son el Arreglo de Madrid relativo a la represión de las indicaciones de procedencia falsas o engañosas 
en los productos ( 1 891) y el Arreglo de Lisboa relativo a la Protección de las Denominaciones de Origen y su Registro 
Internacional (1958).”, Implicaciones del acuerdo sobre los ADPIC en los tratados administrados por la OMPI, Organización 
Mundial de la Propiedad Intelectual, 1997, OMPI1996 Reimpresión de 1997, 2003, 2004, ISBN 978-92-805-0690-7, recuperado 
de http://www.wipo.int/edocs/pubdocs/es/intproperty/464/wipo_pub_464.pdf  
27 La denominación puede consistir en un sustantivo o tener forma de adjetivo. Por ejemplo, "Colombia" en "Café de 
Colombia" o "Swiss" en "Swiss Made", en el caso de los relojes, identifican el país al que corresponde la indicación geográfica, 




Tabla 3.  
Recuadro IV.1 algunos ejemplos de indicaciones geográficas y logotipos o símbolos 
En la Unión Europea, el sistema sui generis 
de protección mediante indicaciones 
geográficas al que pueden acogerse los 
productos agrícolas y los alimentos establece 
dos categorías de indicaciones geográficas: la 
"denominación de origen protegida" (DOP) y 
la "indicación geográfica protegida" (IGP). 
Izquierda: símbolo de la DOP (rojo y 
amarillo)  
Derecha: símbolo de la IGP (azul y amarillo) 
 
 
"Denominación de origen controlada" (DOC) 
suiza "L'Etivaz", con el logotipo de DOC 
suiza. 
 
Indicación geográfica mexicana 
("denominación de origen") "Tequila", 
registrada además con el Nº 666 de acuerdo 
con el Arreglo de Lisboa de la OMPI.  
 
Queso francés "Roquefort": marca colectiva 
francesa y símbolo de DOC; símbolo de DOP 
de la UE; y marca de certificación en los 
Estados Unidos.  
Derecha: marca colectiva francesa de los 
productores de leche de oveja y de los 
productores de Roquefort  
Izquierda: símbolo francés de DOC DOC 
(Institut National de l'Origine et de la Qualité 







Derecha: símbolo de AOP* de la UE 
Derecha: "Roquefort" registrada como marca 
de certificación en los Estados Unidos (US 
Reg. Nº 571798) 
 
Indicación geográfica estadounidense 
registrada como marca de certificación en los 
Estados Unidos: "Idaho" (para patatas) 
 
 
"Café de Colombia": "denominación de 
origen" y marca de certificación en Colombia; 
IGP en la UE; marca de certificación en los 
Estados Unidos y otros países (véase el 
símbolo ® en la imagen de la derecha).  
 
*AOP = término francés con que se designa la 




Nota:  adaptada de https://www.wto.org/spanish/tratop_s/trips_s/ta_docs_s/modules4_s.pdf 
 
ADPIC dentro de esta indicación consideró  importante efectuar una previsión  específica para 
atender la situación de vinos y bebidas espirituosas que igualmente en función de la región de 
producción guardan especiales características que los hace relevantes dentro del mercado 
mundial, de tal forma que la protección inicial se da frente a estas bebidas, de aquellas que en 
su proceso marcario, indiquen ser originarios de dichas regiones protegidas o más aún que 
afirmen “el verdadero origen del producto o se utilice la indicación geográfica traducida o 
acompañada de expresiones tales como "clase", "tipo", "estilo", "imitación" u otras análogas” 
(Organización Mundial del Comercio [OMC],1994, p.351) y la protección está dada por la 
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posibilidad instaurada en favor de las legislaciones nacionales, de establecimiento de medios 
legales que impidan la configuración de la formulación fáctica consagrada en el texto de 
ADPIC, es decir, en este encontramos la previsión de la conducta y la reserva de instrumentos 
jurídicos dada a la propia legislación. 28 
1.2.2.4. Dibujos y modelos industriales.   
En el texto de ADPIC no encontramos una definición de lo que debemos entender por esta 
figura, sino la indicación de protección de estos bajo condición indistinta de novedoso u 
original, OMPI (2014) define a estos como “el aspecto ornamental o estético de un artículo. 
El dibujo o modelo puede consistir en rasgos tridimensionales, como la forma o la superficie 
de un artículo, o en rasgos bidimensionales, como motivos, líneas o colores” (párr 3), por ello 
afirmaríamos que el dibujo o modelo industrial, es esa representación gráfica teórica de una 
aplicación material en beneficio de un determinado segmento del mercado, es un paso previo 
en el proceso de concreción de algún desarrollo industrial o comercial. 
 
Y precisamente esas consideraciones de diseño, representan aspectos de concreción del 
ingenio humano con virtualidad de generar elementos diferenciadores en un determinado 
segmento de mercado, que generen beneficios patrimoniales en favor de quien diseña y quien 
comercializa el resultado final, de ahí la importancia de salvaguardar estas creaciones a través 
de figuras que impidan la indebida utilización de lo diseñado. 
 
ADPIC guarda una referencia particular de establecimiento de protección para los 
denominados “dibujos o modelos textiles” (OMC,1994, p. 353), que igualmente no son 
definidos pero que hacen referencia al proceso de creación tanto de los textiles como de la 
utilización de los mismos en determinadas creaciones de forma en prendas de vestir, al 
respecto Errázuriz –Melossi (s.f) afirman que:  “Mientras que los modelos protegen la forma 
                                                 
28 El Arreglo de Lisboa relativo a la Protección de las Denominaciones de Origen y su Registro Internacional, artículo 
segundo define la denominación de origen así: “Se entiende por denominación de origen, en el sentido del presente Arreglo, la 
denominación geográfica de un país, de una región o de una localidad que sirva para designar un producto originario del mismo y 
cuya calidad o características se deben exclusiva o esencialmente al medio geográfico, comprendidos los factores naturales y los 
factores humanos”, definición que puede resultar un tanto similar a la establecida por ADPIC, siendo del caso precisar que aquel 
no forma parte de este. Y según la Organización Mundial de Comercio es tenida en cuenta la denominación de origen como” un 
tipo especial de indicación geográfica”, aspecto que en la práctica correspondería más a una categorización de la figura que en 
ADPIC  es expresada de una forma más amplia.  
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de los vestidos, los dibujos textiles protegen los estampados de los textiles, que de esta manera 
son resguardados por el derecho de autor” (p. 3). 
 
Aspecto trascendente y particular que ameritaba un pronunciamiento especifico, al tratarse 
de todo lo que se genera en un mercado tan dinámico como lo es el denominado mundo de la 
moda, cuyo pilar fundamental es la capacidad de responder a las constantes tendencias 
cambiantes de los consumidores, precisamente orientadas por quienes ejercen una constante 
actividad creativa en esta materia. 
 
Como resulta ser una constante en el escenario de protección, el derecho concedido 
permite la legitima oponibilidad a la fabricación, venta o importación por parte de terceros no 
autorizados de artículos que resulten ser copia de aquel dibujo o modelo protegido, bajo 
condición de la utilización comercial de dichas copias; aspecto eminentemente pragmático 
que vincula la acción reprochable con la intencionalidad de obtención de beneficios 
particulares ilegítimos.  
El termino señalado de protección de tales creaciones, es señalado por ADPIC en un 
mínimo de 10 años OMC (1994).29 
 
1.2.2.5. Patentes.    
   Bajo esta consideración se obtiene una disposición genérica que nos lleva a tener como 
patentable “… todas las invenciones, sean de productos o de procedimientos, en todos los 
campos de la tecnología, siempre que sean nuevas, entrañen una actividad inventiva y sean 
susceptibles de aplicación industrial” (OMC, 1994, p.353)30, estableciéndose así, criterios 
mínimos de validación de la creación con la finalidad de obtener la patente como 
reconocimiento de invención. 
 
Como resulta natural, no toda creación del intelecto humano materializada en invento, 
tiene la finalidad o capacidad de beneficiar en forma general a la sociedad, es por ello que 
existen restricciones normativas consideradas a efectos de excluir de registro de patente 
                                                 
29 Artículo 26 numeral 3 ADPIC. 
30 Artículo 27 materia patentable ADPIC 
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aquello que no satisfaga legítimos intereses de servicio a la comunidad, por cuanto el hacerlo 
implicaría el olvido de principios fundantes de cualquier Estado u organismo multilateral, que 
persiguen siempre altruistas finalidades de cooperación o mejoramiento de las condiciones de 
vida de los ciudadanos, tal sería el caso de la intención de patentar un método para la 
producción de drogas ilícitas, desarrollo que puede ser nuevo, inventivo y de aplicación 
industrial, pero en total contravía de la salud pública y del principio fundante de legalidad de 
cualquier Estado, ADPIC reconoce esta realidad y contempla la posibilidad de exclusión de 
patentabilidad “ para proteger el orden público o la moralidad, inclusive para proteger la salud 
o la vida de las personas o de los animales o para preservar los vegetales, o para evitar daños 
graves al medio ambiente…”(OMC, 1994, p.353)31, con la salvedad efectuada en esa misma 
disposición de la no posibilidad de prohibición simplemente “porque la explotación esté 
prohibida por su legislación” (OMC, 1994, p.354). Toda vez que esto configuraría un acto de 
legalidad, pero no de justicia, al ser una conducta de dicha naturaleza simple expresión de 
poder del Estado que puede poner en peligro la igualdad de cargas públicas del administrado 
frente a la administración y eventualmente configurar responsabilidad del Estado por el hecho 
de la Ley. 
 
Igualmente se establece una formulación de exclusión respecto de: 
 Métodos de diagnóstico, terapéuticos y quirúrgicos para el tratamiento de 
personas o animales y las plantas y los animales excepto los microorganismos, y 
los procedimientos esencialmente biológicos para la producción de plantas o 
animales, que no sean procedimientos no biológicos o microbiológicos. (OMC, 
1994, p.354) 
 
Finalidad que puede estar acorde con el interés público y beneficio general poblacional, 
pero se justifica la limitación como lo afirma García – Castrillón (2005), por cuanto: 
 Está estrechamente vinculada con los recursos genéticos y, en consecuencia, 
con el desarrollo de la biotecnología y con la protección de la diversidad biológica. 
El CDB32 cuyos objetivos son la conservación de la diversidad biológica, la 
                                                 
31 Artículo 27 numeral 2 ADPIC 
32 Convenio Sobre la Diversidad Biológica, de fecha 05 de junio de 1992 y vigencia a partir de 29 de diciembre de 1993. 
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utilización sostenible de sus componentes y la participación justa y equitativa en 
los beneficios que se deriven de la utilización de los recursos genéticos, reconoce 
que los sistemas de protección de la propiedad intelectual pueden influir en su 
aplicación. Por ello las Partes Contratantes se comprometen a cooperar para “velar 
por que esos derechos se apoyen y no se opongan a los objetivos del presente 
Convenio”. Además, estos mismos recursos genéticos forman parte en muchos 
casos del denominado conocimiento tradicional de determinados pueblos. El 
reconocimiento de ciertas invenciones como parte del conocimiento tradicional 
conlleva, en principio, la imposibilidad de que tales invenciones sean consideradas 
como patentables dado el incumplimiento del requisito de novedad. Sin embargo, 
en algunas ocasiones las oficinas nacionales han llegado a otorgar patentes sin 
tomar en consideración la existencia de conocimientos tradicionales lo que ha sido 
calificado como “biopiratería”. (pp. 6-7) 
 
La patente le permite a quien la obtiene gozar de unos derechos exclusivos que se 
concretan en la posibilidad de: 
 
 
Tabla 4.  
Derechos conferidos por la obtención de patente 
 
Nota: elaboración propia. 
 
PATENTE DE DERECHO A IMPEDIR 




Utilización del procedimiento y los actos de: uso, 
oferta para la venta, venta o importación para 
estos fines de, por lo menos, el producto obtenido 
directamente por medio de dicho procedimiento. 
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Aun así, se contempla la posibilidad de otros usos de la materia de la patente, como 
excepcionalidad del derecho exclusivo otorgado y de la necesidad de autorización del titular, 
pero siempre bajo condiciones de reconocimiento de existencia de la patente y no desmedro 
del titular, y bajo precisas circunstancias que justifican el reconocimiento de una realidad que 
a ello obliga.  
 
Requisito de procedibilidad del trámite de otorgamiento de la patente es la publicitación de 
la invención, de tal forma que la misma pueda ser sometida a escrutinio, verificación, solicitud 
de información por parte de aquellos que resulten versados en la materia, como elemento de 
demostración de la procedencia de lo pretendido y efectiva utilidad del desarrollo inventivo. 
 
En caso de discusión judicial, se establece la carga de la prueba en cabeza de quien figure 
como demandado y básicamente en el entendido de que la discusión judicial es centrada en 
relación con el procedimiento patentado para obtener un producto, este deberá demostrar esas 
condiciones antes vistas que diferencian su creación de la que ya figura como patentada, so 
pena de consideración de utilización indebida del procedimiento objeto de patente. 
 
El termino señalado de protección de tales creaciones, es señalado por ADPIC en un 
mínimo de 20 años contados desde la presentación de la solicitud OMC (1994).33 
 
1.2.2.6. Esquemas de Trazado (topografías) de los Circuitos Integrados.   
 
Se trata de un tema no contemplado en el Convenio de Paris y que encuentra su antecedente 
normativo más inmediato en el tratado IPIC del año 1989, para apreciar algunas de las fórmulas 
teóricas en el realizadas y que se constituyen en un soporte sustancial importante para el 
contenido de ADPIC, bajo dichas precisiones, encontramos que IPIC se encarga de definir los 
objetos de protección de una manera muy específica, razón por la cual se citan textualmente, 
así:   
                                                 
33 Artículo 33 de ADPIC. 
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Tabla 5.  
Definiciones 
 
Nota: creación propia. 
 
Productos materiales fruto del desarrollo intelectual del ser humano que tienen como 
finalidad la prestación de un servicio específico dentro del mundo de la electrónica y que 
cumplen, según las definiciones, con el criterio constante en las figuras analizadas y es el de 
generar un escenario de innovación; es por ello que una vez otorgado el derecho a favor de su 
titular este tiene la capacidad de hacerse oponible a todo acto que pretenda la importación, 
venta o distribución siempre atado a la intencionalidad de la comercialización del producto. 
 
Término Definición 
Circuito Integrado Un producto, en su forma final o en una forma 
intermedia, en el que los elementos, de los cuales uno 
por lo menos sea un elemento activo, y alguna o todas 
las interconexiones, formen parte integrante del cuerpo 
y/o de la superficie de una pieza de material y que esté 
destinado a realizar una función electrónica. 
(OMPI,1989, art. 2) 
Esquema de Trazado 
(topografía) 
La disposición tridimensional, expresada en 
cualquier forma, de los elementos, de los cuales uno 
por lo menos sea un elemento activo, y de alguna o 
todas las interconexiones de un circuito integrado, o 
dicha disposición tridimensional preparada para un 
circuito integrado destinado a ser fabricado. 
(OMPI,1989, art. 2)  
Esquema de trazado 
(topografía) protegido 
Un esquema de trazado (topografía) respecto del 
cual se hayan cumplido las condiciones de protección 
previstas en el presente Tratado. (OMPI,1989, art. 2) 
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No obstante, la disposición de ADPIC permite la no consideración ilícita de alguna de las 
conductas mencionadas líneas arriba cuando el circuito integrado incluya un esquema de 
trazado que sea considerado ilícitamente reproducido cuando quien haya ordenado dicha 
realización esté amparada en la buena fe por el desconocimiento de la ilicitud; sin perjuicio del 
eventual pago al titular de la regalía que se determine por esa utilización una vez enterado de 
la real situación.   
 
El termino señalado de protección de tales creaciones, es señalado por ADPIC en un 
mínimo de 10 años contados desde la fecha de la presentación de la solicitud de registro o de 
la primera explotación comercial en cualquier parte del mundo, esto en los países miembros 
en los que la protección esté supeditada a acto de registro y en los que no, el termino se empieza 
a contabilizar desde la primera explotación comercial. Pero siempre con la salvedad 
convencional establecida de la posibilidad de caducar por los países miembros a través de su 
propia legislación, la protección a los 15 años de la creación del esquema de trazado. 
 
1.2.2.7. Protección de la Información no Divulgada. 
 
Dada la necesidad de protección de todo aquello que pueda traducirse en alguna inventiva 
con alcance patrimonial, es que ADPIC se encarga de precisar que la información también 
tiene un componente de protección importante, lo cual es lógico cuando se dimensiona que con 
información privilegiada e indebidamente divulgada y utilizada se puede obtener un resultado 
final con interesantes características en el mercado, materializado en algún producto 
específico, que puede constituirse en un acto de competencia desleal; por ello en este materia 
ADPIC decidió ir más allá de las disposiciones del Convenio de parís y considerar esta 
categoría como una especie de la competencia desleal, de tal forma que información bajo 
consideración de no divulgada, cuenta con una especial protección y su titular puede evitar que 
la misma sea transada  o comunicada indebidamente ante ilegitima pretensión de un tercero. 
 
En estos eventos lo protegido no resulta ser el producto final, sino los insumos de 




1.2.3. Utilidad de los Derechos de Propiedad Intelectual. 
 
La firma de un convenio internacional por cualquier Estado implica no solo la asunción de 
las obligaciones que allí se establezcan, sino adicionalmente la debida armonía de lo aceptado 
internacionalmente, con la propia legislación34, de tal forma que la congruencia regulatoria 
permita la obtención de una eficaz disposición que materialice los compromisos 
internacionales adoptados. 
 
Esta fórmula de integración normativa es palpable cuando en ADPIC se analiza el apartado 
de observancia de los derechos de propiedad intelectual35, en la que se incluye la previsión de 
entrega a la legislación nacional del establecimiento de los procedimientos que sean necesarios 
para la efectividad de estos derechos, de forma tal que la parte sustancial encuentre un 
mecanismo claro de acción en el propio contexto de legalidad y respeto por las garantías de los 
sujetos involucrados en cualquier controversia, estableciéndose por ADPIC características 
esenciales a respetar en esta clase de procesos, a saber: 
Justicia, equidad, no creación de obstáculos al comercio legítimo, simplicidad 
en los procedimientos, celeridad, formalidad y motivación de las decisiones, 
respeto de disposiciones de debido proceso, derecho de impugnación.  
 
Aspectos básicos en cualquier sistema judicial de cualquier Estado, que presuponen la no 
necesidad de generación de novedosas fórmulas de establecimientos jurídicos para acatar las 
disposiciones supranacionales, que precisamente lo que persiguen es la legitimidad de las 
decisiones que se adopten en defensa de los derechos de propiedad intelectual, acordes con 
justos y objetivos procedimientos, en los que se trabe una debida controversia con todas las 
garantías tanto para reclamante como reclamado y que solamente al final de un debido ejercicio 
                                                 
34 La Constitución Política de Colombia consagra en el artículo 189 numeral 2 como función del Presidente de la República 
“Dirigir las relaciones internacionales. Nombrar a los agentes diplomáticos y consulares, recibir a los agentes respectivos y celebrar 
con otros Estados y entidades de derecho internacional tratados o convenios que se someterán a la aprobación del Congreso” y a 
su vez en el artículo 150 numeral 16 como función del Congreso de la Republica “Aprobar o improbar los tratados que el Gobierno 
celebre con otros Estados o con entidades de derecho internacional. Por medio de dichos tratados podrá el Estado, sobre bases de 
equidad, reciprocidad y conveniencia nacional, transferir parcialmente determinadas atribuciones a organismos internacionales, 
que tengan por objeto promover o consolidar la integración económica con otros Estados” 
35 III parte Observancia de los derechos de propiedad intelectual texto ADPIC 
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de justicia se adopte una decisión por quien resulte competente a través de las formas propias 
de cada juicio.    
 
La adopción de una decisión de reconocimiento de infracción a un derecho de propiedad 
intelectual, comporta la posibilidad no solamente del establecimiento de esta situación, 
mediante la decisión de autoridad respectiva, sino adicionalmente el derecho a obtener el 
resarcimiento por el daño causado, siendo esto una concreción más específica del derecho a 
favor de su titular, por cuanto este podrá no solamente acreditar su condición de legitimo 
tenedor de derecho, sino adicionalmente obtener un beneficio material del infractor por haber 
actuado respecto de aquello que no tenía legitimidad.  
 
Esta es una fórmula de decisión que al menos en Colombia es muy afianzada en el sistema 
judicial, dentro del cual se puede perseguir no solamente al infractor, sino adicionalmente la 
obtención a través de las diferentes esferas de acción de jurisdicción judicial, de las respectivas 
indemnizaciones como resarcimiento del daño causado, aspecto que para el caso concreto será 
analizado en capitulo posterior. 
 
No se debe perder de vista que la esencia de la figura de los derechos de propiedad 
intelectual se vincula indefectiblemente con las mercancías36 como expresión en el ejercicio 
comercial de la ilegalidad subyacente y fundamental, es por ello que amén del reproche al 
sujeto que se identifique como responsable de la conducta, se requiere una acción integral 
frente a toda manifestación vinculada con el ejercicio de ilegalidad, es por ello que ADPIC en 
su artículo 46 bajo la denominación de “otros recursos” viabiliza la posibilidad de acción 
respecto de las mercancías infractoras, aspecto que busca que estas sean retiradas de circuitos 
comerciales para evitar daños al titular de derecho o se disponga su destrucción. 
 
Este aspecto es esencial cuando de romper el circuito de la ilegalidad se trata, de tal suerte 
que el objetivo final es la identificación de responsables, bienes y mecanismos utilizados en el 
proceso de violación de los derechos de propiedad intelectual y exige un actuar estatal 
                                                 
36 El artículo 3 del Decreto 390 de 07 de marzo de 2016 define mercancía así: “Son todos los bienes susceptibles de ser 
clasificados en la nomenclatura arancelaria y sujetos a control aduanero”  
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armónico con la finalidad de tener el resultado de control especifico que no puede ser 
solamente por acción del particular perjudicado con la acción ilegitima, mediante la utilización 
de las instituciones y figuras  jurídicas supranacionales y nacionales consagradas para el efecto 
y que posteriormente serán analizadas en detalle en debida armonía. 
 
Ahora bien, es importante precisar que todo el objeto de protección indicado por ADPIC, 
se concreta en la posibilidad de acción respecto de aquellas manifestaciones ilegítimamente 
producidas y que una vez pretendidas en importación afectan un derecho particular y que bajo 
el contenido del acuerdo son consideradas bajo las acepciones de marca de fábrica o de 
comercio falsificadas o mercancías piratas37, siempre bajo el condicionante de violación del 
derecho de autor, en esas situaciones específicas, es por ello que en este trabajo  se utilizan 
ambas acepciones en respeto al contenido literal del acuerdo analizado y su posterior desarrollo 
normativo nacional. 
 
No obstante, la diferenciación entre falsificación o piratería es centrada en la imposición 
de marca para el caso de la primera y la fabricación para el caso de la segunda bajo ausencia 
de autorización en ambos casos de quien resulta ser el titular, aspecto que representa un 
elemento común que no debería diferenciarse, toda vez que el resultado es la violación de un 
derecho ajeno, pero se reitera en estricto respeto del contenido literal de los instrumentos 
normativos analizados se utilizan ambas acepciones.       
 
                                                 
37 Al respecto ADPIC en su artículo 51 pie de página 14 precisa que: Para los fines del presente Acuerdo: 
a) se entenderá por “mercancías de  marca  de  fábrica  o  de  comercio  falsificadas"  cualesquiera  mercancías,  incluido  su 
embalaje,  que  lleven  apuesta  sin  autorización  una  marca  de  fábrica  o  de  comercio  idéntica  a  la  marca  válidamente 
registrada para tales mercancías, o que no pueda distinguirse en sus aspectos esenciales de esa marca, y que de ese modo 
lesione los derechos que al titular de la marca de que se trate otorga la legislación del país de importación; 
b) se entenderá por “mercancías piratas que lesionan el derecho de autor” cualesquiera copias hechas sin el consentimiento 
del titular del derecho o de una persona debidamente autorizada por él en el país de producción y que se realicen directa 
o indirectamente a partir de un artículo cuando la realización de esa copia habría constituido infracción del derecho de 




1.3. Disposiciones Normativas Colombianas en Materia de Protección de los 
Derechos de Propiedad Intelectual relacionados. 
1.3.1. Análisis Previo de Regulación Regional.  
 
El contexto supranacional nos ubica necesariamente en la necesidad de saber cómo la 
vinculación de Colombia a ADPIC, encuentra su escenario de aplicabilidad y concreción 
regulatoria al interior de nuestro sistema jurídico; para ello es necesario primeramente reparar 
en la existencia de las disposiciones regionales que existen en la materia, las cuales no pueden 
dejar de ser mencionadas, al menos tangencialmente, como valido referente regulatorio vigente 
fruto de un esfuerzo regional; siendo estas las dictadas por la Comunidad Andina de Naciones 
en las Decisiones 351 de 1993 “Régimen Común sobre Derecho de Autor y Derechos 
Conexos” y 486 de 2000 “ Régimen Común sobre Propiedad Industrial”. 
 
Sobre la Decisión 351 de 1993 señala Pacón (2003):  
La decisión fue publicada en la Gaceta Oficial del Acuerdo de Cartagena No. 
327 y de fecha 21 de diciembre de 1993. Al no disponer ninguna fecha diferente, 
entró en vigencia a partir del día siguiente de su publicación. Los titulares de un 
derecho de autor pueden solicitar su aplicación directa en los países andinos. 
2.3 CONTENIDO 
La decisión 351 contiene 61 artículos distribuidos en 15 capítulos. Los 
diferentes capítulos corresponden a un moderno sistema de derechos de autor. Así, 
existen disposiciones sustantivas sobre derechos de autor, sociedades de gestión 
colectiva, derecho contractual, derechos conexos, normas sobre observancia de los 
derechos y sus consecuencias. Sin embargo, las únicas áreas que se encuentran 
reguladas de forma integral son las correspondientes a las disposiciones sustantivas 




Y posteriormente la Decisión 486 de 2000, que se produce ya en existencia de ADPIC y 
precisamente por tal hecho, con la finalidad de adecuar la regulación regional con esta nueva 
disposición38, así lo explica Busch (2015): 
 In force since December 1,2000, Decision 486 of the Andean Communitiy 
replaced Decision 344 of 1993, and has the heading “ Common Industrial Property 
System It is specifically meant to bring the Andean countries´ intelectual property 
rights systems in line with the WTO’s TRIPS Agreement and at the same time to 
comply with the demands and principles of the Convention on Biological Diversity 
(CBD), as bucher argues. (p. 236) 
 
Precisión que nos ayuda mucho a entender que mediante la Decisión 486, se buscó el 
reconocimiento de existencia y validez de ADPIC y la normatividad que antes había sido tenida 
en cuenta por esta, en conjunción con la normatividad andina, entendida la vinculación a uno 
y otro acuerdo de los países que conformaban la Comunidad Andina de Naciones. 
 
A través de esta Decisión se buscó atender las propias necesidades, pero con el marco 
general que nos proporciona ADPIC, prueba de ello es el especial énfasis que se le da en el 
desarrollo normativo comunitario a aquello denominado como “Patrimonio  Biológico y 
Genético y de los Conocimientos Tradicionales”, que no es otra cosa que atender la realidad 
poblacional andina, en la cual la presencia indígena es preponderante y necesaria de reconocer 
en cualquier escenario de regulación, y con dicha disposición se busca la protección de la 
identidad y desarrollo específico, en uno de los puntos que mayores controversias genera 
cuando de propiedad intelectual se trata, siendo este el referente a aquello relacionado con 
desarrollo de productos farmacéuticos, que siempre se ha catalogado como un aspecto 
controversial y de necesidad de defensa de los países menos desarrollados frente a aquellos 
altamente industrializados; y todo el conocimiento ancestral y desarrollo propio de nuestros 
países obtiene una protección singular a través de dicha disposición. 
 
La Decisión 486 igualmente dispuso especialmente una definición para el caso de los 
modelos de utilidad (artículo 81), indicando que: 
                                                 
38 La Decisión 486 sustituye la Decisión 344 de fecha 21 de octubre de 1993 
52 
 
 Se considera modelo de utilidad, a toda nueva forma, configuración o 
disposición de elementos, de algún artefacto, herramienta, instrumento, mecanismo 
u otro objeto o de alguna parte del mismo, que permita un mejor o diferente 
funcionamiento, utilización o fabricación del objeto que le incorpore o que le 
proporcione alguna utilidad, ventaja o efecto técnico que antes no tenía. 
Los modelos de utilidad se protegerán mediante patentes. (Comunidad 
Andina de Naciones [CAN],2000, p.19) 
 
La figura de los modelos de utilidad no tiene un desarrollo particular en ADPIC, no 
obstante, lo obtendríamos por consideración a las disposiciones del Acuerdo de París que sí 
llega a tenerlas en cuenta, para de esta manera considerar que no se trata de una especie ajena 
al contexto internacional, no obstante, su existencia sí resulta importante para países como 
Colombia, de ahí su especifica inclusión en la Decisión 486. 
 
Sobre la diferenciación entre esta figura y las patentes de invención OMPI las considera 
como “una especie de "pequeña patente" establecida en la legislación de algunos países” 
(Organización Mundial de la Propiedad Intelectual [OMPI], 2011, párr.1), lo que nos puede 
llevar a considerarlas como una especie del género de patentes, una diferenciación más precisa 
es dada por Escorsa y Valls (2003): 
 Los modelos de utilidad protegen las pequeñas invenciones consistentes en dar 
a un objeto una configuración, estructura o constitución que aporte alguna ventaja 
práctica para el uso o fabricación. Pueden ser utensilios, herramientas, aparatos, 
dispositivos o partes. Se diferencian de las patentes por el menor grado de invención 
y por la exigencia de la novedad solo en el ámbito nacional. Lo que no puede ser 
protegido como una patente no se puede proteger como un modelo de utilidad. 
Además, las invenciones de procedimientos no se pueden proteger mediante 
modelos de utilidad. Todo lo que se refiere a la titularidad de patentes también es 
aplicable a los modelos de utilidad. (p. 259) 
 
De tal forma que como se dijo anteriormente, cuando de modelos de utilidad se trata, 
definitivamente se enmarcan en la categoría de las producciones innovadoras del intelecto 
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humano, pero en un grado inferior a aquel que permita considerar una invención como 
altamente novedosa, pero igualmente gozan de protección y defensa jurídica, de ahí la 
importancia de su consideración especifica en la Decisión 486. 
 
Más allá del nivel de aplicabilidad de las Decisiones de la Comunidad Andina39, aspecto 
que trasciende el tema en específico analizado, es de resaltar la robusta estructura regulatoria 
creada, incluso en momentos muy anteriores a la existencia de OMC, que permitían atender 
una realidad de defensa de las creaciones e inventivas y de los desarrollos autóctonos de las 
comunidades andinas, aspecto que adquiere mayor relevancia cuando en vigencia de ADPIC 
se decide la adecuación de aquellos aspectos que no resultaran compatibles entre lo existente 
y esa nueva regulación, siendo armónica y complementaria la existencia de una y otra, 
cumpliéndose con ello el necesario respeto por las propias necesidades junto con el legítimo 
deseo de incorporación en un contexto global. 
 
Las decisiones de la Comunidad Andina de Naciones son un válido referente de regulación 
para los países miembros, cuyas legislaciones nacionales deben ser consistentes con esos 
compromisos regionales, y tienen un carácter de vinculación y efectividad en la medida en que 
así resulten invocadas como amparantes de las pretensiones planteadas, y así es el caso 
colombiano en el que ninguna de las disposiciones internas puede resultar en contravía de las 
disposiciones supranacionales. 
 
1.3.2. Normatividad Colombiana. 
Analizado el contexto internacional, con las evoluciones normativas del caso, vigencias 
respectivas e inserción de Colombia en esos escenarios generales y regionales, procede 
entender la forma como en el país se ha hecho el interno desarrollo regulatorio del tema, y la 
suficiencia y eficacia de lo existente; para lo cual es del caso recordar que ADPIC en el artículo 
41 establece la obligación para los países miembros de velar porque sus propias legislaciones 
                                                 
39 Es de anotar que la Decisión 486 vino a ser la aplicable en la materia regulada hasta el momento de su vigencia por las 
disposiciones del Código de Comercio colombiano, que en su Libro Tercero “DE LOS BIENES MERCANTILES.” Título II, traía 
disposiciones regulatorias de “ la propiedad industrial”, “excepto en los artículos 539, 550, 554, 556, 557, 564, 569 al 571, 594, 




contengan procedimientos de observancia de los derechos de propiedad intelectual bajo claros 
parámetros de justicia, objetividad, publicidad, que no es otra cosa que lo denominado en 
nuestro ordenamiento jurídico con rango constitucional como el debido proceso.40, aspecto 
fundamental para la legitimidad de cualquier decisión que se adopte en materia administrativa 
o judicial. 
 
Nótese como el texto de ADPIC establece en el artículo mencionado una obligación de 
previsión de existencia de aspectos procedimentales, esto como consecuencia de entender que 
el texto supranacional, contiene ya una serie de disposiciones sustantivas que necesitan 
encontrar un nicho de efectividad en el propio contexto nacional, de tal suerte que las medidas 
de protección pretendidas no sean nugatorias para quien resulte como titular del derecho, 
aspecto esencial en la existencia armónica de lo internacional con lo propio. No obstante, tal y 
como se analizará, la legislación colombiana tiene un amplio desarrollo regulatorio en la 
materia que incluyen tanto aspectos sustanciales como procedimentales, partiendo en lo interno 
de disposición constitucional que posibilita el desarrollo normativo nacional. 
 
1.3.2.1. Previsión Constitucional. 
 
Dicha disposición se encuentra contenida en el artículo 61 de la Constitución Política de 
Colombia, según el cual “El Estado protegerá la propiedad intelectual por el tiempo y mediante 
las formalidades que establezca la ley” (Constitución Política de Colombia [C.P.], 1991, 
art.61), sucinta consagración en la norma de normas nacional que identifica características 
esenciales de la figura, como lo son: 
- Reconocimiento del derecho 
                                                 
40 El Articulo 29 de la Constitución Política de Colombia establece “El debido proceso se aplicará a toda clase de 
actuaciones judiciales y administrativas. 
Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con 
observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio.  
En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o 
desfavorable.  
Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene 
derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un 
debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar 
la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho. 
Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso”. 
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- Establecimiento de protección del derecho 
- Temporalidad de la protección  
- Establecimiento de mecanismos procesales para la protección. 
Al respecto ha dicho la Corte Constitucional que:  
El artículo 61 de la Constitución establece que el “Estado protegerá la propiedad 
intelectual por el tiempo y mediante las formalidades que establezca la ley.” Este 
mandato implica, de acuerdo con la jurisprudencia constitucional, que la propiedad 
intelectual y sus derechos conexos son inalienables, tienen un carácter imperativo, 
y su protección, a cargo del Estado, tendrá lugar por el tiempo y mediante las 
formalidades que establezca la ley. (Corte Constitucional, C-966 D-9137, 2012)  
 
Aspectos básicos que coinciden plenamente con las características supranacionales 
señaladas respecto de la figura analizada, y que permiten afirmar una consonancia sustancial 
constitucional que se acompasa con la disposición de implementación de tales garantías, la 
cual debe corresponder con el mecanismo procedimental natural para el efecto, que implica la 
consideración de la expedición de la regulación por parte del órgano competente, que sería la 
rama legislativa, y así lo contempla la Constitución cuando en el artículo 150 dispone que:  
“ARTICULO  150. Corresponde al Congreso hacer las leyes. Por medio de ellas 
ejerce las siguientes funciones:  
(…) 
24. Regular el régimen de propiedad industrial, patentes y marcas y las otras 
formas de propiedad intelectual” (Constitución Política de Colombia [C.P.], 1991, 
art.150).  
En la sentencia C- 509/04 la Corte Constitucional precisó al referirse al artículo 
61 constitucional: 
 (…) Esta disposición indica entonces que es el legislador quien debe 
reglamentar estos temas, siempre y cuando no deje desprotegidos a los autores y 
establezca procedimientos razonables para el reconocimiento de los derechos de 
autor y sus derechos conexos.  
Esta exigencia de razonabilidad no es un capricho, pues aunque el legislador 
goza de una amplia competencia para establecer las modalidades del amparo de este 
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tipo de derechos, no puede esquivar la responsabilidad que la Constitución le ha 
confiado en la búsqueda de instrumentos aptos para obtener que en la práctica los 
autores no sean víctimas de imposiciones arbitrarias o abusivas por parte de quienes 
ejecutan, representan, exhiben, usan o explotan sus obras, para desconocer lo que 
constitucionalmente se les debe por tales conceptos. Admitir trabas excesivas sería 
hacer nugatoria la protección, eliminar cualquier garantía e ir en contravía de la 
Carta y la especial protección que ésta otorga a la propiedad intelectual. (Corte 
Constitucional, C-509 D-4892, 2004) 
 
Precisión jurisprudencial que denota la importancia no solamente del establecimiento de 
disposiciones formales, sino del ejercicio responsable de la función legislativa en la materia, 
para garantizar la efectividad de los derechos que se reconozcan, pudiendo así atender los 
compromisos internacionales en la materia y resultando a tono el proceso legislativo de 
reconocimiento y protección con aquello pretendido por quienes sean identificados como 
sujetos titulares de derechos. 
 
El rango constitucional de las disposiciones mencionadas permite entender de la especial 
protección a prodigar a esta clase de derechos englobados bajo la consideración de propiedad 
intelectual, toda vez que al estar consagrados en la norma de normas41 se zanja objetivamente 
toda eventual posibilidad de discusión sobre la existencia de los mismos y la obligación de 
todo un desarrollo legislativo en la materia que consagre el respeto pretendido por ADPIC de 
los derechos generados con ocasión de la propiedad intelectual indefectiblemente relacionados 




1.3.2.2. Desarrollo Normativo Colombiano. 
 
                                                 
41 Ver Artículo 4 Constitución Política de Colombia. 
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 En materia legislativa Colombia ha sido muy explícita en la regulación de los derechos de 
autor, prueba de ello es la aún vigente Ley 23 de 28 de enero de 198242, creada para la 
protección a “Los autores de obras literarias, científicas y artísticas” (Ley 23, 1982, art. 1), lo 
cual encuentra su razón de ser, como resulta ser propio de un producto legislativo, del 
acatamiento de la propia realidad y la necesidad de regularla; en el país, su vocación más 
proclive a las artes y letras bien ameritaba en su momento una regulación específica interna 
sobre esta especie, más que un ejercicio propio de contemplación normativa de aspectos 
industriales, tímidamente esbozados en dicha ley y sin desarrollo especifico43.  
 
Precisamente por ello, esta Ley establece como objeto de protección a los autores de obras 
literarias, científicas y artísticas, (Ley 23, 1982, art. 2) siendo este el preciso escenario de 
acción de todas las disposiciones e instituciones creadas en función de tal protección y que 
generó el establecimiento de la Dirección Nacional de Derechos de Autor44 como Unidad 
Administrativa Especial adscrita al Ministerio del Interior y que define sus funciones como: 
 …Es el órgano institucional que se encarga del diseño, dirección, 
administración y ejecución de las políticas gubernamentales en materia de derecho 
de autor y derechos conexos. En tal calidad posee el llamado institucional de 
fortalecer la debida y adecuada protección de los diversos titulares del derecho de 
autor y los derechos conexos, contribuyendo a la formación, desarrollo y 
sustentación de una cultura nacional de respeto por los derechos de los diversos 
autores y titulares de las obras literarias y artísticas. (Dirección Nacional de 
Derechos de Autor, 2015, párr. 1) 
 
Y su respectiva competencia sobre el Registro Nacional del Derecho de Autor45 , aspectos 
que como puede verse del análisis funcional de dichas figuras no resultan suficientes para 
                                                 
42 Ley modificada y adicionada por la Ley 44 de 1993, Ley 1835 de 2017 y Ley 1915 de 2018. 
43 La exposición de motivos de esta Ley reza en uno de sus apartes así: “El proyecto se inspira en el propósito de establecer 
una clara y eficaz protección al autor en todas las manifestaciones creativas. Las normas vigentes son ya obsoletas y al cabo de 34 
años de aplicación de la Ley 86 de 1946 es ostensible que esta legislación ha sido superada por la evolución de las ideas y las 
realidades que rodean los derechos de autor en Colombia y en el mundo. Para proteger y estimular eficazmente a los creadores y 
los difusores de obras se necesitan nuevas normas que consideren las técnicas modernas de comunicaciones, los medios de 
reproducción de las obras y los convenios y convenciones internacionales, como la Convención de Roma que forma parte de nuestra 
legislación según lo dispuso la Ley 48 de 1975”, senador Luis Carlos Galán, tomado de Anales del Congreso de la República 
Anales 111/80, página 1511. 
44 Creada mediante Decreto 2041 de fecha 29 de agosto de 1991. 
45 Decreto 460 del 16 de marzo de 1995 
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entender regulado internamente el objeto de ADPIC46, muy a pesar de la posterior indicación 
en norma modificatoria de competencia de la entidad mencionada según la cual debe “Ejercer, 
como autoridad nacional en materia de propiedad intelectual, funciones jurisdiccionales en los 
procesos relacionados con los derechos de autor y conexos” (Decreto 1873,  2015, art. 1). 
 
Siendo la indicación de propiedad intelectual un concepto más acorde con la actual 
realidad, pero insuficiente como único elemento regulatorio e integrador de las disposiciones 
en la materia, tal vez por ello ya había surgido la necesidad de tener un órgano estatal integrador 
en la materia, para lo cual se expide el Decreto 1162 de fecha 13 de abril de 2010 “ por el cual 
se organiza el Sistema Administrativo Nacional de Propiedad Intelectual y se crea la Comisión 
Intersectorial de Propiedad Intelectual” (Decreto 1162, 2010, párr. 1) , como un organismo de 
coordinación de las diversas entidades que se relacionen con la propiedad intelectual; A través 
de dicho Decreto se establece no solamente tal organismo colegiado, sino una serie de 
instancias y sistemas encaminados al establecimiento institucional de un conjunto armonizado 
de actuaciones en la materia, lo cual denota la pluralidad de actores frente a un tema dispersado 
en el organigrama administrativo – judicial nacional.  
 
Es así como encontramos que el Decreto en ciernes establece unas funciones detalladas a 
desempeñar por la mencionada Comisión Intersectorial de Propiedad Intelectual (CIPI)47 
acorde con la política de coordinación, esto teniendo en cuenta la disímil naturaleza de las 
instituciones que la integran. 
 





                                                 
46 Esto teniendo en cuenta la precisión que en el artículo 2 y 8 de la Ley se efectúa sobre derechos de autor y obras 
artísticas, científicas y literarias 




Figura 1.  
Decreto 1162 de 2010 
 
Nota: elaboración propia 
 
El análisis de los elementos normativos hasta ahora referenciados, nos indican el énfasis 
antes anotado en aspectos específicos y no suficientes para considerar debidamente atendida 
ADPIC en lo referente a propiedad intelectual y la disímil condición de las entidades que de 
una u otra forma pueden tener algún tipo de injerencia en el país en relación con este tema, 
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ahora bien, si nos referimos al asunto esencial del actual trabajo de investigación, encontramos 
las siguientes competencias precisas en el ordenamiento jurídico colombiano: 
 
1.3.3. Autoridades Competentes. 
1.3.3.1. Superintendencia de Industria y Comercio.  
 
Es del caso recordar que de conformidad con el artículo 66 de la Ley 489 de 1998, las 
superintendencias: 
 … son organismos creados por la ley, con la autonomía administrativa y 
financiera que aquella les señale, sin personería jurídica, que cumplen funciones de 
inspección y vigilancia atribuidas por la ley o mediante delegación que haga el 
Presidente de la República previa autorización legal. (Ley 489, 1998, art. 66) 
 
Según el contenido del Decreto 4886 de 2011, esta entidad en el aparato administrativo 
nacional cumple una función de participación activa en la formulación de políticas en la 
promoción y protección de la propiedad industrial, esto como aspecto inherente a su función, 
así como la administración del antes mencionado Sistema Nacional de la Propiedad Industrial, 
con la consecuente obligación normativa regulatoria, conforme a las disposiciones 
supranacionales asignadas a la oficina nacional en la materia48 , siendo correlativamente 
señaladas como funciones del superintendente lo antes indicado. 
 
Para el efecto existe en la estructura de dicha entidad una delegatura encargada del manejo 
de la propiedad industrial, que le permite cumplir con el rol de administrador nacional en la 
materia, a través de las funciones propias del Superintendente Delegado para la Propiedad 
Industrial y sus dependientes direcciones a saber: Dirección de Signos Distintivos y Dirección 
de Nuevas Creaciones. (Superintendencia de Industria y Comercio [SIC], 2016)49   
 
 
                                                 
48 Ver artículo 1 numerales 1, 57,58,61 Decreto 4886 de 2011. 




 Organigrama Superintendencia de Industria y Comercio 
 
Nota: adaptado de http://www.sic.gov.co/perfiles-directivos   
 
El análisis de las funciones detalladas que le establecen a estas dependencias a través del 
Decreto 4886 de 2011 artículos 18,19 y 20, nos permite inferir una labor de registro como 
elemento de protección y por ende de oponibilidad de un derecho en virtud de tal acto conferido 
y adicionalmente publicidad de los mismos, una vez satisfechos los requerimientos necesarios 
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para acceder a lo pretendido respecto de lo englobado bajo el concepto de propiedad industrial. 
Es decir, nos encontramos ante funciones de autoridad con características determinantes en la 
génesis, existencia, exigibilidad y caducidad de los derechos que se pretendan como resultado 
de la actividad humana en la materia analizada. 
 
Vale la pena aclarar que el mecanismo de entendimiento a nivel mundial para efectos de 
registro de marca está consagrado en la Clasificación de Niza que “es establecida por el Arreglo 
de Niza (1957), es una clasificación internacional de productos y servicios que se aplica para 
el registro de marcas.  La undécima edición entró en vigor el 1 de enero de 2017” (Organización 
Mundial de la Propiedad Intelectual [OMPI], 2017, párr. 1), que básicamente es una 
codificación que permite el entendimiento genérico a nivel internacional de los productos y 
servicios, que, si se permite el símil, sería la forma de entendimiento global que en materia 
aduanera se ha logrado a través del arancel de aduanas. 
 
En el país el procedimiento de registro se desarrolla conforme las previsiones de la 
Decisión 486 de la CAN, siendo esta la mayor concreción de dichas regulaciones en el territorio 












                                                 
50 La implementación de la Decisión 486 de la CAN llevó a la no aplicación en el ordenamiento jurídico interno de la mayor 
parte del Título II “DE LA PROPIEDAD INDUSTRIAL” del Libro Tercero del Código de Comercio colombiano Decreto 410 de 





 Decisión 486 CAN 
 
Nota: elaboración propia. 
 
En concordancia con tales previsiones comunitarias, a nivel interno se promulgó la Ley 
1648 (2013) “Por medio de la cual se establecen medidas de observancia a los derechos de 
propiedad industrial” (párr. 1) que básicamente lo que persigue es contar con elementos de 
acción frente a mercaderías que atenten contra un derecho de propiedad industrial 
específicamente, este aspecto se analizará un poco más en detalle líneas adelante.  
 
Es importante mencionar que la Superintendencia de Industria y Comercio en temas de 
propiedad intelectual y de conformidad con las previsiones del artículo 24 numeral 3 de la Ley 
1564 ejerce funciones jurisdiccionales51, aspecto particular que crea una categoría única de 
simbiosis misional excepcional frente a la tradicional estructura del poder público52, 
                                                 
51 Esto como desarrollo del precepto constitucional consagrado en el artículo 116 de la Constitución Política.  
52 La Corte Constitucional al respecto ha manifestado que “…Esta disposición traslada a una autoridad administrativa 
(Superintendente), decisiones a cargo de los jueces, no siendo éstas de las relacionadas con la investigación y juzgamiento de 
delitos, en desarrollo de lo dispuesto en el artículo 116, inciso 3o. de la Carta.  No resulta inconstitucional la norma por razón 
alguna, y se encuadra en la tendencia legislativa de los últimos años, recogida por el constituyente según señalamiento anterior, de 
transferir decisiones a autoridades no judiciales, como Superintendencias, notarías e inspecciones de policía, lo que permite una 
mayor eficiencia del también principio fundamental del régimen político,  complementario del de la división de poderes, de la 
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perfectamente válida en el escenario jurídico nacional y que plantea un escenario de acción 
primaria del reconocimiento y eventual defensa de los derechos de propiedad intelectual desde 
el punto de vista administrativo y jurisdiccional, competencia que en modo alguno elimina la 
posibilidad de acción ante la rama jurisdiccional del poder público, tal y como lo prevé el 
parágrafo 1 del artículo en cita, ya que el afectado puede optar por la acción ante la justicia 
ordinaria, caso en el cual será el juez civil el encargado del conocimiento del proceso. 
 
Estas acciones son el vehículo de efectividad de los derechos que se confieren a quien ha 
sido legítimamente reconocido como titular de un derecho de propiedad intelectual a través del 
procedimiento antes mencionado y que se materializan a través de la denominada acción por 
infracción de derechos de propiedad industrial, en la forma antes vista; este es el escenario de 
discusión privada cuando hay una controversia entre particulares, pero cuando estamos ante 
operaciones de comercio exterior en la que la actividad estatal se materializa y advierte algún 
hecho presuntamente comprometedor del derecho de particular, debemos necesariamente 
reparar en cuál es el contexto en el que se produce esta actuación y que implica su desarrollo, 
materializado a través de la autoridad aduanera.   
 
1.3.3.2. Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales. 
  
Recordemos que de la esencia del texto de ADPIC es la protección de los derechos de 
propiedad intelectual, por ello el análisis actual necesariamente debe reparar en la manera en 
la cual Colombia ha satisfecho desde el punto de vista aduanero esta obligación internacional 
y nada mejor para ello que el análisis del componente de acción aduanera en el contexto de las 
operaciones de comercio exterior de las que es competente la UAE Dirección de Impuestos y 
Aduanas Nacionales. 
 
Desde la creación misma de la Unidad Administrativa Especial Dirección de Impuestos y 
Aduanas Nacionales, lo cual acaeció mediante el Decreto 2117 de 1992, se determinó la 
                                                 




condición de autoridad aduanera de esta entidad, lo cual implica el despliegue de una función 
específica relacionada con: 
 La administración de los impuestos de renta y complementarios, de timbre 
nacional y sobre las ventas; los derechos de aduana y los demás impuestos internos 
del orden nacional cuya competencia no esté asignada a otras entidades del Estado, 
bien se trate de impuestos internos o al comercio exterior; así como la dirección y 
administración de la gestión aduanera, incluyendo la aprehensión, decomiso o 
declaración en abandono a favor de la Nación de mercancías y su administración y 
disposición. (Decreto 4048, 2008, art. 1) 
 
Luego entonces, claro resulta que, en materia de operaciones de comercio exterior, que se 
materializa a través de los regímenes aduaneros aún vigentes de importación, exportación y 
transito aduanero, surge una obligación de la autoridad aduanera de salvaguardar el 
denominado territorio aduanero nacional de todo aquello que resulte en posible perturbación 
del orden económico. 
 
El análisis de las disposiciones de propiedad intelectual en el contexto aduanero se hará 
siempre teniendo en cuenta algunos conceptos básicos que se encuentran consagrados en la 
regulación aduanera, siendo esta establecida en el Decreto 1165 de 02 de julio de 2019 y su 
Resolución reglamentaria 046 de 2019, sin perjuicio del análisis especifico que luego se hará 
de lo contenido en esta última regulación en la materia.53 Es por ello que el recuento regulatorio 
hará énfasis en algunos conceptos aduaneros generales. 
 
1.3.3.2.1. Decreto 4540 de 22 de diciembre de 2006. 
 
                                                 
53 El Decreto 1165 de 02 de julio de 2019, es la disposición normativa contentiva de la regulación aduanera actualmente y 
que deroga el Decreto 2685 de 1999, el Decreto 390 de 2016 con excepción del primer inciso del artículo 675; los Títulos 11 y 111 
del Decrete 2147 de 2016; el Decreto 349 de 2018. (artículo 774) y que permitió acabar con la desagregación regulatoria que existía 
fruto del contenido del Artículo 674 del Decreto 390 de 07 de marzo de 2016, según el cual la regulación aduanera contenida en 
dicha disposición, que pretendía una nueva regulación que dejara totalmente derogado el Decreto 2685 de 1999, entraría en vigor 
escalonadamente, es por ello que existían disposiciones de uno y otro Decreto en vigencia que obligaron a contar con un único 
cuerpo normativo, siendo este el Decreto mencionado del año 2019. 
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Para el caso que nos ocupa, el antecedente próximo en materia de control de propiedad 
intelectual en materia aduanera, lo constituye el Decreto 4540 de 2006 “Por medio del cual se 
adoptan controles en aduana, para proteger la Propiedad Intelectual” (Decreto 4540, 2006, párr 
1) normatividad que en sus considerandos es profusa en la indicación de disposiciones 
supranacionales vigentes para Colombia, pero igualmente precisando que con tal Decreto se 
atienden los compromisos que ADPIC le impone al país; por ello, este es tal vez el principal 
escenario jurídico de implementación de dicho anexo en el propio contexto y más importante 
aún para los efectos de este trabajo, los precisa en el desarrollo de las operaciones de comercio 
exterior. 
 
Dicho decreto desde las definiciones mismas nos evidencia un hecho fundamental, y es el 
reconocimiento de no ser la autoridad aduanera la autoridad competente en la materia, en 
efecto, al definirse este concepto claramente se hace referencia a la necesidad de existencia de 
una autoridad judicial que tenga competencia en temas de propiedad intelectual, lo cual tiene 
implicaciones operativas importantes, ya que desde este momento podemos afirmar que la 
autoridad aduanera no puede por inexistencia de función asignada, adoptar medidas de fondo 
frente a una violación de un derecho de propiedad intelectual, siendo igualmente anunciado en 
esta definición que su facultad le permite optar por la suspensión de la operación aduanera, 
concepto más asimilable a la condición de una medida cautelar.  
 
Tal indicación puede en principio considerarse acorde con los considerandos de ADPIC 
que reconocen los derechos generados en la materia como de naturaleza privada, limitando el 
despliegue de actividad estatal en la materia, aspecto sobre el cual más adelante se ahondará 
con la finalidad de analizar la normatividad vigente y aportar conclusiones al presente análisis, 
así como precisar la eventual influencia de dichas prerrogativas privadas en el contexto 
económico nacional.  
 
Bajo el contenido del decreto en ciernes, se identifican definiciones, facultades y el 
procedimiento, que dan una precisión funcional de la autoridad aduanera una vez se adviertan 
hechos que potencialmente atenten contra un derecho por la identificación de las denominadas 
mercancías piratas o falsas, que en virtud de esta disposición son definidas diferenciadamente 
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para indicar por aquellas a las que son producidas sin que medie el elemento de voluntad en la 
autorización de la producción por parte de quien resulta ser el titular del derecho; y para el caso 
de la definición de falsas el elemento configurante es la indebida utilización de una marca de 
fábrica o de comercio54; en ambos casos claro resulta que se trata de la materialización en un 
bien de una trasgresión a la voluntad de quien ostenta un derecho, quien no consiente la 
utilización de su creación. 
 
Como resultado de ello y una vez identificado en una operación de importación, 
exportación o transito el indicio de mercancía que responda a las características aduaneras 
rotuladas bajo la denominación de pirata o falsa por la normatividad analizada, tal y como se 
indicó anteriormente, lo procedente es la suspensión provisional de la operación aduanera 
detectada, es decir, el contexto original de configuración de la facultad nos permite inferir una 
labor auxiliar por parte de la autoridad aduanera en soporte de una acción principal que debe 
ser adelantada por otra autoridad competente. Al respecto la Subdirección de Gestión de 
Normativa y Doctrina de la UAE DIAN precisó: 
 Así las cosas, dimana con claridad de lo precedente, que la autoridad aduanera 
está supeditada en su actuación a la decisión de fondo tomada por la autoridad 
judicial competente y solo podrá levantar la suspensión de la operación aduanera 
cuando la referida autoridad judicial decidiere que no existe piratería o falsedad 
marcarla, en cuyo caso se restituirán los términos y la operación aduanera podrá 
continuar. (Oficio 025260, 2010, párr 6) 
 
La disposición normativa es clara en la indicación de cuando se materializaba la facultad 
aduanera en la materia, y esto procedía respecto de la importación, exportación o tránsito de 
mercancías, aspecto importante que nos ubica en los denominados control previo, simultaneo 
y posterior, que bajo las disposiciones del Decreto 2685 de 1999, norma base en materia 
aduanera en su momento, no contaban con una definición normativa, lo que obligó a su 
precisión bajo interpretaciones doctrinales institucionales55; situación que varía con la 
aparición en el ordenamiento jurídico del Decreto 390 de 2016 y posteriormente con el Decreto 
                                                 
54 Esto resulta coincidente con las acepciones que contiene ADPIC en su artículo 51.  
55 Ejemplo de ello es el concepto 010218 de fecha 12-02-2010 de la Subdirección de Gestión de Normativa y Doctrina de 
la Dirección de Gestión Jurídica de la UAE DIAN. 
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1165 de 02 de julio de 2019, que si precisa una definición especifica de estos momentos del 
control denominándolos control anterior o previo, simultaneo o durante el proceso de 
desaduanamiento y posterior o de fiscalización56 y que se puede diagramar así:  
 
Figura 4.  
Momentos del control aduanero 
 
Nota: elaboración propia 
 
La distinción resulta importante porque a partir de ella, podemos determinar quiénes 
pueden actuar teniendo en cuenta la estructura interna de la UAE DIAN, es por ello que el 
atender el contenido literal del analizado Decreto 4540 de 2006, nos permite inferir que el 
escenario propicio de control cuando de mercancía pirata o falsa se trata, estaba determinado 
en el control previo o simultaneo; no de otra manera es entendible la referencia taxativa a la ya 
mencionada suspensión provisional de una operación de importación, exportación o transito 
que lleva necesariamente a afirmar que la advertencia del hecho impide la configuración de 
una libre disposición de los bienes encartados. 
 
El momento de control necesariamente debe armonizarse con el área funcional que ejerce 
sus atribuciones y materializa la potestad aduanera en relación con ese control hasta ese 
momento considerado previo o simultaneo y para ello debemos reparar en el contenido de las 
normas que, se reitera, distribuyen funciones al interior de la UAE DIAN, e igualmente 
importante la porción física del área del territorio aduanero nacional en el que se ejerce y por 
                                                 
56 Ver Artículo 578 del Decreto 1165 de 02 de julio de 2019. 
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ello es indispensable considerar los conceptos de zona primaria aduanera y zona secundaria 
aduanera; En efecto, al revisar el contenido del del Decreto 1165 (2019) encontramos las 
definiciones de dichos conceptos, indicando en el primero de ellos que: 
 Es aquel lugar del Territorio Aduanero Nacional, habilitado por la Unidad 
Administrativa Especial Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN), 
para la realización de las operaciones materiales de recepción, almacenamiento, 
movilización o embarque de mercancías que entran o salen del país, donde la 
administración aduanera ejerce sin restricciones su potestad o de control y 
vigilancia. (art. 3) 
 
Y la definición de la zona secundaria básicamente lo que hace es precisar que todo lo que 
no se enmarque dentro del primer concepto mencionado se encuadrará en este. 
 
Dichos conceptos permiten afirmar que no existe en el territorio aduanero nacional lugar 
desprovisto de facultad aduanera, pero cuando veíamos que las facultades estipuladas en el 
Decreto 4540 de 2006 se daban respecto de una operación de comercio exterior y que la 
facultad lo que permite es la suspensión de esta, vemos que en definitiva dicha acción 
solamente podría darse en aquel lugar establecido para “recepción, almacenamiento, 
movilización y embarque de mercancías” (Decreto 390, 2016, art. 3) es decir, las zonas 
primarias, lo cual se encuentran a su vez enmarcado dentro de la Resolución 009 (2008) “Por 
la cual se distribuyen funciones en las Divisiones de las Direcciones Seccionales de la Unidad 
Administrativa Especial Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales” (párr.1), en la cual se 
establece la competencia de las Divisiones de Gestión de Operación Aduanera y Control carga, 
cuyas funciones se encuentran detalladas en los artículos 11 y 12 de la citada Resolución y 
resultan ser el desarrollo detallado del accionar de la UAE DIAN en las analizadas zonas 
primarias en los aspectos de servicio y control a las operaciones en curso de comercio exterior 
conforme al organigrama interno de la UAE DIAN. A modo de ejemplo traigo a colación la 
estructura organizacional de la Dirección Seccional de Aduanas de Barranquilla con la 
finalidad de ubicar las citadas dependencias57: 
                                                 
57 Es de precisar que de conformidad con la Resolución 008 del 04 de noviembre de 2008 “Por la cual se distribuyen las 
divisiones y se organiza la estructura interna de las Direcciones Seccionales en la Unidad Administrativa Especial Dirección de 
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Figura 5.  
Organigrama Dirección Seccional de Impuestos y Aduanas de Barranquilla 
 
Nota: adaptado de:  
https://diancolombia.sharepoint.com/sites/diannetpruebas/Direcciones%20Seccionales%20de%20Aduana/Seccional%20de
%20Aduanas%20de%20Barranquilla.pdf   
 
 Entendido el contexto de acción por parte de la entidad, es importante mencionar que la 
facultad que se materializa en la suspensión de la operación requería una petición de parte ante 
la autoridad aduanera como elemento principal de generación de la actuación, sin perjuicio que 
vía medida cautelar se presente una actuación oficiosa por parte de la autoridad y que 
                                                 
Impuestos y Aduanas Nacionales.” Solamente la Dirección Seccional de Aduanas de Bogotá cuenta con División de Gestión de 
Control Carga, en las demás direcciones seccionales que cuentan con dicha función las funciones de esta son desempeñadas 
mediante Grupos Internos de Trabajo dependientes de la División de Gestión de la Operación Aduanera (ver artículo 109 de la 
Resolución 11 del 04 de noviembre de 2008 “ Por la cual se crean Grupos Internos de Trabajo y se asignan funciones en la Unidad 
Administrativa Especial Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales.” 
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respondería más al deber ciudadano general de denunciar hechos irregulares58, caso en el cual 
esto  resultaría acorde con lo indicado en su momento por el artículo 470 del Decreto 2685 de 
1999 literal k, que genéricamente describía dentro de las facultades de fiscalización y control 
la posibilidad de adoptar medidas cautelares, mismas que no tenían una definición especial en 
dicha regulación y que bajo la estructura del Decreto 390 artículo 506 y posteriormente 
mediante el Decreto 1165 de 2019 fueron definidas con la finalidad de tener un concepto 
inequívoco, así como las clases de medidas aplicables en el contexto aduanero, lo cual quiere 
decir, que bajo el contexto aplicativo del Decreto 4540 de 2006 la suspensión de la operación 
aduanera como consecuencia de advertirse mercancía pirata o falsa es una medida cautelar. 
 
Dicho Decreto establecía un procedimiento de solicitud y un soporte de la misma que 
básicamente implicaba la acreditación de la legitimación en la causa como requisito de 














                                                 
58 Así lo precisó la Subdirección de Gestión de Normativa y Doctrina de la UAE DIAN mediante oficio No.044632 de 
fecha 01 de junio de 2009 al decir “Por otra parte, debe recordarse el deber consagrado en el artículo 67 del Código de Procedimiento 
penal, que tienen todas las personas de denunciar la comisión de un delito del que tengan conocimiento y que deba investigarse de 
oficio, así como los funcionarios públicos quienes deberán iniciar la investigación si tienen competencia para ello o de lo contrario 
poner el hecho en conocimiento de la autoridad competente, de manera que cualquier persona que tenga conocimiento de un 
presunto delito de falsedad marcaria (artículo 285 del Código penal) deberá ponerlo en conocimiento de la autoridad competente”. 






Figura 6.  
Artículo 7 y 8 Decreto 4540 de 2006 
 
Nota: elaboración propia 
 
Finalmente, el Decreto contemplaba un directorio de titulares que básicamente es un 
registro de quienes son los titulares marcarios o sus apoderados con la finalidad de contar con 
un mecanismo expedito que permitiera su ubicación en caso de presentarse alguna de las 
situaciones antes anotadas y que ameritaran una eventual intervención del titular. 
 
Con ocasión de la existencia del Decreto 4540 de 2006 y tal vez con la intención de contar 
con un mayor nivel de afianzamiento del acatamiento de la disposición; la UAE DIAN a través 
de la entonces denominada Subdirección de Comercio Exterior, expidió el Memorando No. 
00004 del 04 de enero de 2008, en donde básicamente se insta al nivel local de la entidad a la 
adopción de controles en la materia, a la utilización del denominado directorio de titulares de 
derechos marcarios y a la generación de un reporte estadístico semestral sobre lo acaecido 




 Esta era la estructura original de la disposición creada para satisfacer las exigencias de 
ADPIC y las previsiones internas de la entidad con la finalidad de entenderlo acatado; se ha 
hecho especial énfasis en el contenido del Decreto 4540 de 2006 con la finalidad de tener un 
claro panorama frente al escenario actual, el cual resultará de gran utilidad en lo subsiguiente 
de este trabajo. 
 
1.3.3.2.2. Decreto 390 de 07 de marzo de 2016. 
 
Como se mencionaba anteriormente, este decreto nace con la finalidad de tener una nueva 
regulación aduanera que resultara acorde no solamente con el actual contexto operativo, sino 
muy acompasado con las disposiciones supranacionales a las cuales Colombia se ha obligado 
y que definitivamente acortara brechas en la competitividad del sistema aduanero nacional 
frente a las mejores prácticas internacionales.   
 
La original intención de la disposición regulatoria tuvo un camino tortuoso en su 
concreción, manifestado en disimiles pronunciamientos respecto a su vigencia y ajustes en la 
formulación regulatoria inicialmente considerada; ejemplo de esto es la expedición del Decreto 
349 de 20 de febrero de 2018, mediante el cual se modificó el Decreto 390 de 2016 y el anterior 
Decreto 2685 de 1999, esto con la finalidad de realizar algunos ajustes al instrumento 
regulatorio, fruto de determinadas evidencias que ameritaban impulsar modificaciones y 
precisiones normativas. 
 
Tal vez uno de los aspectos que más dificultades planteó el proceso de transición 
normativa, fue la estipulación denominada en el Decreto 390 (2016) “aplicación escalonada” 
(art. 674), disposición que, en esencia, determinaba momentos específicos de entrada en rigor 









Figura 7.  
Artículo 674 Decreto 390 
   
Nota: elaboración propia 
 
Esta previsión normativa es la que explica la razón por la cual, se formulaban vigencias 
simultaneas de las disposiciones mencionadas, con sus respectivas reglamentaciones, aspecto 
que determinó la necesidad de emitir pronunciamientos oficiales con la finalidad de aclarar 
vigencias de las disposiciones. 
 
Ejemplo de ello es la necesidad de, en relación con  el Decreto 390 de 2016, la Circular 
003 del 22 de marzo de 2016, que fue el instrumento utilizado para acotar la no vigencia de 
algunas disposiciones que en principio se encuadraban dentro del primer grupo de 
implementación, y que bajo el condicionamiento de necesidad de desarrollos informáticos o 
reglamentación, no adquirieron vigencia según lo inicialmente previsto en la norma, 
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subsistiendo en el tiempo las previas disposiciones normativas, esto es, el Decreto 2685 de 
1999 y su reglamentación contenida en la Resolución 4240 de 2000. 
 
Igualmente, la Dirección de Gestión Jurídica de la DIAN expidió el oficio No. 100202208-
0384 de abril 4 de 2018, en el cual detallaba las disposiciones vigentes de cada uno de los 
decretos, aquellas pendientes de vigencia y las del Decreto 2685 de 1999 que ya se encuentran 
derogadas59, pronunciamiento que fue objeto de actualización mediante el oficio No. 
100202208-1093 de agosto 27 de 2018 con el objeto de nuevamente precisar que resultaba 
vigente. 
 
El anterior recuento solamente para precisar el no concluido proceso de implementación y 
vigencia de una disposición única de regulación aduanera en el país, que resultaba deseable y 
necesaria por la difusa normatividad que fruto del paso de los años había sido necesario de 
proferir para responder a los nuevos escenarios de la dinámica del comercio internacional y 
que dado el contexto especifico de creación anunciado en los considerandos de dichas 
disposiciones, se constituía en una oportunidad ideal para la inserción real y efectiva de no 
solamente los compromisos internacionales sino de la atención de una realidad operacional 
que demanda un ejercicio asertivo por parte de la autoridad aduanera nacional para enfrentar 
el dinámico escenario de la utilización irregular de las operaciones de comercio exterior por 
parte de actores cuya principal motivación es la tergiversación del legítimo escenario 
operacional comercial.    
 
Lo relevante para el tema analizado es que, en virtud de todas las disposiciones normativas 
y precisiones de vigencia, lo indicado en el título XVIII del Decreto 390 (2016) “Protección a 
la Propiedad Intelectual” (p. 411), al analizar tales disposiciones contenidas en los artículos 
611 a 626, encontramos que, en esencia, se trata de la inserción de las disposiciones del Decreto 
4540 de 2006 en esta codificación, siendo esta la razón por la cual en el acápite anterior se hizo 
un análisis detallado de lo preceptuado por dicha norma del año 2006. 
                                                 
59 La derogatoria de las disposiciones del Decreto 2685 de 1999 se encuentra consagrada en el artículo 676 del Decreto 390 
de 2016 así “A partir de la fecha en que entren a regir las normas del presente Decreto, conforme lo dispuesto por los artículos 674 
y 675, quedarán derogadas las demás disposiciones contenidas en el Decreto 2685 de 1999 y las siguientes normas que lo modifican 




En efecto, al analizar lo consignado en su momento en el Decreto 390 de 2016 frente a la 
disposición anterior, se encuentran las siguientes diferencias: 
Tabla 6. 
Artículo Decreto 
390 de 2016 
Tema Diferencia frente a lo dispuesto 
en el Decreto 4540 de 2006 
Capítulo I 
Disposiciones Generales 
612 Alcance Se incluyen las mercancías 
vinculadas a operaciones en zona franca. 
613 Facultades 
DIAN 
- Establece la acción bajo condición de 
solicitud 
- Precisa que opera en las diligencias 
de reconocimiento, revisión o aforo. 
- Excepciona posibilidad de acción 
oficiosa bajo parámetros del artículo 
626 
- Reemplaza el concepto de definición 
de situación, por el de decomiso. 




614 Solicitud de 




- Remplaza el concepto operación 
aduanera por el de operación de 
importación o exportación 
excluyendo el tránsito. 
- Incluye un inciso para indicar que 
aplicar régimen de tránsito y deposito 
a mercancías objeto de suspensión 
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provisional, indicando que en esos 
casos se deben enviar a deposito 
temporal. 
615 Contenido 
de la solicitud 
- Numeral 4 de los anexos solicitados 
para exigir la evidencia que 
demuestre la infracción del derecho 
solamente si se tiene. 
- Inclusión de parágrafo para permitir 
la no presentación personal cuando 
se está inscrito en el directorio de 
titulares, caso en el cual se posibilita 
el envío vía fax60, igualmente 
eximiendo la presentación de 
acreditación de ser titular del derecho 
y poder. 
 
616 Efectos de 
la solicitud 
- Se excluyen las operaciones de 
transito 
- Precisa como efecto de la solicitud en 
las entregas directas que el deposito 
al que se envía la mercancía es 
temporal. 
- Incluye un numeral para contemplar 
que en caso del de tratarse de un 
régimen de depósito aduanero las 
mercancías permanecerán dentro del 
mismo depósito. 
617 Tramite de 
la solicitud 
- Excluye la posibilidad de 
presentación de garantía bancaria. 
                                                 
60 No dejar de llamar la atención que en el decreto 390 de 2016 se incluya como posibilidad en sustitución de la presentación 
personal la utilización de fax como medio tecnológico, claramente obsoleto en la actualidad.  
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- Expresamente señala el termino 
indicado en días hábiles. 
- Excepción de presentación de 
garantía solamente cuando la 
suspensión de la operación proviene 
de autoridad competente. 
- Contempla la posibilidad de toma de 
muestras por la aduana. 
618 Mercancías 
perecederas 
Artículo nuevo para precisar que 
se debe entender por perecederas y 
adicionalmente para indicar que en estos 
casos no se suspende la operación si el 
usuario lo solicita y constituye garantía 
por el 100% del valor FOB. 
619 Intervención 
de la autoridad 
competente 
Ajustes terminológicos para 
indicar que ahora se trata de direcciones 
seccionales y no administraciones de 
aduanas, generación de salvedad cuando 
se despliega el proceso de decomiso y 




620 Derechos de 
información e 
inspección 
- Se contempla la posibilidad de 
inspección por delegado del titular 
del derecho. 
- Precisión de tratarse el termino en 
días hábiles 
- Cambio de termino de usuario 
aduanero importador o exportador 
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- Precisión de posibilidad de 
presentación vía fax. 
621 Operaciones 
excluidas 
Cambio de termino de entrega 
urgente por desaduanamiento urgente. 
622 Control 
posterior 
Articulo nuevo para extensión de 
la acción aduanera en el control 
posterior. 
623 Medidas 
cautelares de otras 
autoridades 
Articulo nuevo para precisar la no 
aplicación de las disposiciones de 
protección a la propiedad intelectual 
cuando se trate de orden de autoridad 
competente. ¿Cuál sería el alcance o 
efecto de esta disposición nueva? 
Capitulo IV 
Directorio de Titulares 
625 Inscripción Establece un procedimiento de 
inscripción en el directorio de titulares. 
626 Utilización 
del directorio 
Establece un procedimiento de 
utilización del directorio de titulares al 
interior de la UAE DIAN. 
Nota: elaboración propia. 
 
Debemos reiterar que la formulación del Decreto 390 de 2016 no dista de lo conocido en 
vigencia del Decreto 4540 de 2006, salvo algunas particularidades de extensión teórica de las 
previsiones que ameritan unas referencias al desarrollo del control posterior en la materia por 
parte de la autoridad aduanera y que obligan a reparar en las dependencias que lo ejercitan. 
 
Llama la atención lo indicado en el artículo 613 sobre la posibilidad de acción oficiosa, la 
cual se contempla como una posibilidad excepcional a la generalidad de exigencia de previa 
solicitud, pero con la limitante de procedimiento que indica el artículo 626, según el cual 
cuando en ejercicio del control previo o simultaneo se presenten algún indicio de piratería o 
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falsedad, el funcionario deberá establecer comunicación con quien detente interés fruto de su 
inscripción en el directorio marcario, para que active el procedimiento de suspensión de la 
operación aduanera antes anotado, es decir, es una función de advertencia ante un particular 
que detenta un derecho susceptible de protección, para que una vez enterado este de lo 
encontrado en diligencia de zona primaria aduanera, se encause en el procedimiento general 
que se establecía y que implicaba la solicitud de suspensión de la operación de comercio con 
las exigencias antes detalladas; o en el evento de no existir registro en el directorio de titulares, 
la facultad oficiosa se concreta, bajo esta disposición,  en un deber de comunicación a la 
Fiscalía o Policía Judicial, sin ninguna posibilidad de alteración del curso normal de la 
operación de comercio, a  menos que dentro del término de cinco (5) días siguientes a la 
denuncia se dispusiera la incautación por parte de dichas autoridades. 
 
La no existencia de definición especial en las disposiciones aduaneras del concepto de 
denuncia, obliga a considerar la acepción que al respecto trae la Ley 906 de 2004, contentiva 
del Código de Procedimiento penal colombiano, según la cual el deber de denunciar es una 
obligación en cabeza de toda persona de acudir a la autoridad para poner en su conocimiento 
la comisión de delitos, que deban ser investigados de oficio.61, lo cual reafirma la posibilidad 
de acción oficiosa estatal, más allá de la mera orbita aduanera, de tal forma que el actuar de la 
autoridad aduanera se reafirma enmarcado dentro de un ejercicio auxiliar ante la detección de 
un hecho. 
 
Lo anterior puede entenderse en armonía con lo previsto en el artículo 623, según lo cual 
no existiría acción particular o de la autoridad aduanera cuando la orden proviene de una 
autoridad diferente, caso en el cual la sola orden emitida por quien en autoridad ejerce la 
competencia sobre el caso identificado, resulta de acatamiento por parte de la autoridad 
aduanera sin ningún miramiento adicional, ratificando una no autonomía procedimental en 
estos casos y si evidenciándose una obediencia ante una orden externa que se reciba indicando 
lo que el articulo identifica como suspensión de la operación aduanera dictada por un tercero 
en ejercicio de una competencia.  
                                                 




1.3.3.2.3. Decreto 1165 de 02 de julio de 2019. 
 
Fruto de la identificación de los anteriores aspectos negativos frente a la existencia del 
Decreto 390 de 2016, se hizo necesario la expedición de un decreto de regulación aduanera 
que armonizara las disposiciones vigentes y diera certeza jurídica y precisamente por ello es 
que surge el Decreto 1165 (2019) “con el propósito otorgar seguridad, estabilidad, certeza 
jurídica y facilitar la logística de las operaciones de comercio exterior…” (párr. 8), que al ser 
su finalidad la de armonización de las disposiciones vigentes, no incorpora mayores aspectos 
novedosos en la regulación aduanera colombiana. 
 
Para el caso de la regulación del aspecto de propiedad intelectual, esta se incluye en el 
titulo 17 artículos 710 al 725 de dicha disposición, en términos estructuralmente idénticos a 
los indicados en su momento por el Decreto 390 de 2016, salvo algunos ajustes que se indican 
a continuación: 
Tabla 7. 
Decreto 1165 de 02 de 
julio de 2019 
Decreto 390 de 07 de 
marzo de 2016 
Modificación 




















Artículo 712 Artículo 613 Cambia la 
expresión aforo por la de 
inspección62 
Artículo 713 y 715 Artículo 614 y 616 Cambia la 
expresión Deposito 
Temporal por la de 
Deposito Habilitado63 
Artículo 715 Artículo 616 Elimina el numeral 
3, referente a la 
ubicación de las 
mercancías en el mismo 
deposito cuando estas 
fueran sometidas a 
régimen de depósito 
aduanero que aspecto 
elimina?64 
Artículo 716 Artículo 617 Precisa el termino 
de presentación de la 
garantía requerida, antes 
se indicaba dentro de los 
cinco (5) días hábiles 
siguientes, ahora dentro 
de los términos 
señalados en el artículo 
                                                 
62 El concepto de Aforo que traía el Decreto 390 de 07 de marzo de 2016 fue sustituido en el Decreto 1165 de 02 de julio 
de 2019, por el de Inspección Aduanera.   
63 Esto teniendo en cuenta que la esencia del Decreto 1165 del 02 de julio de 2019 es la armonización de las disposiciones 
vigentes en la actualidad en materia aduanera, lo cual no ocurre frente a la figura de los depósitos temporales, que al no ser aplicable 
en la actualidad no es incluido en dicha normatividad. 
64 Aplica la misma conclusión anterior para la eliminación del numeral 3 que hacía referencia al régimen de depósito 
aduanero aun no aplicable.  
83 
 
718 de este Decreto, es 
decir, 10 días hábiles 
siguientes a la 
notificación del auto 
admisorio de la solicitud. 
es decir dentro de que 
termino? 
Artículo 720 Artículo 621 Retoma el concepto 




Artículo 725 Artículo 626 Cambia la 
expresión al por la de con 
el, cambio semántico que 
pretende hacer énfasis en 
la consecución directa del 
conocimiento que pueda 
tener el funcionario 
aduanero en ejercicio de 
sus funciones de 
elementos indiciarios de 
falsedad. 
Que efectos tiene 
estos cambios? 




                                                 
65 El concepto de desaduanamiento fue eliminado en el Decreto 1165 de 02 de julio de 2019 e incluido el de 
nacionalización de mercancías.  
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1.3.3.2.4. competencia de control posterior.  
Ya se ha aclarado previamente los momentos del control al interior del procedimiento 
aduanero y como dependiendo de estos, actúan las dependencias de la UAE DIAN con 
competencia en las zonas aduaneras, precisamente por ello se hace necesario reparar en la más 
sustancial precisión que trae el Decreto 1165 en materia de protección a los derechos de 
propiedad intelectual, siendo esta la indicada en el artículo 721, que contempla acciones a 
seguir cuando se establezca indicios de piratería o falsedad en ejercicio del control posterior. 
 
Recordemos que el control posterior se concreta una vez hay nacionalización de la 
mercancía66, y de acuerdo con la estructura interna de la UAE DIAN, es ejercido en la zona 
secundaria aduanera a través de las Divisiones de Gestión de Fiscalización y Gestión de 
Control Operativo (POLFA)67 quienes lo ejercen de una manera coordinada. 
 
Además de las funciones de control de mercancías que ejerce la Policía Fiscal y Aduanera 
en ejercicio de sus competencias como dirección de gestión integrante de la estructura de la 
UAE Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, el detentar funciones de policía judicial 
le permite apoyar investigaciones penales con las prerrogativas que tal condición le permite. 
 
Es importante recordar que de conformidad con la Ley 906 (2004) “Por policía judicial se 
entiende la función que cumplen las entidades del Estado para apoyar la investigación penal 
y, en el ejercicio de las mismas, dependen funcionalmente del Fiscal General de la Nación y 
sus delegados” (art. 200), por esta razón les resulta compatible con su ejercicio misional el 
realizar toda suerte de actividades de investigación y recolección probatoria, previa orden para 
ello, en apoyo de la autoridad penal en la determinación de la responsabilidad de los sujetos 
por conductas punibles. 
 
Ahora bien, concretando en el aspecto de acción de control aduanero la previsión del 
artículo 721 del Decreto 1165 de 2019, absuelve el interrogante de posibilidad de intervención 
                                                 
66 Artículo 578 Decreto 1165 de 02 de julio de 2019. 
67 Es importante la previsión de existencia de la Policía Fiscal y Aduanera, que hace parte de la estructura orgánica de la 
UAE DIAN desde su creación por el artículo 53 de la Ley 633 de 2000 y cuyas funciones específicas en el nivel local son indicadas 
en la Resolución 009 de 04 de noviembre de 2008, artículo 14.,  
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de estas dependencias en el ejercicio de sus competencias, respecto de mercancías 
presumiblemente piratas o falsas, indicando dos (2) requisitos para ello a saber: 
- Indicios de piratería o falsedad 
- No ser susceptibles de aprehensión, Decreto 1165(2019). 
Y el efecto de dicha configuración de los requisitos indicados es, su puesta a disposición 
de fiscalía o policía judicial68, indicando que para el efecto se podrán, como medida cautelar 
de contenido aduanero, inmovilizar las mercancías. Por lo cual podemos inferir que la línea 
de acción aduanera en control posterior sigue las previsiones indicadas para las zonas 
primarias, en las que el papel de la autoridad aduanera es de soporte a una acción no de 
competencia de la UAE DIAN.    
 
Ahora bien, el resultado de la intervención en control posterior difiere al indicado para la 
zona primaria, ya que en el control simultáneo que ocurre en la zona primaria aduanera opera 
la suspensión de la operación aduanera; mientras que en el control posterior hay lugar a la 
inmovilización de la mercancía.  
Para el caso de la inmovilización, si nos atenemos al contenido del Decreto 1165 (2019), 
encontramos que la incluye como una de las clases de medidas cautelares, entendiendo por 
esta: 
 Medida consistente en sustraer una mercancía de la libre circulación y dejarla 
a órdenes de la autoridad aduanera, en los casos expresamente previstos en el 
presente decreto. En la etapa de control posterior, la inmovilización se realizará 
previa orden escrita del Jefe de Fiscalización. (art. 597) 
 
Si nos atenemos al contenido literal de la definición especial, encontramos algunas 
dificultades en la aplicación de la misma, por cuanto encontraríamos que la finalidad de 
inmovilizar está dada por la sustracción de las mercancías de la libre circulación en la que se 
encuentran puesto que se trata de mercancías nacionalizadas, lo cual resultaría acorde con un 
propósito general de evitar la generación de perjuicios y hechos delictivos, siendo acorde con 
                                                 
68 De conformidad con el numeral 9 del artículo 14 de la Resolución 009 de 04 de noviembre de 2008, la Policía Fiscal y 
Aduanera ejerce funciones de Policía Judicial. 
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los postulados de ADPIC. No obstante, el destinatario de dicha acción es la autoridad 
aduanera, que para el caso de las mercancías presuntamente piratas o falsas no tiene 
competencia de acción definitiva, ya que el destinatario directo de la intervención en control 
posterior es Fiscalía o Policía Judicial; es decir, esto implicaría una extensión del contenido 
de la disposición, que resultaría en pugna con la naturaleza de la medida cautelar, evidenciando 
la dificultad en su aplicación.  
 
Adicionalmente a ello, encontramos que mediante la Resolución 64 del 28 de septiembre 
de 201669 se indicó en su momento en el artículo 15 algunas previsiones sobre la procedencia 
de la medida cautelar de verificación de mercancías, misma que sustancialmente se originaba 
en el contenido del Decreto 390 (2016) y por la cual debemos entender “… retención temporal 
de la mercancía para conducirla a los recintos de almacenamiento contratados por la entidad, 
mientras se verifica su legal  introducción  y  permanencia  en  el  territorio  aduanero  
nacional.” (art. 597), contemplándose la procedencia de esta medida en la Resolución 64 
(2016) “Cuando se tengan indicios de que la mercancía este incursa en violación a los derechos 
de propiedad intelectual” (art. 15); limitándose adicionalmente la autorización de dicha 
medida en todos los casos señalados al concepto del Jefe de la División de Gestión de 
Fiscalización competente. 
 
Sobre la manera de materializar esta medida, la Resolución 64 (2016) contemplaba: 
 La medida cautelar de verificación de mercancías, tendrá un plazo máximo de 
un (1) día hábil, término dentro del cual se deberá verificar la legal introducción y 
permanencia de la mercancía al territorio aduanero nacional, el cumplimiento de 
los derechos de propiedad intelectual, la ubicación e identificación del obligado 
aduanero, conforme a la información que reposa en el Registro Único Tributario o 
cualquier otro medio oficial. (art. 15) (subraya fuera de texto) 
 
Quiere decir lo anterior, que se determinaba la procedencia de una medida cautelar 
adicional y previa dentro del contexto general de acción, que eventualmente podía desembocar 
                                                 
69 Por la cual se reglamentan unos artículos del Decreto 390 del 7 de marzo del 2016, relacionados con el 
control posterior y aspectos procedimentales. 
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en la aplicación de una inmovilización, cuyo contexto general de aplicación en estricto sentido 
nos llevaría a un proceder inocuo bajo el contexto aduanero y que por extensión normativa 
llevaba a poner en conocimiento el hecho a la autoridad competente.  
 
Esta resolución fue derogada con la expedición de la Resolución 46 de 26 de julio de 2019, 
siendo indicado en el artículo 613 los aspectos procedimentales de aplicación de la medida 
cautelar de verificación de mercancía, dentro de los cuales se observa la no inclusión de 
procedencia de esta medida para los casos de evidencia de violación a los derechos de 
propiedad intelectual. Es decir, en la actualidad, la normatividad aduanera colombiana no 
contempla la posibilidad de aplicación de la medida cautelar de verificación para los casos de 
falsedad. 
Esto resulta ser un acierto regulatorio, no solamente por la dificultad en la aplicación de la 
medida antes descrita, para los casos de falsedad, sino por el respeto a la esencia de la medida 
cautelar de verificación de la mercancía, que en vigencia del Decreto 1165 de 2019 incluyó en 
su artículo 597 numeral 8 una definición de esta medida70, definición que muy claramente 
limita el espectro de aplicación a la verificación de la legal introducción y permanencia en el 
territorio aduanero nacional de las mercancías, lo cual se vincula con la satisfacción de los 
requisitos de contenido netamente aduanero, en cuyo caso la competencia de la autoridad 
aduanera es absoluta, no así en la verificación de derechos de propiedad intelectual como se 
ha visto. 
 
Por tal razón se explica el por qué en la actualidad no se previó la aplicación de dicha 
medida cautelar sino para los casos expresamente previstos en el mencionado artículo 613 de 
la Resolución 46 (2019), a saber: 
(…) 
1. Cuando se realicen acciones de control en las carreteras o vías públicas, y 
se detecten diferencias entre la mercancía y la información registrada en la 
declaración de aduanas, sus documentos soportes o en los documentos aportados, 
                                                 
70 Consiste en la retención temporal de la mercancía para conducirla a los recintos de almacenamiento contratados por la 
entidad, mientras se verifica su legal introducción y permanencia en el territorio aduanero nacional.   
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excepto en los casos señalados en el artículo 624 de la presente resolución, en cuyo 
caso se aplicará lo dispuesto en dicho artículo. 
2. Cuando en desarrollo de las acciones de control, se pueda poner en riesgo la 
integridad de los servidores públicos, interesados y/o intervinientes, la seguridad de 
la mercancía, o se pueda generar alteración del orden público. Tales hechos deberán 
estar debidamente soportados en el acta que se suscriba para el efecto, fijando un 
valor estimado de la mercancía, y sus características generales. (art. 613) 
Aspectos totalmente coincidentes con la definición de la medida cautelar y acordes con la 
finalidad institucional autónoma de la autoridad aduanera, de verificación y aseguranza de la 
legal introducción de bienes al territorio aduanero nacional.  
 
Es igualmente relevante reparar en las precisiones que efectúa el Título 17 del Decreto 
1165 de 2019, cuando prescribe salvedades en el evento de configuración de la aprehensión 
de la mercancía - estas se encuentran en el artículo 712 y 721 - y es que, en estos casos, se 
invierte la prelación, ya que fruto de la presencia de la configuración de una causal de 
aprehensión respecto de las mercancías objeto de control, se adelantará el proceso aduanero 
de decomiso, tal y como expresamente lo indica el artículo 712; por ello es posible afirmar 
que ante la inconsistencia aduanera de la mercancía se realza el papel aduanero y en 
consecuencia la función auxiliar de reporte ante la autoridad competente cede ante la 
obligación de definir la situación jurídica de una mercancía de naturaleza extranjera que ha 
incumplido alguno de los requisitos de ingreso y permanencia de los bienes en el territorio 
aduanero nacional; procedimiento que se lleva a cabo acorde con la normatividad aduanera en 
la materia. Es decir, prima el cumplimiento de la normatividad aduanera frente a la lbor 
auxiliar de control de propiedad intelectual.  
 
1.3.3.2.5. constitución de garantía.   
 
 Finalmente, para el caso de la intervención de la autoridad aduanera, no se puede perder 
de vista las previsiones que el Título 17 del Decreto 1165 de 2019, establece en materia de 
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afianzamiento cuando se presenta una solicitud de suspensión de una operación de comercio 
exterior en los términos antes anotados. 
 
Recordemos que el numeral 2 del artículo 617 del Decreto 390 exigía como requisito para 
el trámite de la solicitud de suspensión de la operación de comercio exterior, la constitución 
de una garantía solamente de compañía de seguros, que equivalga al veinte por ciento (20%) 
del valor FOB de la mercancía, misma que debe constituir aquel que ostente derecho como 
titular de la marca que se reputa ofendida, con la finalidad de responder por los eventuales 
perjuicios que se puedan ocasionar a aquel operador de comercio exterior que resulte no 
responsable de piratería o falsedad. 
 
Según las previsiones del analizado numeral 2, dicha garantía debía ser presentada dentro 
de los cinco (5) días hábiles siguientes a la ejecutoria del auto que admite la solicitud de 
suspensión provisional de la operación de importación o exportación, aspecto que en principio 
no representaba mayor dificultad interpretativa cuando se tiene como referencia de 
contabilización de términos el hecho de haberse proferido un auto que suspende una operación 
y ordena, entre otras, la analizada constitución de garantía. 
 
No obstante, cuando se advierte el contenido del entonces vigente artículo 619 del Decreto 
390 (2016), observamos que refiere a la intervención de la autoridad competente, se 
encontraba lo siguiente literalmente transcrito: 
Dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a la notificación del auto 
admisorio de la solicitud, el peticionario deberá presentar ante la Dirección 
Seccional de Aduanas:  
1.  La garantía a la que se refiere el artículo 617 de este decreto. 
2.  La copia de la demanda o denuncia con que promovió el correspondiente 
proceso ante la autoridad judicial competente, si aún no lo hubiere hecho. (art.619) 
 
Es decir, nos encontrábamos ante una divergencia en los términos que se señalaban para 
una misma acción esperada por parte del particular, el artículo 617 otorgaba cinco (5) días 
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hábiles para constituir una garantía, pero el artículo 619 otorgaba diez (10) días hábiles para 
su presentación ante la autoridad aduanera, partiendo de un momento común que es el proferir 
el auto admisorio de suspensión provisional; esta situación fue analizada por la Subdirección 
de Gestión de Normativa y Doctrina de la Dirección de Gestión Jurídica de la UAE DIAN y 
al respecto precisó71:  
   
                                                 
71 Oficio No. 100208221-000951 de fecha 12 de abril de 2019 recuperado de archivo de la Subdirección de Gestión de 





Inconsistencia normativa que bajo parámetro interpretativo deja en decaimiento la 
previsión contenida en el artículo 617, al resultar más garantista y consistente la de la 
disposición posterior (artículo 619).  
 
Siendo esta la razón, por la cual el Decreto 1165 de 02 de julio de 2019, en su artículo 716 
numeral 2 remite al contenido del artículo 718 para efectos de contabilización de los términos 
requeridos para la constitución y presentación de la garantía requerida, unificando y 
subsanando una inconsistencia regulatoria que traía la anterior regulación aduanera. 
 
1.3.3.3. Fiscalía General de la Nación.  
 
Ya hemos visto las actuaciones administrativas en referencia a la protección de la 
propiedad intelectual, y para el caso aduanero vimos la recurrencia en la referencia a la 
autoridad competente, lo cual implica el análisis del cierre del ciclo de la actuación estatal en 
la materia, para lo cual debemos analizar el componente de investigación penal, siempre 
recordando que ADPIC en su artículo 61 consagra la obligación para los Estados miembros 
de tener procedimientos y sanciones penales en caso de falsedad o piratería, razón por la cual 
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se hace necesario el análisis del ordenamiento jurídico penal colombiano para encontrar la 
satisfacción de tal exigencia supranacional. 
 
El título VIII capítulo 6 de la Constitución Política de Colombia se ocupa de la Fiscalía 
General de la Nación, indicando el artículo 250 la obligación de este ente judicial de adelantar 
el ejercicio de la acción penal72, razón por la cual se hace necesario para el caso en estudio, el 
conocer cómo se materializa ese impulso procesal penal a través de la adecuación de los 
hechos que se han constituido en tipos penales aplicables, siendo determinante el conocer 
cuáles son los delitos en los que se debe enmarcar alguna de las conductas que se investiguen.   
Para el caso de conductas atentatorias contra los derechos de propiedad intelectual, el 
Código Penal Colombiano consagra en el título IX “Delitos contra la Fe Pública” en el artículo 
285 el delito de falsedad marcaria y en el Título X “Delitos contra el orden económico y social” 
en el artículo 306 el delito de Usurpación de marcas y patentes, y por su parte el artículo 307 
Uso Ilegitimo de patentes; no obstante, el primero de los delitos anotados, ha estado ligado 
fácticamente a aquellos casos en los cuales la falsedad se relaciona con la confianza que al 
ciudadano le puede brindar un determinado elemento en razón de determinada indicación de 
sus características debidamente avaladas por el Estado, al respecto la Corte Suprema de 
Justicia ha precisado, sobre este delito hoy indicado en el artículo 285 del Código Penal:    
El origen de esta disposición está en la función de control que el Estado ejerce 
sobre determinados productos para garantizar su autenticidad y características, 
conforme a un orden de valores. Los funcionarios encargados de ejercer tal 
inspección se valen de unas marcas o señales para certificar que sí la ejercieron. 
Así, por ejemplo, cuando en los surtidores de combustible o en los taxímetros se 
coloca un sello constituido por un disco de metal unido por dos hilos del mismo 
material, como señal de que fueron legítimamente examinados y encontrados 
conforme a los parámetros oficiales; las marcas hechas en los ganados por 
                                                 
72 Reza el primer inciso de este artículo “La Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar el ejercicio de la acción 
penal y realizar la investigación de los hechos que revistan las características de un delito que lleguen a su conocimiento por medio 
de denuncia, petición especial, querella o de oficio, siempre y cuando medien suficientes motivos y circunstancias fácticas que 
indiquen la posible existencia del mismo. No podrá, en consecuencia, suspender, interrumpir, ni renunciar a la persecución penal, 
salvo en los casos que establezca la ley para la aplicación del principio de oportunidad regulado dentro del marco de la política 
criminal del Estado, el cual estará sometido al control de legalidad por parte del juez que ejerza las funciones de control de garantías. 
Se exceptúan los delitos cometidos por Miembros de la Fuerza Pública en servicio activo y en relación con el mismo servicio.” 
Recuperado de http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr008.html#250  
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funcionarios de salud; las efectuadas por los funcionarios de aduanas a las 
mercancías revisadas; las colocadas en las balanzas, después de examinadas y 
encontradas exactas, etc. 
Si esos signos o marcas, a través de las cuales el Estado certifica que examinó 
el objeto y garantiza sus características, se fabrican, destruyen, cambian o alteran, 
esto es, si se falsean, se tipifica el punible de << falsedad marcaria>>. 
Es este un delito contra la fe pública, ya que se tutela la confianza de la 
colectividad en esos signos o marcas que constituyen la prueba de que el Estado 
ejerció el respectivo control sobre un determinado objeto, al contrastarlo, 
identificarlo o certificarlo. (Sentencia Corte Suprema de Justicia, Sala Plena, SP 11-
001-02-30-005-1998-0363, 1998) 
 
Es por ello que la tipificación del delito requiere el elemento de uso oficial de esa marca, 
contraseña, signo, firma o rúbrica y de ahí su inclusión claramente entendible, con la 
explicación que la Corte Suprema efectúa en la citada providencia, en el título de los delitos 
contra la fe pública, razón por la cual no sería el tipo penal adecuado para el hecho irregular 
que se identifique dentro de las operaciones de comercio exterior y que pide ADPIC. Siendo 
así, dicho análisis penal de la conducta debe corresponder con los delitos referidos e incluidos 
en los artículos 306 y 307 de la codificación penal.  
 
Al respecto el artículo 306 incluye como verbo rector de la conducta el utilizar en forma 
fraudulenta el nombre comercial, enseña, marca, patente de invención, modelo de utilidad o 
diseño industrial, lo cual implica dos aspectos fundamentales, a saber, la existencia de 
protección jurídica a favor de una persona titular de ese derecho previamente registrado y la 
violación de ese derecho a través del fraude en la utilización de lo protegido; y para el caso 
del artículo 307 la fabricación es el elemento típico a considerar bajo iguales condiciones de 
ilegitimidad en la acción de quien procede sin la autorización debida, sobre este tema Matiz 
Bulla (2010) ha dicho:  
 Las reglas empeladas en el campo de la propiedad industrial pueden ser 
sintetizadas de la siguiente forma: 
a. Habrá infracción cuando se trate de imitación servil (copia). 
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b. Habrá infracción cuando entre el producto o procedimiento protegido y el 
empelado por el sospechoso, las diferencias son mínimas, es decir, son simples 
variantes de ejecución que dejan idéntica la esencia del producto o del 
procedimiento protegido. 
c. Hecho un balance entre las similitudes y las diferencias, de ser aquellas 
esenciales y estas accesorias, se considera que hay infracción. 
d. Si uno de los elementos del producto o procedimiento ha sido reemplazado 
por otro que cumple igual función, y los resultados finales son los mismos, habrá 
infracción. 
El manejo de estos criterios es, sin embargo, de alta dificultad y acarreará 
siempre la necesidad de acudir a un experto en el campo de la técnica o ciencia al 
cual pertenece el objeto patentado. En todo caso, establecido claramente que se trata 
de un producto o procedimiento similar en esencia, al protegido, puede haber delito. 
(p.11)  
Precisamente por la dificultad en el establecimiento de la conducta, es indispensable en 
estos procesos de naturaleza penal en los que con certeza se debe establecer la responsabilidad 
del sujeto trasgresor, el contar con prueba idónea de la falsedad del producto que activa el 
accionar judicial, por ello es que el proceso investigativo debe contar no solamente con la 
denuncia respectiva de quien resulte afectado por el hecho, sino con la experticia técnica de 
los bienes que permita concluir el accionar delictivo. 
 
Para satisfacer esta necesidad probatoria, es vital el accionar de aquel funcionario con 
atribuciones de policía judicial, que en primer lugar realiza una verificación preliminar de los 
bienes, siendo válido el apoyarse en el conocimiento del titular marcario o su representante, 
como elemento indiciario de impulso de la noticia criminal, para lo cual una vez formalizado 
el accionar penal investigativo en el caso concreto, es requerido el denominado por el Código 
de Procedimiento Penal en su artículo 207, programa metodológico, que puede entenderse 
como la hoja de ruta investigativa que permita establecer la comisión de la conducta. 
La certeza necesaria respecto de la falsedad de los bienes, implica necesariamente un 
experticio detallado y científico que elimine las dudas que puedan existir al respecto, para ello 
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la toma de muestras y su análisis de laboratorio, es el proceder idóneo y exigido para enrostrar 
a un sujeto una responsabilidad penal73, obviamente con acatamiento de todos los requisitos 
de aseguramiento de la prueba y cadena de custodia. 
 
Es precisamente el resultado de tal proceso científico, el que puede aportar un elemento 
probatorio contundente para poder acusar a un sujeto ante la justicia penal por los delitos antes 
mencionados y de esta manera satisfacer la necesidad de reproche y condena, cuando sea del 
caso, de una usurpación marcaria o patente o uso ilegitimo de patente, en los términos 
sustantivos de la ley penal colombiana. 
 
Vale la pena mencionar que el Decreto 410 de 1971 -Código de Comercio- contempla bajo 
un criterio de relación y complementación de la acción penal, en el artículo 16, como pena 
accesoria la prohibición de ejercicio de la actividad comercial74 cuando estamos en presencia 
de una usurpación de un derecho sobre propiedad industrial.  
 
1.4. 4. Análisis de Caso Internacional de Competencia Aduanera en Materia de 
Control de Mercancías Piratas o con Falsedad Marcaria. 
 
   Una vez vista la estructura regulatoria internacional y nacional sobre la materia, es 
importante para efectos de ilustración tener en cuenta cómo puede operar en el mundo la 
aplicación de los controles en materia de propiedad intelectual desde el punto de vista del 
control aduanero; y así mismo evidenciar lo relevante y paradójico que puede resultar dicho 
control75.  
                                                 
73 El artículo 249 del Código de Procedimiento Penal contempla la obtención de muestras que involucren al imputado. Y 
el artículo 405 ibídem, soporta la procedencia de la prueba pericial.  
74 Cita el referido artículo “Siempre que se dicte sentencia condenatoria por delitos contra la propiedad, la fe pública, la 
economía nacional, la industria y el comercio, o por contrabando, competencia desleal, usurpación de derecho sobre propiedad 
industrial y giro de cheques sin provisión de fondos o contra cuenta cancelada, se impondrá como pena accesoria la prohibición 
para ejercer el comercio de dos a diez años.” Recuperado de 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_comercio.html#16    
75 China ha liderado el origen de productos falsificados, al respecto ha dicho la OECD “ While the scope of provenance 
economies is broad, the raw seizures statistics also show that interceptions originate from a relatively concentrated set of provenance 
economies. In other words, some economies tend to dominate the global trade in counterfeit and pirated goods. The highest number 
of counterfeit shipments being seized originates from East Asia, with China and Hong Kong (China) at the top of the ranking(…)” 
OECD/EUIPO (2019),  
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Para efectos del presente trabajo, se analizará el caso de la República Popular China 
quienes desde el componente aduanero cumplen un papel protagónico en la actuación estatal. 
 
La misionalidad de la autoridad aduanera China es ilustrada así:  
 China Customs is a border agency supervising inbound and outbound activities 
and has a centralized organizational structure. Its key functions include customs 
control, revenue collection, fighting against smuggling and foreign trade statistics 
compilation. It also manages tasks including port management, management of 
bonded operations, audit-based customs control, customs enforcement of 
intellectual property rights and international customs cooperation. (China 
Inspection & Cuality Service Online, 2017, párr. 1)76 
 
Misión que es concretada en la ley de Aduanas de la República Popular China- RPC, de la 
siguiente forma: 
Article 44 Customs may carry out protection of intellectual property rights, 
which are related to import and export goods according to laws and regulations. 
Where the status of intellectual property rights need to be declared to the Customs, 
the importer of import goods and the exporter of export goods as well as their agents 
are required to make an accurate declaration and submit legal certificates for 
intellectual property rights to the Customs according to the provisions of the State.   
Article 91 Whoever imports or exports goods which constitute infringement on 
the intellectual property rights under protection by laws and administrative 
regulations of the People’s Republic of China which violating the provisions of this 
Law, the infringing goods shall be confiscated by Customs and a fine shall be 
imposed thereof; where the case constitutes a crime the person or persons concerned 
                                                 
Trends in Trade in Counterfeit and Pirated Goods, Illicit Trade, OECD Publishing, Paris/European Union Intellectual 
Property Office. https://doi.org/10.1787/g2g9f533-en  
76 En traducción libre del idioma inglés diría “la Aduana China es una agencia fronteriza que supervisa las actividades de 
entrada y salida y tiene una estructura organizativa centralizada. Sus funciones clave incluyen el control aduanero, la recaudación 
de ingresos, la lucha contra el contrabando y la compilación de estadísticas de comercio exterior. También gestiona tareas que 
incluyen la gestión de puertos, la gestión de operaciones vinculadas, el control de aduanas basado en auditorías, la aplicación de 




shall be investigated for criminal liability according to law. (Ministry of Commerce 
People´s Republic of China, 2000, art. 44 y 91) (subraya fuera de texto)77 
 
De dicho texto legal, claro resulta que la misionalidad de la autoridad aduanera en la RPC 
posibilita la exigencia del cumplimiento de los requisitos de propiedad intelectual, para lo cual 
se identifican algunos elementos importantes para ello, como serían: 
a. La existencia de disposiciones normativas previas que así lo indiquen tanto en el 
aspecto sustancial como procedimental. 
b. La exigencia de los documentos que acrediten en las operaciones de importación y 
exportación, la legitimidad en la utilización del bien jurídico protegido, que en este 
caso correspondiera a un derecho de propiedad intelectual, lo cual podríamos asimilar 
al concepto de exigencia de un documento soporte de la operación de comercio 
exterior. 
c.  Acción autónoma administrativa respecto de los bienes sin perjuicio de las acciones 
penales que se desprendan de la conducta irregular detectada y reprochable a un sujeto 
trasgresor. 
 
El Decreto No. 395 del Consejo de Estado de la República Popular China es la 
normatividad que regula la protección de los derechos de propiedad intelectual OMPI (2011), 
y resulta aplicable desde el 01 de marzo de 2004 y este es preciso en la indicación de estar 
conforme a la ley de aduanas y con la finalidad de brindar protección aduanera a estos 
derechos, Consejo de Estado de la República Popular de China (2011); el mismo establece un 
procedimiento de registro de titulares marcarios y suspensión de la operación de comercio 
exterior, en términos bastante similares a los establecidos en la normatividad colombiana, ya 
                                                 
77 En traducción libre del idioma ingles diría “artículo 44 la aduana puede proteger los derechos de propiedad intelectual 
relacionados con la importación y exportación de bienes de acuerdo con las leyes y regulaciones. 
Cuando el estado de los derechos de propiedad intelectual debe declararse a la Aduana, el importador de mercancías de 
importación y el exportador de mercancías de exportación, así como sus agentes, deben hacer una declaración precisa y presentar 
certificados legales de derechos de propiedad intelectual a la Aduana de acuerdo con A las disposiciones del Estado. 
Artículo 91 Quienquiera que importe o exporte mercancías que constituyan una infracción de los derechos de 
propiedad intelectual protegidos por las leyes y reglamentos administrativos de la República Popular China que violan 
las disposiciones de la presente Ley, las mercancías infractoras serán confiscadas por la Aduana y se impondrá una multa. en esto; 
cuando el caso constituya un delito, la persona o personas afectadas serán investigadas por responsabilidad penal de acuerdo con 
la ley, recuperado en idioma inglés de http://english.customs.gov.cn/Statics/644dcaee-ca91-483a-86f4-bdc23695e3c3.html  
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que se exige el requisito de impulso procesal por parte del titular del derecho, quien debe 
presentar la solicitud de suspensión de la operación, acreditar el derecho que le asiste y 
garantizar los eventuales perjuicios que se puedan ocasionar. 
 
Las diferencias surgen cuando se estipula en dicha disposición regulatoria, la facultad 
aduanera de investigación con la finalidad de determinar si las mercancías infringen un 
derecho de propiedad intelectual (artículo 20), existiendo en este caso una autonomía mas no 
exclusividad en la determinación del hecho infractor, toda vez que la misma codificación se 
encarga de prever como eventos los siguientes: 
a. Actuación por parte del titular ante el Tribunal Supremo78  bajo la cual se puede dar 
una solicitud de asistencia a la aduana por parte de dicho organismo judicial para cesar 
la violación del derecho (artículo 23) 
b. Capacidad de decisión frente al hecho investigado, lo que le permite a la autoridad 
aduanera liberar la mercancía cuando (artículo 24): 
- No hay solicitud de asistencia por parte de la autoridad judicial en un término 
especifico señalado (20 días hábiles a partir de la detención de los bienes) 
- Cuando no ha habido la orden judicial, pero adicionalmente la aduana no ha podido 
determinar la violación de un derecho79 
- Cuando el consignatario de las mercancías presta garantía equivalente al valor 
determinado de los bienes. 
- En aquellos casos en los cuales fruto de la investigación aduanera se llega a la 
conclusión de no existir infracción a un derecho de propiedad intelectual.  
 
El artículo 27 de la disposición analizada reafirma aún más la capacidad aduanera de 
actuación, al establecer la posibilidad de confiscación de los bienes evidencia de violación de 
un derecho de propiedad intelectual y la capacidad de disponer de tales mercancías una vez 
adoptada dicha medida, no solamente mediante la destrucción sino la asignación a fines de 
interés público. Este aspecto resulta común a la facultad aduanera colombiana que le permite 
                                                 
78 Se tratan de cuerpos integrantes del poder judicial  
79 Esto implica el análisis bajo Ley de Marcas de la República Popular China, la Ley de Derecho de Autor de la República 
Popular de China, o La Ley de Patentes de la República Popular China 
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disponer de los bienes, que dentro de la órbita de sus competencias, resultan decomisados o 
abandonados a favor de la nación80.  
 
En Colombia las mercancías decomisadas o abandonadas a favor de la nación, son 
dispuestas por parte de la Unidad Administrativa Especial Dirección de Impuestos y Aduanas 




4. Destrucción y/o gestión de residuos 
5.  Chatarrización  
6. Dación en pago   
Para el caso chino las mercancías manifestación de infracción de un derecho de propiedad 
intelectual siguen el siguiente curso de disposición: 
1. Entrega de las mercancías a empresas de bienestar público cuando dichos bienes 
tengan la aptitud de servicio general. 
2. Venta de los bienes al legitimo titular del derecho de propiedad intelectual cuando este 
tenga interés en adquirirlos. 
3. Subasta de los bienes una vez eliminadas las características infractoras.  
4. Si dichas características infractoras no pueden eliminarse sin perjuicio del bien, este se 
destruye íntegramente. 
Todo esto ocurre, sin perjuicio de la investigación penal, de la cual igualmente la aduana 
es responsable de reportar en la medida en que fruto de su investigación se determine una 
infracción de interés investigativo jurisdiccional penal. 
 
Las formas de disposición resultan similares a las contempladas en la normatividad 
colombiana, incluso la posibilidad de venta al titular del derecho marcario, que igualmente es 
contemplado en el Decreto 1165 de 2019 en el artículo 736 bajo la consideración de tratarse 
                                                 
80 Al respecto ver el Título XXI del Decreto 390 de 2016 y Resolución 042 del 13 de mayo de 2016 DIAN. 
81 Ver artículo 736 Decreto 1165 de 2019 
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de mercancías con características especiales o de mercado restringido; concepto 
posteriormente desarrollado en el artículo 672 de la Resolución 0046 (2019), en cuyo numeral 
7 se precisó que por estas podemos entender cuándo: 
 Se trate de mercancías que solo pueden ser importadas por una determinada 
persona natural o jurídica, por ser estas titulares de los derechos de propiedad 
industrial o de los derechos de autor, o por ser, de acuerdo con la ley, su proveedor 
exclusivo en el territorio colombiano. Esta circunstancia deberá ser debidamente 
acreditada en el Certificado de Existencia y Representación Legal de la empresa 
importadora. (art. 672) 
 
Este artículo, no se puede dejar de mencionar, presenta una inexactitud manifiesta, al 
pretender otorgarle un carácter probatorio, casi de tarifa legal, al Certificado de Existencia y 
Representación Legal, que resulta ajeno a la más pura esencia de dicho documento, toda vez 
que el registro de exclusividad no es elemento configurante ni de la existencia ni de la 
representación legal de la sociedad, como para que conste exclusivamente en dicho 
documento; en estos casos considero la necesidad de acudir a los medios probatorios idóneos 
para acreditar el hecho pretendido y no por vía documental exclusiva en los términos del 
artículo mencionado.    
 
Como se puede observar, más allá de las particularidades anotadas, el modelo de acción 
estatal en la materia es el resultado de una armonía entre las competencias administrativas, 
judiciales y particulares contemplando diversos eventos que se pueden presentar pero que en 
modo alguno resultan excluyentes frente a las necesidades propias de cada uno de los 
intervinientes. 
   
Esta estructura de acción resulta acorde con los postulados de ADPIC y ejemplifica la 
posibilidad no incompatible de intervención oficiosa con la a petición de parte siempre con un 
objetivo final que resulta común en uno y otro evento;  Ahora bien, es muy importante precisar 
que el motivo de este análisis no es el modelo de efectividad del sistema frente a la trasgresión 
de los derechos de propiedad intelectual, que como se mencionó anteriormente, resulta ser un 
grave problema en la RPC, sino simplemente el reflejar como a pesar de dicha negativa 
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realidad, existe un modelo estatal que puede integrar las diversas necesidades en la materia, 
que ilustra la potencialidad de una autoridad aduanera en campos que como el nuestro no han 
sido explorados y que satisface la esencia de las disposiciones supranacionales.  
 
2. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
 
El motivo principal de este trabajo ha permitido hacer un repaso generalizado por las 
diferentes etapas evolutivas de un tema que cada día adquiere mayor relevancia, no en vano 
las prácticas de comercio vinculadas con falsificación han sido estimadas en el 3.3% del 
comercio mundial, equivalente a 509 mil millones de dólares para el año 2016, IPTWINS 
(2019), cifra bastante relevante que justifica los esfuerzos internacionales en la consecución 
de una acción eficaz en la protección de los derechos vinculados a propiedad industrial. 
 
Precisamente ADPIC es una respuesta a una problemática y a una necesidad evolutiva en 
el relacionamiento internacional, que valida en conjunción con los instrumentos históricos de 
reconocimiento de derechos, una posibilidad de acción más acorde con este entorno 
internacional y con el deseo expresado en los considerandos “…de reducir las distorsiones del 
comercio internacional y los obstáculos al mismo…” (Organización Mundial del Comercio 
[OMC], 1994 ,p. 342) ; siendo este aspecto fundamental en el entendimiento de una política 
estatal eficiente en las operaciones de comercio exterior, toda vez que el justo balance entre la 
facilitación y el control es el éxito del rol estatal en la materia. 
 
No cabe duda alguna que el enfoque de protección de derechos de ADPIC parte de un 
derecho particular, pero con un fin último de beneficio colectivo que propenda por un bienestar 
social y económico (artículo 7), y esto último va muy en consonancia con lo establecido como 
fines esenciales del Estado en el artículo 2 de la Constitución Política de Colombia, es por ello 
que es viable concluir que la naturaleza privada de los derechos de propiedad intelectual 
expresada en los considerandos del texto ADPIC, en ningún modo resulta incompatible con la 
actividad estatal no solamente de represión de la conducta ilegal, sino con el deber 
administrativo de evitar precisamente las distorsiones en la actividad comercial que se pueden 
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ocasionar cuando se permite el ingreso al circuito económico nacional  de bienes importados 
con violación de marcas o patentes. 
 
El artículo 4 del Decreto 1071 de 199982, establece como objetivo de la UAE DIAN el: 
Coadyuvar a garantizar la seguridad fiscal del Estado colombiano y la 
protección del orden público económico nacional, mediante la administración y 
control al debido cumplimiento de las obligaciones tributarias, aduaneras y 
cambiarias y la facilitación de las operaciones de comercio exterior en condiciones 
de equidad, transparencia y legalidad (Decreto 1071, 1999, art. 4)  
 
Aspecto misional que se convierte en el soporte de los desarrollos regulatorios aduaneros 
resultados de ADPIC, luego entonces, más allá de la suficiencia de la función al interior de la 
entidad, es posible afirmar que su misionalidad la inserta en este escenario de control y no 
podría ser de otra manera cuando recordamos que ADPIC exige el desarrollo de 
procedimientos de observancia de los derechos de propiedad intelectual (artículo 41) OMC 
(1994) , siendo genérica la previsión inicial del texto supranacional; por ello los Estados están 
en libertad de satisfacer dicho mínimo procedimental exigido, a través de todos los 
mecanismos que consideren apropiados conforme a su propia realidad, involucrando todas las 
esferas de acción justas y necesarias para el efectivo acatamiento de la disposición y más 
importante aún, la garantía de los derechos de propiedad intelectual; ante tal realidad, forzoso 
es concluir que si hablamos de comercio, no podemos obviar dentro de esos escenarios a la 
autoridad aduanera nacional. 
 
Ahora bien, el análisis efectuado en este trabajo es claro en evidenciar que, como se ha 
manifestado, el papel de la autoridad aduanera nacional es de soporte a una acción cuya 
decisión de fondo no resulta de su competencia, aspecto que consideramos no resulta acorde 
con una misión que como vimos exige una actuación preponderante en el soporte del orden 
público económico nacional y que no es tal bajo el actual escenario. 
 
                                                 
82 Por el cual se organiza la Unidad Administrativa Especial Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales como una 




El ordenamiento jurídico nacional delimita férreamente las competencias en autorización, 
protección, represión de las conductas identificadas en violaciones de derechos de propiedad 
intelectual, aspecto que, en lugar de consolidar el derecho, puede dilatar en el tiempo el 
accionar público y la efectiva represión y disuasión de estas conductas, recordemos que de 
conformidad con el ultimo inciso del artículo 718 del Decreto 1165 de 2019, una vez se 
identifica en una operación de comercio exterior una presunta mercancía pirata o falsa, las 
mismas quedan retenidas en el depósito o zona franca a disposición de la aduana. 
 
Esa indicación de retención, que resulta ajena como concepto autónomo en el contexto 
aduanero, toda vez que la regulación aduanera la utiliza no para indicar una medida cautelar 
sino precisamente es el verbo rector de la definición de la medida de aprehensión, genera una 
inconsistencia conceptual frente a la facultad aduanera, que retiene la mercancía a su 
disposición, según las voces del citado artículo 718, pero no define de fondo la situación de 
las mismas; en la práctica, esto genera un vacío operativo  que hace responsable de los bienes 
a una entidad – UAE DIAN- mientras otra se encarga de surtir un procedimiento de naturaleza 
judicial para endilgar responsabilidad a un sujeto trasgresor; proceso que según las etapas y 
realidades procesales penales implican un largo periodo de tiempo, en el que la suerte de la 
operación de comercio exterior y la definición de la situación jurídica de los bienes desde el 
punto de vista aduanero, se encuentra ligada a la definición de la responsabilidad de un sujeto 
desde el ámbito penal.  
 
Vale la pena mencionar el caso de la convergencia misional de la autoridad penal y la 
autoridad aduanera, que se presenta en los casos de identificación de bienes que incumplen 
con los requisitos de ingreso y permanencia en el territorio aduanero nacional y que por ende 
configuran causal de aprehensión de las indicadas en el artículo 647 del Decreto 1165 de 2019 
y a su vez configuran el delito de contrabando en los términos del Capitulo Cuarto del Título 
X del Código Penal Colombiano; casos en los cuales la autoridad aduanera tiene acción 
autónoma de represión de la conducta irregular administrativa y además la obligación de 
generar la respectiva denuncia penal para que la autoridad competente, esto es la Fiscalía 
General de la Nación, impulse el proceso respectivo que permita la individualización y 
responsabilidad de los sujetos bajo los  delitos de contrabando (artículo 319) o favorecimiento 
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de contrabando (artículo 320) XXXX (enunciar nuevamente los delitos) que dicho sea de paso 
están incluidos dentro del mismo  título de la codificación penal de los analizados en este 
trabajo (artículo 306 el delito de Usurpación de marcas y patentes, y por su parte el artículo 
307 Uso Ilegitimo de patentes) y aplicables a los casos de falsedades o piratería de mercancías. 
 
Bajo tal formulación procedimental, se garantiza la acción inmediata administrativa de 
bloqueo en los regímenes aduaneros de importación, exportación y tránsito y su posterior 
definición jurídica y la acción penal, que más allá del concepto de oficiosidad o no, si permiten 
inferir escenarios posibles de armonía institucional en donde se surten dos procesos de 
naturaleza diferente pero absolutamente concordantes desde la finalidad de uno y otro. 
Logrando así un resultado estatal armónico efectivo y respetuoso de la naturaleza de las 
instituciones públicas y que no resultaría extraño a una eventual configuración operativa 
aduanera si del análisis de mercancías piratas o falsas se tratara.   
 
    El entorno de comercio global en el que los Estados generan acuerdos comerciales para 
permitir el acceso a mercados de sus propios productos bajo conceptos de reciprocidad y 
complementariedad económica, implica un nuevo escenario no solamente de desarrollo 
económico sino de funcionamiento estatal, toda vez que entre más acuerdos comerciales83, 
más condiciones de acceso privilegiado se les da a determinados productos que resulten bajo 
condición de originarios, lo que en la práctica se traduce en liberalización de fronteras 
progresivas que obligan a que el foco de control no sea precisamente el aspecto tributario 
inmediato fruto de esa operación de importación como elemento relevante en las acciones de 
control de mercancías que despliega la autoridad aduanera, no en vano el peso porcentual de 
los tributos aduaneros en el total de ingresos tributarios ha mostrado una tendencia decreciente 
en el trascurso de los años, tal y como se ilustra a continuación: 
 
                                                 
83 Colombia tiene 15 Acuerdos Comerciales Vigentes a 2018, siendo estos con: CAN, Venezuela, México, Mercosur, Chile, 
Triángulo Norte (El Salvador, Guatemala y Honduras), Cuba, CARICOM, Canadá, EFTA, Estados Unidos, Unión Europea, Corea 
del Sur, Costa Rica y Alianza del Pacifico y 7 más firmados o en proceso de negociación con:  Panamá, Israel, Japón, Australia, 






Figura 8.  
Tributos al Comercio Exterior 
 
Nota: adaptado de: Subdirección de Gestión de Análisis Operacional de la Dirección de Gestión Organizacional UAE 
DIAN 
 
Esta situación claramente determina un papel diferente al control recaudatorio en la figura 
del control de mercancías que practican las aduanas y que obliga a pensar en la esencia de la 
finalidad de la entidad y el bienestar económico general de la nación, como elementos a 
considerar en un nuevo enfoque del control y el servicio a las operaciones de comercio 
exterior; la dinámica comercial de país en el que las importaciones implican para el año 2018 
un ingreso de mercancías por valor de US $ 51.231 millones, Ministerio de Industria Comercio 
y Turismo (MINCIT, 2018) , representan un universo de operaciones que requieren de una 
actuación estatal activa en la preservación del orden económico. 
 
Por ello el análisis practicado en este trabajo permite plantear la necesidad de una función 
aduanera protagónica en el control de marcas y patentes vinculados a operaciones de comercio 
exterior, en el que no se cumpla solamente con un papel de advertencia, sino que permita 
contar con una asertiva política de control del ingreso de bienes al que le resulte plenamente 
aplicable todo el componente de identificación, análisis de riesgos y perfilamiento de 
operadores de comercio exterior por este tema específico y que consecuencialmente permita 
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como piratas o falsas en el desarrollo de los momentos del control aduanero, logrando así el 
despliegue autónomo pero interrelacionado del accionar administrativo con el judicial sin 
perder de vista la naturaleza privada de los derechos vinculados a la propiedad intelectual. 
Un esquema de acción aduanero en la materia implicaría en primer término la generación 
de una consecuencia administrativa directa, para lo cual, y dado el contexto de materialización 
de la conducta en el que los bienes son elemento fundamental, debería configurarse la causal 
de aprehensión de mercancías por identificarse mercancía de origen extranjero presuntamente 
pirata o de marca falsa84, conceptos estos tomados de la actual regulación aduanera. 
 
Lo anterior como medida necesaria para el acatamiento del principio de tipicidad que 
indica la regulación aduanera85 y que necesariamente obliga a la taxatividad de la conducta 
como criterio de reproche de la exigibilidad de la conducta de no hacer en este caso.  
Debemos recordar que el marco de exigibilidad de la conducta ya existe y ADPIC lo valida 
incluso cuando permite la actuación de oficio en la determinación de la conducta – articulo 
58- , lo propuesto implica una variación operativa, mas no un desconocimiento de las 
obligaciones y estructura general de protección de los derechos vinculados con propiedad 
intelectual; Esto para recalcar la naturaleza de los derechos de propiedad intelectual que 
necesariamente requieren una actuación del particular con la finalidad de exigir el respeto de 
sus derechos a través de las acciones indemnizatorias y penales del caso, pero sin perjuicio del 
interés de protección del plurimencionado orden económico nacional. 
 
Ya se ha visto como no es extraño a una función aduanera la determinación de violación 
de derechos de propiedad intelectual, como en el caso chino analizado, para lo cual es 
fundamental contar con el elemento probatorio idóneo que así lo establezca, por ello pieza 
fundamental del establecimiento de la verdad de los hechos analizados, lo constituirá la 
experticia técnico científico que determine una falsedad o piratería que dentro del proceso 
                                                 
84 De conformidad con el artículo 659 del Decreto 1165 de 2019 “El proceso de decomiso se adelantará con el fin de 
establecer el cumplimiento de las formalidades aduaneras en la introducción y permanencia de las mercancías extranjeras al país; 
y sólo procederá cuando se tipifique alguna de las causales de aprehensión establecidas en este decreto. Excepcionalmente 
procederá respecto de mercancías que se pretenden someter a exportación.  
Salvo los casos especialmente previstos, el procedimiento a seguir será el del decomiso Ordinario.” 
85 Artículo 2 Decreto 1165 de 2019 numeral 6 Principio de tipicidad. En virtud de este principio, para que un hecho u 
omisión constituya infracción administrativa aduanera, dé lugar a la aprehensión y decomiso de las mercancías o, en general, dé 
lugar a cualquier tipo de sanción administrativa, dicha infracción, hecho u omisión deberá estar descrita de manera completa, clara 
e inequívoca en el presente decreto o en la ley, o en los demás decretos que lo establezcan expresamente; 
107 
 
aduanero se desarrollaría y para ello es del caso precisar que la autoridad aduanera colombiana 
cuenta dentro de la estructura de la Dirección de Gestión de Aduanas, con una Coordinación 
de los Servicios de Laboratorio de Aduanas, dependiente de la Subdirección de Gestión 
Técnica Aduanera, cuyas funciones se encuentran establecidas en la Resolución No.  011 
(2008), indicándose en el numeral 1 del artículo 43 que dicha coordinación se encarga de 
“Administrar los procesos técnicos aduaneros relacionados con el servicio de los laboratorios 
y el análisis físico-químico de las mercancías y su coordinación en el control previo y posterior 
(art. 43).”, competencia totalmente acorde con las necesidades técnicas que requiere el 
establecimiento de violaciones de marcas en el caso aduanero y que se acoplaría perfectamente 
con una eventual competencia en la materia analizada. 
 
La función contemplada en el numeral 1 del artículo 43 de la Resolución 011 del 04 de 
noviembre de 2008, no deja dudas sobre la posibilidad de contar con dicho soporte técnico en 
los momentos del control previo y posterior que ejerce la autoridad aduanera; la esencia de las 
disposiciones analizadas de ADPIC implica una protección en función de una actividad 
comercial, más allá del elemento de segmentación del control aduanero que existe en 
Colombia, por ende la formulación de acción operativa aduanera, puede resultar transversal a 
las áreas que materializan el control de mercancías al interior de la UAE DIAN y subsumirse 
en el procedimiento aduanero diseñado para el efecto; bajo tal entendido al advertirse un hecho 
presuntamente constitutivo de infracción a derechos de propiedad intelectual en mercancías 
de origen extranjero, la autoridad aduanera podría generar la respectiva medida cautelar de 
aprehensión para el inicio de un proceso de definición de situación jurídica de dichos bienes 
con el propósito de establecer si existen o no trasgresiones al derecho protegido. 
 
Lo anterior siempre salvaguardando el derecho y presunción de buena fe que le asiste al 
responsable de la mercancía, para lo cual además de las diversas etapas de un procedimiento 
que garantice el debido proceso, se hará necesario mantener la constitución de garantía como 
elemento de afianzamiento de los eventuales perjuicios que se le pueda ocasionar al 
responsable de la operación por parte de un titular de derecho de propiedad intelectual 
(atendiendo así las previsiones del artículo 56 ADPIC); en el evento en que dicha garantía no 
sea otorgada, podría ser considerado como un escenario de negación que impediría el 
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adelantamiento de acciones penales por el hecho investigado por parte del titular del derecho, 
para lo cual podría exigirse en la denuncia que se formule por parte del titular del derecho, 
manifestación bajo gravedad de juramento de haber presentado garantía ante la autoridad 
aduanera. 
 
El proceso de definición de situación jurídica de mercancía aprehendida en Colombia tiene 
un procedimiento reglado por el Decreto 1165 de 2019, en el titulo 16 capitulo 3 artículos 660 
a 666 – decomiso ordinario y sección 3 artículo 667 -decomiso directo-, que establece las 
etapas a surtir una vez se configura alguna de las causales de aprehensión taxativamente 
señaladas en el artículo 647 ibídem; para efectos del presente trabajo y bajo la hipótesis de 
asunción de competencia aduanera respecto de la mercancía en la que se identifique violación 
a derecho de propiedad intelectual,  se haría necesario el ajuste de dichos procedimientos con 
la finalidad de incluir aquellas etapas necesarias para armonizar el actual procedimiento con 
la vinculación a este de quien resulte titular del derecho afectado con la falsedad o piratería. 




















 Procedimiento de Decomiso 
 
 
Nota: Elaboración propia 
 
Tratándose de una aprehensión por mercancía pirata o falsa este procedimiento 
necesariamente debería incluir la comunicación al titular del derecho de propiedad intelectual, 
con la finalidad de obtener de este, dos aportes procesales importantes a saber: 
- Garantía que ampare los eventuales perjuicios que se ocasionen a quien se 
identifique como responsable de los bienes aprehendidos 
- Aportes argumentativos y técnicos que apoyen el análisis de laboratorio de los 
bienes con la finalidad de determinar la violación al derecho de propiedad 
intelectual. 
 
La normatividad aduanera consagra la figura del decomiso directo definido como: 
 El que se realiza simultáneamente con la aprehensión y solo procederá cuando 
la causal o causales de aprehensión surgen respecto de las siguientes mercancías: 
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1. Mercancías que, sin importar su naturaleza, tengan un valor inferior o igual 
a quinientas Unidades de Valor Tributario (500 UVT). 
2. Hidrocarburos o sus derivados. 
3. Licores, vinos, aperitivos, cervezas, sifones, refajos. 
4. Tabaco, cigarrillos. 
5. Perfumes. 
6. Animales vivos. 
7. Mercancías de prohibida importación. 
8. Mercancías objeto de devolución en virtud de convenios internacionales. 
9. Mercancías que impliquen alto riesgo para la salubridad pública, certificada 
por la autoridad respectiva. 
10. Mercancías que se encuentren en los demás casos expresamente previstos 
en el presente decreto. (Decreto 1165, 2019, art. 667) 
 
Procedimiento abreviado que, en razón a la cuantía determinada o naturaleza de los bienes 
coincidentes con los enlistados, posibilita la decisión de fondo al momento mismo de la 
aprehensión, caso en el cual la única posibilidad de impugnación de la decisión, está dada por la 
presentación del recurso de reconsideración; en estos eventos y tratándose de aprehensión de 
mercancía pirata o falsa, se podría contemplar igualmente la etapa de comunicación al titular del 
derecho marcario una vez sea presentado y admitido el Recurso de Reconsideración contra el 
decomiso directo, con los mismos efectos antes indicados y con indicación del término específico 
para la acción esperada de este. 
 










Figura 10.  
Procedimiento de Decomiso Directo Actual 
 
Nota: Elaboración propia 
 
Una vez definida la situación jurídica de la mercancía a través de uno de los procedimientos 
antes indicados, se debe dar la disposición de los bienes, bajo el entendido de estar estos ya a favor 
de la nación, fruto del procedimiento administrativo adelantado, caso en el cual debemos reparar 
en las previsiones de la Ley 1648 (2013) “Por medio de la cual se establecen medidas de 
observancia a los derechos de propiedad industrial” (párr. 1) y su Decreto Reglamentario 2264 
(2014), que para los efectos analizados otorga facultades de disposición de aquellos “productos, 
materiales, o implementos que sirvieran predominantemente o que hayan sido utilizados para 
cometer la infracción” (Ley 1648, 2013, art. 2) y establece para ello los siguientes parámetros: 
- La destrucción la asume la parte contra quien se dirige la orden y sin compensación 
alguna 
- Productos con marca falsa deben ser destruidos y dicho procedimiento debe asumirlo 
la parte contra quien se dirige la orden y sin compensación alguna, en estos casos se 
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establece la potestad en cabeza del titular de poder consentir la disposición de estos 
bienes en otra forma  
- Se contempla la posibilidad de disponer de los bienes mediante la figura de donación 
con fines de caridad. 
 
Esta disposición legislativa, que vale la pena mencionar es muy coincidente con la regulación 
china analizada, es totalmente compatible con las facultades aduaneras de disposición de 
mercancías decomisadas y abandonadas a favor de la nación y no restringe la autoridad a la cual 
se le otorga dicha facultad, por ende, es una disposición abstracta que no va en contravía del 
ordenamiento regulatorio aduanero y que afianza la posibilidad de disposición de los bienes cuya 
situación ya se ha definido.  
 
Como se puede observar, existe un marco regulatorio general que partiendo del escenario 
supranacional de ADPIC que consagra un mínimo de acción estatal, otorga libertad a los Estados 
para la configuración de las medidas que considere pertinentes en la protección de los derechos de 
propiedad intelectual, mismos que en un escenario de crecimiento comercial global, obligan 
necesariamente a contar con efectivas herramientas, que más allá de un cumplimiento material de 
lo exigido, permitan una efectiva acción frente a toda forma de ilegalidad trasnacional, por ello la 
articulación de acción estatal debe potencializar las acciones de refreno en los momentos precisos 
de materialización de la conducta, para lo cual el papel de la autoridad aduanera debe responder a 
un ejercicio más dinámico y de control efectivo de los bienes que de naturaleza extranjera y en 
ejercicio de las actividades de control, se identifiquen como manifestaciones de violaciones de 
derechos de propiedad intelectual.    
 
El análisis practicado en el presente trabajo buscó precisamente la identificación de esas 
oportunidades de acción institucional novedosas, acordes con la naturaleza de los derechos y de la 
esencia de las entidades intervinientes, siempre teniendo presente que la inserción del país en el 
contexto global demanda una capacidad de adaptación a los fenómenos comerciales y sus 
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